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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	12-5598-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	02-05-12
	VENTA DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS. SE ACUSA CONTRADICCIÓN ENTRE NORMAS

-Artículo 2 inciso 6) de la Ley de Regulación de Horarios de Funcionamiento de Expendios de Bebidas Alcohólicas. No. 7633

La norma señala que no se le aplicará restricción de horario de venta de bebidas alcohólicas a las casas importadoras, fabricantes, distribuidores y almacenes que vendan al por mayor y al detalle, bebidas alcohólicas cerradas herméticamente para ser consumidas fuera del establecimiento, lo que infringe el artículo 4 de la Ley de Licores que no permite la venta.

 

	12-5657-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	03-05-12
	JURISPRUDENCIA EN MATERIA DE FAMILIA

-Artículos 231 y 236 del Código de Familia

Se cuestiona la interpretación jurisprudencial que se ha hecho sobre estas normas, respecto de la legitimación de un grupo de personas muy reducido (establecido en el artículo 572 del Código Civil), requerida para defender los intereses del vínculo familiar. 



	12-5684-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	03-05-12
	MULTA DE TRÁNSITO

-Artículos 131 inciso l) y 153 párrafo último de la Ley de Tránsito

Las normas regulan la sanción por no llevar el casco de seguridad mientras se conduce en bicicleta, que establecen un monto sumamente alto. 



	12-5692-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	03-05-12
	CARÁCTER CONFIDENCIAL DE LA INFORMACIÓN TRIBUTARIA

-Artículo 117 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Ley No. 4755

La norma regula el carácter confidencial de las informaciones tributarias, considera que toda o parte de esa información es de interés público, por lo que la norma lesiona el artículo 30 constitucional.



	12-5694-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	03-05-12
	IMPUESTO A LAS PERSONAS JURÍDICAS

- Ley 9024 del 23-12-2011. Publicada en el Alcance Digital de La Gaceta del 27-12-2011. Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas. 

Se acusa que la ley debió aprobarse por mayoría calificada y que es violatoria del derecho de propiedad, a la libertad de comercio y a la libertad de empresa. 



	12-5700-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	03-05-12
	PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS EN LA UNIVERSIDAD NACIONAL

-Artículo 84 del Reglamento para Regular los Procedimientos Administrativos de carácter Disciplinario de la Universidad Nacional. 

La norma señala que el Tribunal Administrativo Universitario deberá solicitar el criterio de la asesoría jurídica, que si bien no es vinculante, deberán apartarse del mismo en forma razonada. El accionante señala que la solicitud del criterio le resta independencia al órgano decidor y por ende, es inconstitucional.



	12-5720-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	03-05-12
	MULTA POR HABLAR POR CELULAR

-Artículos 115 y 131 inciso e) de la Ley de Tránsito. No. 7531 del 13-04-1993

Se impugna la sanción por hablar por teléfono celular. Se acusa que es irracional y desproporcionada. 



	12-5740-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	04-05-12
	PAGO DE INCAPACIDADES EN EL PODER JUDICIAL

-Artículos 42, 43 y 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

-Artículos 2, 6 y 8 del Reglamento para el Pago de Incapacidades por enfermedad y maternidad a empleados del Poder Judicial

Se cuestiona el pago del salario completo a funcionarios judiciales, cuando se incapacitan. 

  

	12-5747-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	04-05-12
	LEY DEL IMPUESTO A LAS PERSONAS JURÍDICAS

-Ley 9024 del 23-12-2011. Publicada en el Alcance Digital de La Gaceta del 27-12-2011. Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas. 

Se acusa que la ley lesiona los derechos de las personas que  tienen sociedades pequeñas, para quienes el impuesto es sumamente alto. 



	12-5762-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	04-05-12
	IMPEDIMENTO DE SALIDA DEL PAÍS PARA OBLIGADOS ALIMENTARIOS

-Artículo 14 de la Ley de Pensiones Alimentarias

Contra impedimento de salida del país a los obligados alimentarios, salvo que depositen por adelantado 12 meses de pensión. Se acusa que en el caso concreto la pensión es rebajada automáticamente. 

 

	12-5845-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	07-05-12
	MULTA POR IRRESPETO A SEÑALAS FIJAS

-Artículos 131 inciso b) en relación con los artículos 76 inciso c) y 116 de la Ley de Tránsito.

Las normas imponen multa por el irrespeto a señales fijas que expresan la prohibición de virar a la derecha, cuya monto de la multa considera irracional y desproporcionada. 



	12-5848-0007-CO

Consulta Judicial


	07-05-12
	REQUISITOS PARA PENSIONARSE POR INVALIDEZ

-Artículos 6 y 8 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS. 

Las normas impugnadas establecen los requisitos para que los asegurados se pensionen por invalidez. Se cuestiona propiamente el porcentaje de invalidez del 66.66% y el que se deba cumplir un número de cuotas. 



	12-5857-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	07-05-12
	MULTA DE TRÁNSITO POR MAL ESTACIONAMIENTO EN RAYA AMARILLA

-Artículo 133 II) en relación con el artículo 139 inciso f) y 126 de la Ley de Tránsito. 

Las normas establecen una sanción por mal estacionamiento en raya amarilla obstaculizando la vía, cuya monto de la multa considera irracional y desproporcionada.



	12-5870-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	07-05-12
	SANCIONES A OPERADORAS DE SEGUROS

-Artículos 37 inc a) y b), 39 inc a) en relación con el 36 inc 1), 38 inc 1) y 25, todos Ley Reguladora del Mercado de Seguros. Ley N°8653.

Las normas regulan lo relativo a la potestad sancionatoria de la SUGEF, sobre las operadoras del mercado de seguros, que a juicio de la accionante, las multas económicas establecidas y las sanciones de cierre de la empresa, que pueden aplicarse, sin realizar una diferenciación con el impacto que esto generaría, son desproporcionadas e irracionales.

  

	12-5880-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	07-05-12
	PAGO DE INCAPACIDADES EN EL IFAM

-Artículo 112 del Reglamento Autónomo de Servicio del Instituto de Fomento y Asesoría Municipal. Reformado mediante acuerdo primero, artículo siete, de la sesión extraordinaria número 4124 del 18-04-2012.

La norma regula lo relativo al pago de incapacidades para los funcionarios del IFAM, a quienes no se les pagará salario completo.



	12-5888-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	07-05-12
	MULTA POR CONDUCIR SIN LICENCIA O PERMISO

-Artículos 130 inciso b), 131 inciso g) de la Ley de Tránsito.

Las normas establecen una multa por conducir sin licencia de conducir o sin permiso, la cual a juicio de la recurrente es sumamente alta y viola los principios de razonabilidad y proporcionalidad. 



	12-5897-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	08-05-12
	PROCEDIMIENTO DE REVOCATORIA DE OTORGAMIENTO DE PARCELA DEL IDA

-Artículos 1, 62, 66, 67 y 68 de la Ley No. 2825

-Artículos 40, 41, 50, 51, 54, 55, 59, 71, 83, 85, 93, 99, y 106 del Reglamento para la selección y asignación de solicitantes de tierras del Instituto de Desarrollo Agrario. Publicado en La Gaceta No. 116 del 16-06-2010.

Se acusa que las normas impugnadas omiten garantizar los derechos de las mujeres de áreas rurales, pues en el caso concreto se revocó la adjudicación de la parcela que le otorgaron junto a su esposo, por abandono, negligencia e ineptitud para la explotación de la misma. Asegura que son actos que cometió su esposo y no ella, a quien no se le investigó por separado y afirma que el acto impugnado, no toma en cuenta la violencia psicológica y de género que tienen las mujeres del área rural, contemplados en diferentes instrumentos internacionales.



	12-5954-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	08-05-12
	DOBLE SANCIÓN EN MATERIA DE TRÁNSITO. MULTA Y REBAJO DE PUNTOS.

-Artículos 71 bis a), 71 tercer párrafo 1) y 130 inciso a) de la Ley de Tránsito. 

Las normas impugnan en tanto imponen una multa y además el rebajo de puntos de la licencia, lo que a juicio del accionante es una doble sanción. 



	12-5960-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	08-05-12
	MULTA DE TRÁNSITO POR NO PORTAR DOCUMENTOS

-Artículo 135 inciso b) de la Ley de Tránsito.

La norma establece una multa por no portar documentos del vehículo y además, impone la pérdida de puntos en la licencia. Considera que es una multa desproporcionada. 



	12-6022-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	09-05-12
	REGULACIÓN DEL PORTEO EN SANTA CRUZ

-Reglamento para el Otorgamiento de Licencias a la Actividad del Porteo de la Municipalidad de Santa Cruz. Aprobado mediante artículo 4 inciso 4 de la sesión 45-2009 del 24-02-2009.

Se cuestiona el reglamento en tanto establece la actividad de porteo como una actividad comercial libre, lo cual no tiene autorización del Estado.



	12-6027-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	09-05-12
	LEY DE IMPUESTO A LAS PERSONAS JURÍDICAS

-Artículos 1, 3, 4, 5, 6 y 11 de la Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas. No. 9024

Actuales diputados cuestionan el procedimiento de aprobación de la ley, el impuesto y las sanciones a que se expone una persona jurídica por el no pago del mismo. 



	12-6046-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	09-05-12
	MULTAS POR IRRESPETO A SEÑALAS FIJAS Y LÍMITES DE VELOCIDAD

-Artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito

Se cuestiona la multa por el irrespeto a las señalas fijas y a límites de velocidad. Asegura el accionante que las sanciones son desproporcionadas e irrazonables. 



	12-6123-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	11-05-12
	LIMITES DE EDAD PARA PARTICIPACIÓN EN JUEGOS ESTUDIANTILES

-Artículos 8, 62.1, 64.1, 65.1, 66.1, 67.1, 69.1, 71.1 74.1, 76.1, 78.1, 80.1 y 82.1 del Reglamento de Juegos Deportivos Estudiantiles 2012. 

Las normas impugnadas establecen los requisitos para la participación en los juegos estudiantiles y a juicio de la accionante, los límites de edad lesionan el principio de igualdad y afectan gravemente a la comunidad estudiantil. 

 

	12-6154-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	11-05-12
	JURISPRUDENCIA NOTARIAL

-Jurisprudencia notarial, referente a los artículos 19, 168 y 174 del Código Notarial. Sentencias 1003-2010 y 556-2010.

La jurisprudencia cuestionada permite que los notarios sean sancionadas administrativamente, a pesar de que por los mismos hechos, fueron absueltos en vía penal. 

 

	12-6172-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	11-05-12
	UNIÓN DE HECHO ENTRE PERSONAS DEL MISMO SEXO

-Artículo 242 del Código de Familia. 

-Ley No. 7532 del 08 de agosto de 1995. Publicada en La Gaceta No. 162 del 28-08-1995.

Se acusa que la ley hace una diferencia entre la unión de hecho entre personas heterosexuales y personas homosexuales, cuando debería eliminarse de la norma la frase que reconoce la unión de hecho “entre hombre y mujer”. Se cita jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 



	12-6174-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	11-05-12
	CANASTA BÁSICA TRIBUTARIA

-Decreto Ejecutivo 37073-H del 18 de abril del 2012.

Se establece en este Decreto la “Canasta Básica Tributaria”, con lo que se busca gravar con impuesto de ventas a bienes y servicios, que no estaban sujetos al pago de este impuesto y se incluye a la trucha, poniendo a los productores en desventaja respecto de los productores de tilapia.



	12-6179-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	11-05-12
	LIMITACIÓN DE CONCESIONES PARA MINERÍA

-Artículos 8 bis y 65 f) del Código de Minería

-Transitorio V de la Ley número 8964 del 01 de diciembre del 2010.

Las normas prohíben el otorgamiento de concesiones para la minería metálica a cielo abierto en el territorio nacional, perjudicando con ello a muchas empresas. 



	12-6263-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	14-05-12
	DENEGATORIA DEL PRINCIPIO DE LA DOBLE INSTANCIA EN PROCESOS LABORALES DE MENOR CUANTÍA

-Artículo 10 de la Ley 3664 de enero de 1996. Ley que Regula el Proceso Laboral en Negocios de Menor Cuantía. 

Se indica que el artículo 10 de la citada ley, que regula los asuntos laborales de menor cuantía en materia laboral, es inconstitucional al establecer que contra las resoluciones dictadas en los juicios no será admitido recurso alguno, salvo el de apelación en el caso de la sentencia a que se refiere el artículo 6°, violando a juicio de la accionante, el derecho de defensa. 



	12-6278-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	14-05-12
	CONCESIONES DE TAXI. SANCIONES

-Artículo 40 inciso a) y 59 párrafo segundo de la Ley Reguladora de Servicio Público de Transporte Remunerado de Personas en Vehículos en modalidad de Taxis. No. 7969

Las normas impugnadas regulan lo relativo a la extinción de la concesión de taxi y al control de tarifas. Se acusa que no son tipificadas en la ley, las causales de cancelación administrativa de la concesión. 



	12-6317-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	15-05-12
	TRADUCCIONES EN MATERIA NOTARIAL

-Artículo 109 del Código Notarial. Ley No. 7764

La norma señala que el Notario Público, por sí y bajo su responsabilidad, podrá autorizar sus propias traducciones de documentos, instrumentos, cartas u otras piezas no redactadas en idioma distinto del español. A la traducción, deberá adjuntársele el original o una copia autenticada por el notario, quien consignará en el documento original la razón de identidad correspondiente; además, deberá dejarse una reproducción en el archivo de referencias. Las traducciones surtirán los efectos del documento traducido, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 107. Se acusa que la norma se opone a la Ley de Traducciones oficiales. 



	12-6319-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	15-05-12
	RESOLUCIÓN JUDICIAL

-Sentencias 127-P-08 del Tribunal Superior Penal de Puntarenas y Resolución 1101-10 de la Sala Tercera. 

Se impugna el fundamento de la sentencia, porque va contra lo establecido en el artículo 129 de la Constitución Política, que señala que nadie puede alegar ignorancia de la ley. 



	12-6329-0007-CO

Consulta Judicial


	15-05-12
	RECHAZO DE PROCESO ABREVIADO POR PARTE DEL MINISTERIO PÚBLICO

-Política del Ministerio Público de cimentar el rechazo del “Procedimiento Especial Abreviado” en razones de “estrategia”, sin fundamento concreto de la negativa.



	12-6360-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	15-05-12
	PROPORCIONALIDAD DE MULTAS EN LA LEY DE TRÁNSITO

-Artículo 71 bis párrafo segundo en relación con los artículos 130 incisos c) y f); 131 incisos f), g), h) y l); 131 incisos c), d), e) g) y j); 133 a) y h); 136 c), ch) y e) y del 134 todos los incisos de la Ley de Tránsito. 

Se especifica que lo impugnado es lo que tiene que ver con la pérdida de puntos en la licencia de conducir y la desproporcionalidad de las multas contenidas en los artículos 131, 132 y 133.



	12-6439-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	17-05-12
	MULTAS POR IRRESPETO A SEÑALAS FIJAS Y LÍMITES DE VELOCIDAD

-Artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito

Se cuestiona la multa por el irrespeto a las señalas fijas y a límites de velocidad. Asegura la accionante que a pesar de que la multa fue declarada inconstitucional, se sigue aplicando el monto anteriormente establecido. 



	12-6465-0007-CO

Consulta Judicial


	15-05-12
	RECHAZO DE PROCESO ABREVIADO POR PARTE DEL MINISTERIO PÚBLICO

-Política del Ministerio Público de cimentar el rechazo del “Procedimiento Especial Abreviado” en razones de “estrategia”, sin fundamento concreto de la negativa.



	12-6520-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	18-05-12
	ELIMINACIÓN DE PLUS SALARIAL DE “MERITO” EN EL IFAM

-Acuerdo Segundo, artículo 3 de la sesión ordinaria número 4120 de la Junta Directiva del IFAM de las 9:00 horas del 09 de marzo del 2012.

El acuerdo impugnado derogó el artículo 60 inciso c) y párrafo final; 78 y 79 y reformó los artículos 80 y 83 del Reglamento Autónomo de Servicio del Instituto de Fomento y Asesoría Municipal (IFAM), eliminando el incentivo denominado “mérito” que corresponde a un plus salaria de calificación al buen servicio de los funcionarios. 



	12-6522-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	18-05-12
	SANCIONES PENALES POR DELITOS TRIBUTARIOS

-Artículo 92 párrafo primero del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. 

La norma cuestionada señala que “cuando la cuantía del monto defraudado exceda de doscientos salarios base, será sancionado con prisión de cinco a diez años quien induzca a error a la Administración Tributaria, mediante simulación de datos, deformación u ocultamiento de información verdadera o cualquier otra forma de engaño idónea para inducirla a error, con el propósito de obtener, para sí o para un tercero, un beneficio patrimonial, una exención o una devolución en perjuicio de la Hacienda Pública”.



	12-6532-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	18-05-12
	NOMBRAMIENTO DE PARIENTES 

-Artículo 9 inciso b) del Reglamento del Título Primero del Estatuto de Servicio Civil. 

La norma señala la prohibición de ser nombrado si un pariente es jefe inmediato. En el caso concreto, nombraron a la recurrente como Directora en forma interina y la sustituyeron, en razón de que una hermana estaba nombrada en propiedad en la misma institución. 



	12-6588-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	21-05-12
	MULTAS DE TRÁNSITO AUMENTAN UN 30% CUANDO SE CONDENA.
-Artículo 132 inciso m) y 134 inciso h) en relación con el artículo 94 de la Ley de Tránsito.

Se sanciona al conductor que adelante otro vehículo y cause daños, además, si es condenado en juicio se aumenta la multa en un 30%. A juicio del accionante la multa es desproporcionada.

	12-6583-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	21-05-12
	ACUERDO MUNICIPAL                        

Acuerdo Municipal No. 2386-SM-10, artículo 1, capítulo 6. Sesión ordinaria 47-10 del 23-11-2010. Municipalidad de Alajuela.                                          

Se acusa que se imponen restricciones a la construcción de condominios.

	12-6642-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	22-05-12
	IMPUGNACIÓN DE PATERNIDAD

-Artículo 72 del Código de Familia

La norma, en lo que interesa señala que la paternidad de los hijos dentro del matrimonio, sólo puede ser impugnada por el marido o el apoderado generalísimo. 

Acusa la recurrente que no se permite a la madre impugnar la paternidad.  



	12-6694-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	22-05-12
	CARÁCTER CONFIDENCIAL DE LA INFORMACIÓN TRIBUTARIA

-Artículo 117 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Ley No. 4755

La norma regula el carácter confidencial de las informaciones tributarias, considera que toda o parte de esa información es de interés público, por lo que la norma lesiona el artículo 30 constitucional.

	12-6745-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	23-05-12
	SALARIO DE SERVIDORAS DOMÉSTICAS

-Artículo 1.C del Decreto Ejecutivo 36867-MTSS del 08-11-2011. Publicado en la Gaceta 236 del 08 de diciembre del 2011, denominado “Fijación de salarios mínimos para el sector privado que regirán a partir del 01 de enero del 2012”

Se acusa que la norma impugna le aprueba a las empleadas domésticas un salario mucho menor al de los demás trabajadores del sector privado. El monto del salario asignado es de 139.558,75, lo cual, consideran no cubre la necesidades mínimas de una familia.  



	12-6782-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	24-05-12
	RESOLUCIÓN JUDICIAL

-Voto 136-12 del Tribunal de Trabajo, Sección Primera del Segundo Circuito Judicial de San José.  

Se cuestiona el hecho de que se niegue un plus salarial a los funcionarios del Banco Central de Costa Rica, desatendiendo pronunciamientos de la Sala Constitucional, interpretando que el régimen de empleo de la institución es público. 



	12-6819-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	24-05-12
	DISMINUCIÓN DEL PRESUPUESTO DEL IFAM

-Artículos 12 y 14 de la Ley de Desarrollo Rural (IDER). No. 9036

Las normas impugnadas crean fondos para el Instituto de Desarrollo Rural, disminuyendo el presupuesto del IFAM en un 54%. Se acusa que la institución no se le consultó a la hora de aprobar la ley, sobre esta disminución de ingresos.  

	12-6823-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	24-05-12
	MULTAS POR IRRESPETO A SEÑALAS FIJAS Y LÍMITES DE VELOCIDAD

-Artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito

Se cuestiona la multa por el irrespeto a las señalas fijas y a límites de velocidad. Asegura la accionante que a pesar de que la multa fue declarada inconstitucional, se sigue aplicando el monto anteriormente establecido.



	12-6957-0007-CO
Conflicto de Competencia

	28-05-12
	CONFLICTO ENTRE EL TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES Y EL MINISTERIO DE HACIENDA

Se acusa la omisión del Ministerio de Hacienda de aplicar el aumento salarial dictado por el Tribunal Supremo de Elecciones para sus funcionarios, para el primer semestre del 2012, por un monto del 1,90%. Se afirma que constitucionalmente, el TSE ejerce la política salarial de sus funcionarios.

	12-7018-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad

	29-05-12
	LEY DE IMPUESTO A PERSONAS JURÍDICAS

- Ley 9024 del 23-12-2011. Publicada en el Alcance Digital de La Gaceta del 27-12-2011. Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas.

Se impugnan las sanciones y multas que establece la Ley, así como el destino del impuesto.

	12-7050-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad

	29-05-12
	MULTA POR IRRESPETAR INDICACIONES DE OFICIAL DE TRÁNSITO

-Artículos 131 b), 79 inc a), 132 m) y 94 inc d) de la Ley de Tránsito. 

Las normas imponen una multa por irrespetar indicaciones de oficial de tránsito y realizar maniobra de adelantamiento en puente. Se acusa que las multas impuestas son sumamente altas.

	12-7086-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad

	30-05-12
	AUMENTO DE PENAS MÍNIMAS EN DELITOS SEXUALES

-Artículos 156 a 162 del Código Penal

Las normas impugnadas modificaron los extremos mínimos de las penas y el accionante considera que el aumento de las penas mínimas en delitos sexuales es inconstitucional.

	12-7093-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad

	30-05-12
	ANOTACIÓN DE ANTECEDENTES PENALES

-Artículo 11 de la Ley de Registro y Archivos Judiciales, la frase “sin efectuarse nueva inscripción”

Se acusa que el registro no se borra con diez años de haber cumplido una pena, en caso de que haya una nueva inscripción, quedando una causa anotada hasta por un plazo de 19 años, como en el caso concreto.

	12-7148-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad

	30-05-12
	POR CONDUCIR SIN LICENCIA O PERMISO

-Artículo 130 inciso b) de la Ley de Tránsito. 

La norma establece una multa “a quien conduzca sin haber obtenido la licencia de conducir o el permiso temporal de aprendizaje, o al aprendiz de conductor que, portando el permiso temporal, no se haga acompañar de alguna de las personas autorizadas de conformidad con el inciso b) del artículo 66 de la presente Ley”. Se considera que la multa es desproporcionada e irrazonable.

	12-7153-0007-CO
CONSULTA JUDICIAL

	31-05-12
	ALIMENTARIOS DENTRO DE UN PROCESO SUCESORIO

-Artículo 939 del Código Procesal Civil 

La norma señala que “instancia de interesados, el tribunal podrá mandar que de los productos de la administración se les entregue a los herederos, legatarios o cónyuge sobreviviente, por concepto de alimentos, hasta la cantidad que respectivamente pueda corresponderles, como renta líquida de los bienes a que tengan derecho…Cuando haya dinero que no produzca rentas, previa autorización del tribunal, el albacea podrá colocarlos en depósitos nominativos a plazo en bancos estatales, con el objeto de que se les paguen alimentos a las personas mencionadas en el párrafo anterior, siempre y cuando no se comprometa o dificulte la ulterior partición; también podrá entregarles sumas de dinero, entendiéndose que la entrega es a buena cuenta de lo que en definitiva le corresponda al heredero dentro del caudal hereditario. El consultante considera que esta norma contraviene la normativa internacional de protección de menores, pues la deuda por alimentos supera la cuota hereditaria. 


	12-7158-0007-CO
CONSULTA JUDICIAL

	31-05-12
	HIPOTECA LEGAL PREFERENTE POR TRIBUTOS MUNICIPALES

-Artículo 70 del Código Municipal

La norma señala que “las deudas por tributos municipales constituirán hipoteca legal preferente, sobre los respectivos inmuebles”, que a juicio del consultante lesiona el principio de igualdad, por cuanto no toma en cuenta otros gravámenes hipotecarios y las Municipalidades deben adjudicarse la propiedad con esas otras hipotecas, cuando pueden haber otras formas de cobrar los impuestos.


	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	11-005462-0007-CO

Voto 2012-05519
	02-05-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 20 de la Ley sobre Patrimonio Nacional Arqueológico, número 6703 de 28 de diciembre de 1981, por estimarlo contrario a los artículos 28, 33 y 39 de la Constitución Política, al principio constitucional de razonabilidad y proporcionalidad y al artículo 9 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos. Se anula la resolución número 2012-03641 emitida por esta Sala a las dieciséis horas con dos minutos del catorce de marzo de dos mil doce.-



	11-005462-0007-CO

Voto 2012-05520
	02-05-12
	A las catorce horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 20 de la Ley sobre Patrimonio Nacional Arqueológico, número 6703 de 28 de diciembre de 1981, por estimarlo contrario a los artículos 28, 33 y 39 de la Constitución Política, al principio constitucional de razonabilidad y proporcionalidad y al artículo 9 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos. Se declara sin lugar la acción planteada.-



	11-005104-0007-CO

Voto 2012-05522
	02-05-12
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 9 de la Ley Constitutiva de la Caja de Préstamos y Descuentos de los Empleados del Poder Judicial, Ley 2028 del 16 de junio de 1956 reformada por Ley 6063 del 09 de julio de I977. Se rechaza por el fondo la acción.-  


	11-011315-0007-CO

Voto 2012-05523
	02-05-12
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra de los Artículos 18, 31, 33, 89, 96, 209, 125, 252, 253, 254, 255, 256, y 257 Ley de Migración y Extranjería. Se reitera que lo único que la acción suspende en vía administrativa es el dictado de la resolución final en los procedimientos tendentes a agotar esa vía.



	12-004083-0007-CO

Voto 2012-05532
	02-05-12
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Ley N° 9024, denominada “impuesto a las personas jurídicas”. Se rechaza por el fondo la acción, en cuanto a la impugnación del artículo 3 de la Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas en relación con el principio de capacidad económica. Se rechaza por el fondo la acción, en cuanto a la impugnación del artículo 3 de la Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas en relación con el principio de capacidad económica. En lo demás, se rechaza de plano la acción. Los Magistrados Calzada, Armijo y Jinesta salvan el voto, únicamente, en cuanto al rechazo por el fondo.



	12-004280-0007-CO

Voto 2012-05534
	02-05-12
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Normas Consideradas como Inconstitucionales. Se rechaza por el fondo la acción, en cuanto a la impugnación del artículo 3 de la Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas en relación con el principio de capacidad económica. En lo demás, se rechaza de plano la acción. Los Magistrados Calzada, Armijo y Jinesta salvan el voto, únicamente, en cuanto al rechazo por el fondo.



	12-005210-0007-CO

Voto 2012-05570
	02-05-12
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Jurisprudencia Recaída en la Sentencia 127-p-08d. El Tribunal de Juicio de Puntarenas. Se rechaza de plano la acción.-



	10-004035-0007-CO

Voto 2012-05590
	02-05-12
	A las dieciséis horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 10 del Reglamento de Salud de la Caja Costarricense del Seguro Social, Resolución número 003-229-10 del 09-03-2010 de la Caja Costarricense del Seguro Social. Se declara sin lugar la acción. Los Magistrados Armijo Sancho, Jinesta Lobo y Cruz Castro salvan el voto y declaran con lugar la acción con sus consecuencias. El Magistrado Castillo Víquez da razones adicionales y el Magistrado Cruz Castro pone nota.



	10-008753-0007-CO

Voto 2012-05593
	02-05-12
	A las dieciséis horas con cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 24 del Reglamento de Procedimientos del Tribunal Ambiental Administrativo. Decreto número 31136mp-minae. Se declara CON lugar la acción, en consecuencia se elimina la palabra "privada" del artículo 24 del Reglamento de Procedimiento del Tribunal Ambiental Administrativo, debiendo interpretarse que la audiencia allí mencionada es pública, salvo resolución razonada que establezca lo contrario. Esta sentencia tiene efectos declarativos, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Sin embargo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada surte efectos generales a partir de la fecha de esta resolución. Comuníquese este pronunciamiento al Poder Ejecutivo y al Tribunal Ambiental Administrativo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	09-010624-0007-CO

Voto 2012-05594
	02-05-12
	A las dieciséis horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículos 27 inciso d), y 52 del Reglamento de Seguro de Salud de la Caja Costarricense del Seguro Social. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad interpuesta contra los artículos 27 inciso d) y 52 del Reglamento del Seguro de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social por omitir como beneficiaria, cuando fallezcan hijos menores de edad, a las mujeres aseguradas directas que tengan la condición de madres solas, jefas de hogar y único sostén económico de su núcleo familiar. Se otorga a la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social un plazo de dos meses, contado a partir de la notificación de este pronunciamiento, para que apruebe las reformas requeridas para que la prestación en dinero por ayuda económica para gastos de funeral sea conferida también a las mujeres aseguradas directas que tengan la condición de madres solas, jefas de hogar y único sostén económico de su núcleo familiar, cuando fallezcan hijos menores de edad. Esta sentencia surtirá efecto hacia el futuro, a partir de su publicación íntegra en el Boletín Judicial, y solo tendrá eficacia retroactiva para la parte aquí accionante, así como para las mujeres aseguradas directas que tengan la condición antes especificada y hubieren presentado reclamos administrativos o procesos judiciales para el cobro de ayudas de este tipo, a partir de la fecha de interposición de esta acción, el 20 de julio de 2009. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Además de las partes del proceso, notifíquese a la Asamblea Legislativa, en la persona de su Presidente, y al Poder Ejecutivo, en la persona del Ministro de la Presidencia, así como a las Presidentas Ejecutivas del Patronato Nacional de la Infancia y el Instituto Nacional de las Mujeres.



	12-04131-0007-CO

Voto 2012-05595
	02-05-12
	A las dieciséis horas con seis minutos. Consulta Legislativa referente a Aprobación del Acuerdo entre el Gobierno de Costa Rica y el Gobierno de Austria sobre Intercambio en Materia Tributaria. No ha lugar a evacuar la consulta. Archívese el expediente.-  



	11-011326-0007-CO

Voto 2012-05596
	02-05-12
	A las dieciséis horas con siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el Acto Legislativo de Integración de la Subcomisión que analizará y rendirá criterio sobre el presupuesto ordinario de la República para el ejercicio económico 2012. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional el punto C.1 de la sesión extraordinaria No. 32 del 5 de septiembre de 2011 de la Comisión Permanente de Asuntos Hacendarios, por la manera en que integró la Subcomisión destinada para estudiar y dictaminar el Proyecto de Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el ejercicio económico de 2012, expediente legislativo No. 18.234. Sin embargo, de conformidad con el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de esta sentencia para que las consecuencias de esta declaratoria de inconstitucionalidad no afecten la validez de los acuerdos tomados por las comisiones parlamentarias mencionadas. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Armijo salva el voto y declara sin lugar la acción.-



	12-004134-0007-CO

Voto 2012-05915
	08-05-12
	A las dieciséis horas con dos minutos. Consulta Legislativa referente a Aprobación del Memorando de Entendimiento entre Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de la República de la India para el establecimiento de un Centro de Excelencia en Tecnología de la Información (ceti) en Costa Rica. No ha lugar a evacuar la consulta. Archívese este expediente. Notifíquese al Presidente de la Asamblea Legislativa.-



	09-002958-0007-CO

Voto 2012-05922
	09-05-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 30 y el Transitorio III de la Ley N° 8718 “Ley de autorización para el cambio de nombre de la junta de protección social y establecimiento de la distribución de rentas de las loterías nacionales”. Intervinieron también en el proceso María Luisa Ávila Agüero, Ministra de Salud, Eduardo Doryan Garrón, Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense del Seguro Social, Francisco Antonio Pacheco Fernández, Presidente de la Asamblea Legislativa y Ana Lorena Brenes Esquivel en representación de la Procuraduría General de la República. Se declara sin lugar la acción en relación con la presunta violación al principio de conexidad. En lo demás, se rechaza de plano.-



	10-015644-0007-CO

Voto 2012-05923
	09-05-12
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Ley 8828 de 29 de Abril de 2010 “Ley Reguladora de la Actividad de las Sociedades Públicas de Economía Mixta”. Se rechaza de plano la acción.-



	11-009743-0007-CO

Voto 2012-05924
	09-05-12
	1) Sentencia 2012-05924

Expediente 11-09743-0007-CO. A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos  221  párrafo primero   y  154  párrafo segundo de  la Ley  de Tránsito  por Vías  Públicas  Terrestres,  número  7331  del  trece  de  abril  de  mil  novecientos noventa y tres. Se declara sin lugar la acción. Tómese nota de lo dispuesto en el último considerando de esta sentencia.-



	11-012965-0007-CO

Voto 2012-05925
	09-05-12
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra de las Cláusulas número 11, 41, 42, 43 literales c, d, e y f de la Convención Colectiva de Trabajo suscrita con el Sindicato de Empleados Municipales de Aguirre. Se rechaza de plano la acción.-



	11-014406-0007-CO

Voto 2012-05926
	09-05-12
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 136 inciso G) de la Ley de Tránsito. Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Calzada y Jinesta ponen nota.-



	11-015154-0007-CO

Voto 2012-05927
	09-05-12
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Inciso A) del Transitorio de la Reforma de Reglamento de Reclutamiento y Selección de Profesionales en Farmacia, Odontología, Psicología, Nutrición y Trabajo Social. Se rechaza de plano la acción.-



	12-004242-0007-CO

Voto 2012-05930
	09-05-12
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 2 y transitorios I y II de la Ley 8955. Se rechaza de plano la acción.-



	12-004962-0007-CO

Voto 2012-05933
	09-05-12
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra la Ley 9024 "Impuesto a las Personas Jurídicas". Se rechaza por el fondo  la acción, en cuanto a  la  impugnación de los artículos 1 y 3 de  la  Ley  de Impuesto  a  las Personas Jurídicas. En lo demás, se rechaza de plano la acción. Los Magistrados Calzada, Armijo y Jinesta salvan el voto, únicamente, en cuanto al rechazo por el fondo del artículo 3 de la citada ley. 



	12-005598-0007-CO

Voto 2012-05949
	09-05-12
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra   el  artículo  2 inciso 6 de la Ley 7633, Regulación de Horarios de Funcionamiento de Expendios de Bebidas Alcohólicas. Se rechaza de plano la acción.- 


	12-005692-0007-CO

Voto 2012-05952
	09-05-12
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Eduardo Dall Anese Ruiz en contra del Artículo 117 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, Ley número 4755 del 29 de Abril de 1971. Se rechaza de plano la acción.-



	12-004498-0007-CO

Voto 2012-05964
	09-05-12
	A las dieciséis horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad contra de los Requisitos que se exigen en el Manual Descriptivo de Puestos de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se rechaza de plano la acción.-



	12-005295-0007-CO

Voto 2012-05965
	09-05-12
	A las dieciséis horas con dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 242 del Código de Familia y La Ley 7532. Se declara sin lugar la acción.  Los Magistrados Jinesta y Cruz salvan el voto y ordenan darle curso. Adicionalmente el Magistrado Jinesta declara con lugar la acción en todos sus extremos.-



	11-007728-0007-CO

Voto 2012-05967
	09-05-12
	A las dieciséis horas con cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del  ARTÍCULO 2 Y 3 DE EL TRANSITORIO ÚNICO DEL DECRETO  EJECUTIVO  N°  30389-H  Y  LOS  CRITERIOS  DE  LA DIRECCIÓN GENERAL DE LA TRIBUTACIÓN NÚMERO 799  DEL 13DE MAYO  DE  1996  Y  1275  DEL  29 DE JULIO DE  1997,  por  estimarlo contrario  a  los  artículos  11,  121 inciso  13  y  129  de  la Constitución Política. Se declara SIN LUGAR la acción planteada en cuanto se dirige contra artículos 2 y 3 del Decreto Ejecutivo número 30389-H del dos de mayo de dos mil dos.  En lo demás, se rechaza plano. El Magistrado Jinesta pone nota.-



	09-009009-0007-CO

Voto 2012-05973
	09-05-12
	A las dieciséis horas con diez minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 81 de la Ley número 7786 del treinta de abril de mil novecientos noventa y ocho, reformado por la Ley número 8204 del veintiséis de abril del dos mil uno. Se declara inadmisible la acción con relación a los subincisos 1, 2 y 5   del inciso a) y al inciso b), subinciso 1, del artículo 81 de la Ley número 7786 del treinta de abril de mil novecientos noventa y ocho, reformado por la Ley número 8204 del veintiséis de abril del dos mil uno; inadmisible la acción con relación al texto actualmente vigente del artículo 81, reformado por Ley 8719 de cuatro de marzo de dos mil nueve. Se declara sin lugar la acción en cuanto a los demás extremos.-



	12-002661-0007-CO

Voto 2012-05977
	09-05-12
	A las dieciséis horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del 134 inciso c) en relación con el artículo 32 inciso 1) de la Ley de Tránsito. Se deniega el trámite a esta acción.-



	11-015222-0007-CO

Voto 2012-05987
	11-05-12
	A las nueve horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 09 inciso d, del Reglamento de Servicio Civil. Se rechaza de plano la acción. .-



	12-000381-0007-CO

Voto 2012-05988
	11-05-12
	A las nueve horas con cinco minutos. Acción de inconstitucional contra Articulo 4 De La Ley De La Propina.Se rechaza por el fondo la acción.-



	12-001298-0007-CO

Voto 2012-05993
	11-05-12
	A las nueve horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Ley de Cobro Judicial Artículos 8, 9 y 10. Se rechaza por el fondo en relación con el artículo 10 de la Ley de Cobro Judicial. En lo demás se rechaza de plano.-



	12-002817-0007-CO

Voto 2012-06001
	11-05-12
	A las nueve horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Párrafo Penúltimo del Articulo 20 del Código Municipal. No ha lugar la gestión formulada.-



	12-004596-0007-CO

Voto 2012-06038
	11-05-12
	A las nueve horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 21 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se rechaza de plano la acción.-



	12-005018-0007-CO

Voto 2012-06069
	11-05-12
	A las nueve horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 47 del reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte, reformado por la Junta Directiva en sesión número 4375. Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que bajo expediente numero 11-006186-0007-CO se tramita ante esta sala.-



	12-005888-0007-CO

Voto 2012-06181
	11-05-12
	A las nueve horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 130b, 131g de la Ley de Tránsito Numero 7331. Se rechaza de plano la acción.-



	11-011315-0007-CO

Voto 2012-06356
	16-05-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra de los  artículos  18, 31,33,89,96,209,125,252,253,254,255,256  Y  257  de  la  Ley  de  Migración  y Extranjería. No ha lugar a la gestión formulada.-



	12-001530-0007-CO

Voto 2012-06359
	16-05-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Decreto Ejecutivo N°32149-MEIC-S-MAG NCR 384 Fríjol en Grano, Artículo 5.1.5.4. Se rechaza de plano la acción.-



	12-002238-0007-CO

Voto 2012-06361
	16-05-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 22 (23) de la Ley de Tránsito Por Vías Públicas Terrestres 7331 y sus reformas. Se rechaza de plano la acción.-



	12-002543-0007-CO

Voto 2012-06363
	16-05-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 77 y 225 del Código Penal. Se rechaza de plano la acción.-



	12-003174-0007-CO

Voto 2012-06367
	16-05-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del  artículo  131  inciso  b)  de  la Ley  de Tránsito por Vías Públicas Terrestres. Se rechaza de plano la acción.-



	12-003849-0007-CO

Voto 2012-06369
	16-05-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo del Artículo 62 de la Ley N°8343 y el Reglamento para la Calificación de los Moteles. Se rechaza por el fondo la acción.-



	12-003852-0007-CO

Voto 2012-06370
	16-05-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra de los Artículos 1-3 y capítulo VI de la Ley 8343. Se rechaza por el fondo la acción.-



	12-004200-0007-CO

Voto 2012-06375
	16-05-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito. Se rechaza de plano la acción.-



	12-005524-0007-CO

Voto 2012-06382
	16-05-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Ley sobre Sociedades Jurídicas. Se rechaza de plano la acción.-



	12-005747-0007-CO

Voto 2012-06388
	16-05-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra la  ley No.9024 “Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas”. Se rechaza de plano la acción.-



	11-015178-0007-CO

Voto 2012-06406
	16-05-12
	A las dieciséis horas. Consulta Judicial referente al inciso e) del artículo 7 de la Ley de Regulación del Fumado, No. 7501 del 5 de mayo de 1995. Se evacua la consulta en el sentido que no es inconstitucional la sanción de suma fija dispuesta en el inciso e) del artículo 7 de la Ley de Regulación del Fumado, No. 7501 del 5 de mayo de 1995.-



	10-015565-0007-CO

Voto 2012-06408
	16-05-12
	A las dieciséis horas con dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Transitorio Único de la Ley número 8701 del trece de enero del dos mil nueve. Intervienen en el proceso Ana Lorena Brenes Esquivel, en su calidad de Procuradora General de la República e Ileana Balmaceda Arias, en representación de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se rechaza de plano la acción.-



	10-006963-0007-CO

Voto 2012-06409
	16-05-12
	1) Sentencia 2012-06409

Expediente 10-06963-0007-CO. A las dieciséis horas con tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 351 del Código Penal, en la parte que señala, sea de cualquier otro modo. Se declara sin lugar la acción.-



	09-006130-0007-CO

Voto 2012-06410
	16-05-12
	A las dieciséis horas con cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra de los Artículos 5 y 7 de la Ley de Impuestos Municipales del Cantón de Alajuela. No. 8236. Se declara sin lugar la acción de Inconstitucionalidad.-



	10-008427-0007-CO

Voto 2012-06413
	16-05-12
	A las dieciséis horas con siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Decreto Ejecutivo No. 22072-MEP del 25 de abril de 1993. Se declara sin lugar la acción.-



	09-010205-0007-CO

Voto 2012-06414
	16-05-12
	A las dieciséis horas con ocho minutos. Acción de inconstitucionalidad contra ARTICULOS 10, 33 Y 40 DE LA LEY DE INVENCION, DIBUJOS Y MODELOS INDUSTRIALES Y MODELOS DE UTILIDAD (6867). Se declara sin lugar la acción. Los magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran parcialmente con lugar la acción y anulan el artículo 33  de la Ley de Patentes de Invención, Dibujos y Modelos Industriales y Modelos de utilidad en el mismo sentido expresado en la sentencia  Nº 2008-002896 de  las 08:34 horas del 29 de febrero del 2008 y la Magistrada Calzada Miranda pone nota.-



	09-011542-0007-CO

Voto 2012-06415
	16-05-12
	A las dieciséis horas con nueve minutos. Acción de inconstitucionalidad contra del Transitorio del Plan Regulador del Cantón de Belén, dictado en el acuerdo del Concejo de Belén, artículo 5 de la sesión ordinaria No. 16-2007 del 13 de marzo de 2007. No ha lugar a la gestión planteada.-



	12-000887-0007-CO

Voto 2012-06812
	23-05-12
	Sentencia 2012-06812
Expediente 12-000887-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 30 Decreto Ejecutivo 23433-minae 08-04-2008, Artículos 5 y 10 Decreto Ejecutivo 35974-minaet Públicado en Gaceta III 9-6-2010 y contra Resolución Acahn-dr-010-2011. Se rechaza de plano la acción. 


	12-004256-0007-CO

Voto 2012-06814
	23-05-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Oficio N°1625-2011-cp del Consejo de Personal órgano Administrativo Ministerio de Seguridad Pública. Se rechaza de plano la acción.-

	12-005061-0007-CO

Voto 2012-06817
	23-05-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucional contra Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas N° 9024. Se rechaza de plano la acción. 


	12-005360-0007-CO

Voto 2012-06820
	23-05-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Decreto N° 35368 Mag-s minaet. Estése el accionante a lo resuelto por este Tribunal en sentencia No. 2012-5285 de las quince horas tres minutos del veinticinco de abril de dos mil doce.


	12-005388-0007-CO

Voto 2012-06822
	23-05-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Ley de Control Interno. Se rechaza por el fondo la acción.


	12-005490-0007-CO

Voto 2012-06823
	23-05-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Ley 9024 Ley de Impuesto a Personas Jurídicas. Se rechaza de plano la acción.- 


	12-005897-0007-CO

Voto 2012-06830
	23-05-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículos 73 Incisos A y B de la Ley de Reglamento para la Selección y Asignación de Solicitantes de Tierras del Instituto de Desarrollo Agrario. Se rechaza de plano la acción.-


	12-006027-0007-CO

Voto 2012-06831
	23-05-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Ley de Impuesto de Personas Jurídicas 9024-2011. Se rechaza de plano la acción. Los Magistrados Calzada Miranda y Cruz Castro salvan el voto y ordenan continuar con la tramitación de la acción.


	12-006123-0007-CO

Voto 2012-06836
	23-05-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículos 8, 62.1, 64.1, 65.1. 66.1, 67.1, 69.1, 71.1 74.1, 76.1, 78.1, 80.1 y 82.1 Reglamento de Juegos. Se rechaza de plano la acción.-


	12-006263-0007-CO

Voto 2012-06838
	23-05-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 10 de la Ley Para Reformar el Proceso Laboral En Negocios de Menor Cuantía. Se rechaza por el fondo la acción.-


	12-006329-0007-CO

Voto 2012-06843
	23-05-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Consulta Judicial Facultativa referente a la resolución de las dieciséis horas del ocho de mayo del dos mil doce, dictada dentro del expediente número 12-0000020539-PE,que es causa penal por el delito de Posesión de Droga con Fines de Tráfico y Venta de Droga en el que figura como imputado Bresaile Esmit Blanco Valerín. No ha lugar a evacuar la consulta. 


	12-006465-0007-CO

Voto 2012-06851
	23-05-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Consulta Judicial Facultativa referente a la resolución de las dieciséis horas del ocho de mayo del dos mil doce, dictada dentro del expediente número 12-0000020539-PE que es causa penal por el delito de Posesión de Droga con Fines de Tráfico y Venta de Droga en el que figura como imputado Bresaile Esmit Blanco Valerín. Archívese el expediente.


	12-006532-0007-CO

Voto 2012-06852
	23-05-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Art. 9 inc. b) del Reglamento del Estatuto del Servicio Civil. Se rechaza de plano la acción.- 


	12-005628-0007-CO

Voto 2012-06861
	23-05-12
	A las quince horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículos 1, 5, 6, 10 y 11 de la Ley número 9024. Se deniega el trámite a esta acción.- 


	11-008578-0007-CO

Voto 2012-06863
	23-05-12
	A las dieciséis horas. Acción de Inconstitucionalidad contra Inciso E) del Artículo 131 Ley de Tránsito por vías Terrestres. Se rechaza por el fondo la acción. La Magistrada Calzada pone nota. El Magistrado Castillo salva el voto y declara con lugar la acción en todos sus extremos. 


	12-001733-0007-CO

Voto 2012-06864
	23-05-12
	A las dieciséis horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículos 71 Bis Inciso c, 80 Párrafo 2, 131 Inciso K, 152 Párrafo Final y 201 de la Ley de Tránsito. Se rechaza por el fondo la acción en cuanto al artículo 71 bis inciso c) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres. En lo demás se rechaza de plano. Los Magistrados Mora, Armijo, Rueda y Guerrero ponen nota.


	12-003307-0007-CO

Voto 2012-06865
	23-05-12
	A las dieciséis horas con dos minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 131 Inciso L de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres. Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Mora, Calzada y Castillo salvan el voto 


	12-003631-0007-CO

Voto 2012-06866
	23-05-12
	A las dieciséis horas con tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 131 Inciso B de la Ley de Tránsito por Vía Públicas Terrestres, Ley 731. Se rechaza por el fondo la acción.


	12-004627-0007-CO

Voto 2012-06867
	23-05-12
	A las dieciséis horas con cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra artículo 131 inciso 1) de la Ley de Tránsito por vías terrestres. Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Mora, Calzada y Castillo salvan el voto.


	12-005063-0007-CO

Voto 2012-06868
	23-05-12
	A las dieciséis horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 131 B) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, No. 7331 del 13 de Abril de 1993. Se rechaza por el fondo la acción.


	12-005720-0007-CO

Voto 2012-06869
	23-05-12
	A las dieciséis horas con seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra artículos 115 y 131 inciso E) de la Ley de Tránsito, número 7531, del 13 de abril de 1993. Se rechaza por el fondo la acción. La Magistrada Calzada pone nota. El Magistrado Castillo salva el voto y declara con lugar la acción en todos sus extremos.


	11-008290-0007-CO

Voto 2012-06870
	23-05-12
	A las dieciséis horas con siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículos 131, y 115 de la Ley de Tránsito. Se rechaza de plano la acción en cuanto al artículo 71 bis inciso c) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y sus reformas. En lo demás, se rechaza por el fondo. La Magistrada Calzada pone nota. El Magistrado Castillo salva el voto en cuanto al fondo y declara con lugar la acción en este extremo.


	11-002855-0007-CO

Voto 2012-06871
	23-05-12
	A las dieciséis horas con ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 132 Inc. Ch), 134 Nc. H) y 71 Bis Inc. D) y F) de la Ley 7331. Se rechaza de plano la acción.-


	12-004594-0007-CO

Voto 2012-06872
	23-05-12
	A las dieciséis horas con nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. contra Artículo 131 Inciso b) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres. Se rechaza de plano la acción.


	12-005509-0007-CO

Voto 2012-06873
	23-05-12
	A las dieciséis horas con diez minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 133 Ll) de la Ley de Tránsito por Vías Terrestres. Se rechaza de plano la acción.-


	12-005684-0007-CO

Voto 2012-06874
	23-05-12
	A las dieciséis horas con once minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 131 Inciso L), y último Párrafo del Artículo 153, Ambos de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terretres, Número 7331 del 13 de Abril de 1993 y sus Reformas. Se rechaza de plano la acción.- 


	12-005857-0007-CO

Voto 2012-06875
	23-05-12
	A las dieciséis horas con doce minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 133 inc II) en relación con el 126 y el 139 inciso f) de la Ley de Tránsito N°7331. Se rechaza de plano la acción.


	12-004281-0007-CO

Voto 2012-06876
	23-05-12
	A las dieciséis horas con trece minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Se impugna el artículo 131 inciso b) en relación con el 79 inciso c) y el 116 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres. consecuencia se anula el artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en cuanto establece una sanción para quien irrespete las señales de tránsito que indiquen carril exclusivo para buses. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los Magistrados Mora y Armijo salvan el voto y declaran sin lugar la acción. El Magistrado Rueda pone nota.

	11-010973-0007-CO

Voto 2012-06877
	23-05-12
	A las dieciséis horas con catorce minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 133 Inciso H), Artículo 71 Bis Inciso E) Ambos de la Ley de Tránsito. Se declara parcialmente CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula el artículo 133 inciso h) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en relación con lo dispuesto en el artículo 96 inciso b) de la misma Ley. Se rechaza por el fondo la acción en cuanto al artículo 71 bis inciso e) de la misma Ley. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Rueda Leal pone nota


	11-013745-0007-CO

Voto 2012-06878
	23-05-12
	A las dieciséis horas con quince minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 133 Inciso H) de Ley de Tránsito por Vías Públicas y Terrestres número 7331. Estése el accionante a lo resuelto en sentencia número 2012-3940 de las dieciséis horas veinte minutos del veintiuno de marzo del dos mil doce.


	12-003989-0007-CO

Voto 2012-06879
	23-05-12
	A las dieciséis horas con dieciséis minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículos 131 Inciso CH), 90 Inciso A) de la Ley Tránsito por Vías Públicas y Terrestres No 7331 de 1993 y Sus Reformas. Estése el accionante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 2012-05250 de las catorce horas treinta y un minutos del veinticinco de abril del dos mil doce. 


	10-014989-0007-CO

Voto 2012-07166
	30-05-12
	A las diez horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Inciso G del artículo 37 Ley de Cobro Judicial. Se rechaza por el fondo la acción, con respecto al artículo 37 inciso g) de la Ley de Cobro Judicial. Con relación a la impugnación de la jurisprudencia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, se rechaza de plano.-


	12-004072-0007-CO

Voto 2012-07169
	30-05-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Interpretación Judicial de los Artículos 175 y 176 del Código de Comercio. Se rechaza de plano la acción.-


	12-006782-0007-CO

Voto 2012-07203
	30-05-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Voto Nº 136 del Tribunal de Trabajo Sección Primera, del Segundo Circuito Judicial de San José. Se rechaza de plano la acción.-


	10-011964-0007-CO

Voto 2012-07212
	30-05-12
	A las dieciséis horas. Acción de Inconstitucionalidad contra de los Artículos 25 párrafo 3 inciso c) y 54 párrafo 5 del Reglamento de Procedimientos Administrativos de la Contraloría General de la República. Artículo 18 de la Ley 8422. Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública. Se declaran sin lugar las acciones acumuladas. La Magistrada Calzada y el Magistrado Jinesta salvan el voto y declaran parcialmente con lugar la acción, únicamente en lo que atañe al artículo 25, párrafo 3°, inciso c), del Reglamento de Procedimientos Administrativos de la Contraloría General de la República.- El Magistrado Castillo pone nota.-


	10-002195-0007-CO

Voto 2012-07214
	30-05-12
	A las dieciséis horas con dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Resolución Administrativa del Catastro Nacional de las 15:31 horas del 31 de octubre de 1994. Se declara sin lugar el recurso.-



	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	12-003483-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra los incisos d) y h) del artículo 20 de la Ley 7210, en cuanto exoneran a las empresas acogidas al régimen de zona franca del pago del impuesto territorial, impuesto de traspaso de bienes inmuebles, de todo tributo y patente municipales; y contra los artículos 7 inciso a), 8 inciso a) e i), 10, 12, 14, 16, 24 inciso g) y 53 párrafo tercero de la Ley para la Gestión Integral de Residuos, por estimarlos contrarios a los artículos 121 inciso 13, 169, 170, 175 y 190 de la Constitución Política.

Resolución de las 11:38 horas del 29 de marzo del 2012

Boletín judicial 087, 088, 089 del 07, 08 y 09 de mayo del 2012.
	EMPRESAS DE RÉGIMEN DE ZONAS FRANCAS NO PAGAN IMPUESTOS MUNICIPALES Y SE DA AL MINISTERIO DE SALUD POTESTADES DE DIRECCIÓN EN MATERIA DE MANEJO DE RESIDUOS

Las normas se impugnan, en cuanto señala que únicamente la Municipalidad podría exonerar el pago de los impuestos de su cantón. Que en este caso, la normativa cuestionada no fue iniciativa municipal, ni le fueron consultadas. Sostiene que la Asamblea Legislativa está facultada únicamente a autorizar los impuestos municipales, y que la modificación de los mismos es una competencia exclusiva de la Municipalidad, y que ésta debe realizarse mediante un acuerdo del Concejo Municipal, según los artículos 13 y 68 del Código Municipal. Alega que la creación de una exoneración de impuestos municipales por ley es violatorio de la autonomía municipal, de conformidad con los artículos 121, inciso 13) y 170 de la Carta Magna. Aduce que este tipo de exoneraciones afecta directamente la potestad constitucional que ostentan las municipalidades para dictar sus propios presupuestos de conformidad con el artículo 175 de la Constitución. Considera que afectar la estructura tributaria del gobierno municipal mediante exoneraciones, debilita sus posibilidades de atender los intereses y servicios locales. Refiere a jurisprudencia de esta Sala en la que se ha indicado que el legislador no puede dictar normativa que afecte la esencia misma de lo local, lo cual convertiría a la Municipalidad en un simple contenedor vacío del que subsistiría solo la nominación. Asegura el accionante que el impuesto sobre bienes inmuebles es también un tributo municipal, en virtud de lo dispuesto en el artículo primero de la Ley 7509, y en los artículos 70 y 71 del Código Municipal. Señala que la Asamblea Legislativa no puede autorizar unilateralmente una exención de los tributos municipales (cita sentencia número 2311-95). Asimismo, cuestiona los artículos 7 inciso a), 8 inciso a) e i), 10, 12, 14, 16, 24 inciso g) y 53 párrafo tercero de la Ley para la Gestión Integral de Residuos por estimar que se violentan los artículos 169 y 170 de la Constitución, ya que en esas normas se le dan potestades municipales al Ministerio de Salud, sin que se nacionalice el servicio de gestión de residuos. Asegura el accionante que esta Sala ha reiterado que el tema de gestión de residuos es competencia municipal, por lo cual dicho numeral es inconstitucional. Manifiesta que el artículo 8 del cuerpo normativo supra citado impone, en sus incisos a) e i), restricciones a la responsabilidad de las municipalidades en materia de residuos del cantón, al establecer que las políticas del gobierno local en este tema deben ser acordes al plan nacional. Considera que esto derivaría en una imposición de los sistemas de manejo de residuos del Poder Ejecutivo sobre las municipalidades, lo cual no es procedente en tanto la gestión de residuos es una competencia municipal, y no existe una ley que nacionalice esta potestad. Admite que el Ministerio de Salud tiene competencia para cuestionar técnicamente la gestión de recursos que realice una Municipalidad, pero afirma que esto no le autoriza a imponer un sistema de gestión de residuos. Sobre los artículos 10 y 12 impugnados, el accionante sostiene similar razonamiento e indica que irrespetan el principio de autonomía municipal en tanto somete las actuaciones del gobierno local a las disposiciones del Poder Ejecutivo, mediante la imposición de un plan nacional emitido por el Ministerio de Salud. Afirma que el artículo 14 del mismo cuerpo normativo es inconstitucional, en virtud de que deja a competencia del Poder Ejecutivo, mediante la emisión de un Reglamento, los contenidos del programa de manejo integral de residuos, los cuales deberían ser regulados por reglamentación municipal, en virtud de la competencia que tiene la Municipalidad sobre el tema de gestión de residuos. Asevera que el artículo 16 objetado incurre en el mismo vicio de inconstitucionalidad, al despojar a las Municipalidades de la competencia fiscalizadora en el tema de manejo de residuos. En virtud de dicha competencia, entiende el accionante que es inconstitucional el inciso g) del artículo 24 de la Ley 8839, en virtud de que otorga los recursos provenientes de las infracciones causadas por mal manejo de residuos al Ministerio de Salud, cuando estas infracciones deberían estar establecidas por las Municipalidades, y los recursos provenientes de éstas deberían girarse a favor de las mismas. Asimismo, afirma que el artículo 53 impugnado es inconstitucional en tanto establece que los inspectores municipales pueden coadyuvar con el Ministerio de Salud en la supervisión de los generadores públicos y privados. Entiende el accionante que en virtud de la competencia municipal sobre el tema de gestión de residuos, los inspectores municipales deberían poder hacer este tipo de inspecciones de manera independiente. Refiere a las infracciones tipificadas en dicha ley, y asegura que perseguir esas conductas, así como sancionarlas, es competencia exclusiva de la Municipalidad. Cita la sentencia número 1993-3278 de esta Sala, en la cual se reconoce la adhesión libre y voluntaria de las municipalidades a los planes y programas del Estado. 



	12-002258-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra las directrices emitidas por el Instituto Nacional de Criminología No. 6-2006 emitida el 27 de junio de 2006, No. 3-2011 del 6 de abril de 2011 y No. 4-2011 del 27 de abril de 2011.

Resolución de las 10:18 horas del 16 de abril del 2012.

Boletín judicial 103, 104, 105 del 29, 30 y 31 de mayo del 2012.
	BENEFICIOS A PRIVADOS DE LIBERTAD CON CAUSAS PENDIENTES

Las normas se impugnan por cuanto el accionante estima que lesionan el debido proceso, el principio de inocencia, el acceso a una instancia judicial, el principio non bis in ídem, a la igualdad y a lo dispuesto en los artículos 5 inciso 6 de la Convención Americana de Derechos Humanos y 10 inciso 5) del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, según los cuales toda pena privativa de libertad debe tener como finalidad esencial la reforma y la readaptación social de los condenados. Explica que las circulares impugnadas impiden el levantamiento de medidas limitantes de la libertad, sustentándose en la existencia de expedientes o investigaciones en trámite, por lo cual considera quebrantado el principio de presunción de inocencia, así como el debido proceso. Indica que la normativa cuestionada, al autorizar a una instancia administrativa a que se considere la apertura de un proceso o expediente judicial como un elemento negatorio de la presunción de inocencia, desplaza la potestad exclusiva de juzgar de la instancia judicial hacia una instancia administrativa, lo cual, asegura, genera efectos negativos tangibles en el disfrute de los derechos de las personas, y causa que su inocencia sea cuestionada en dos instancias diferentes, violentando el principio Non Bis in Ídem. Afirma que las directrices objeto de esta acción hacen surgir efectos contrarios a la libertad de las personas, en tanto impide la resocialización de los presos, en virtud de la existencia de un expediente judicial en su contra, aún cuando en éste no exista una condenatoria firme. Asegura que la directriz circular 6-2006, que aquí se impugna, dispone la prohibición para que las autoridades técnicas y administrativas penitenciarias remitan los expedientes de un sector de la población privada de libertad para que éstas sean objeto de consideración para un beneficio de reducción de la pena. Explica que la circular número 3-2011 que aquí se impugna actúa en similar sentido que la anteriormente citada, en tanto dispone que, para efectos de cambio de la modalidad de custodia del reo a un programa de atención semi-institucional, sólo se tomarán en cuenta aquellas personas que no cuenten con indicios por esclarecer. Asegura que la circular 4-2011 establece que para que los privados de libertad sean incorporados al "Taller de preparación para el egreso", es requisito que no estén en proceso de investigación por parte del Ministerio Público. En criterio del accionante, esta norma otorga efectos jurídicos dentro de la pena privativa de libertad a circunstancias que son ajenas a la pena que el reo está cumpliendo. Reitera que las circulares 6-2006 y 4-2011 permiten que la persona sea procesada o juzgada dos veces por los mismos hechos, primero con sanción administrativa y luego en vía judicial, lo cual considera violatorio del principio Non Bis Ídem. 


	11-013971-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 72 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República.

Resolución de las 11:08 horas del 18 de abril del 2012.

Boletín judicial 103, 104, 105 del 29, 30 y 31 de mayo del 2012.
	SANCIONES DE INHABILITACIÓN IMPUESTAS EN VÍA ADMINISTRATIVA POR LA CONTRALORÍA

La norma se impugna en cuanto permite establecer una sanción de inhabilitación para ocupar cargos públicos en sede administrativa, lo cual está vedado por la Convención Americana sobre Derechos Humanos, según dispuso la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso López Mendoza contra Venezuela, en sentencia dictada en el mes de setiembre del 2011. Además, porque el concepto de falta grave incluido en la norma no está suficientemente determinado, lo que viola los principios de legalidad y tipicidad contenidos en la Constitución Política y la Convención Americana Sobre Derechos Humanos. 



	12-001252-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 47 del Reglamento del Sistema de Estudios de Posgrado de la Universidad Estatal a Distancia.

Resolución de las 13:45 horas del 19 de abril del 2012.
Boletín judicial 103, 104, 105 del 29, 30 y 31 de mayo del 2012.
	CAUSALES DE SEPARACIÓN DE POSGRADO EN LA UNED

La norma que se impugna dispone lo siguiente: “Si un estudiante en un mismo cuatrimestre obtiene dos (2) cursos o más, una nota inferior a ocho (8,0), quedará automáticamente separado del programa”. Manifiesta que, con base en dicha norma y, mediante el oficio SEP-MDTSS-012-2012, fue separado de la Maestría Profesional en Derecho del Trabajo y Seguridad Social, pues perdió dos materias en un mismo cuatrimestre, impidiéndosele, de esta forma, terminar sus estudios y negándosele el derecho a la educación superior y al debido proceso, así como sometiéndolo a un tratamiento cruel e inhumano. El artículo impugnado, afirma, limita e impide, en forma arbitraria y desproporcionada, que el estudiante a nivel de maestría pueda continuar sus estudios superiores, al condicionar su permanencia a los resultados académicos o a los propios méritos y, además, se arroga la facultad de excluir o expulsar al estudiante que no apruebe dos o más materias sin tomar en cuenta aspectos de carácter familiar, de salud, de aprendizaje u otros y, en general, desconoce y minimiza los derechos de los estudiantes. Añade que al regular, por medio de la norma cuestionada, la exclusión o expulsión automática, se coloca en estado de desigualdad al estudiante, porque no se le permite ninguna otra opción académica en torno al programa de estudio y, de ahí, que se esté propiciando una desigualdad de trato entre las facultades de la universidad y el estudiantado. 



	11-011315-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 18 incisos 12) y 26) penúltimo párrafo, y 31 inciso 5) de la Ley de Migración y Extranjería.

Resolución de las 10:10 horas del 27 de abril del 2012.

Boletín judicial 103, 104, 105 del 29, 30 y 31 de mayo del 2012.
	POLÍTICAS MIGRATORIAS

Las normas se impugnan en tanto no menciona la necesidad de los indicios de infracción para aprehender temporalmente a las personas inmigrantes, lo que violenta específicamente el artículo 37 de la Constitución Política, y el artículo 5 inciso 1 punto a) de la Declaración sobre los Derechos Humanos de los Individuos que no son Nacionales del País en que viven. Manifiestan que la aprehensión debe ser la última medida y debe ser la excepción, no la norma, ya que es solo para garantizar su presencia en el proceso migratorio que las autoridades llevan a cabo, pero en todos los casos deberán buscarse medidas menos gravosas que la prisión. Acusan que el artículo objetado otorga atribuciones muy amplias a la Dirección General, a la hora de ampliar la detención administrativa sin que se tenga que poner a la orden de una autoridad competente a la persona extranjera sin que exista un plazo definido para alargarla, ni se señala puntualmente en qué situaciones puede prolongarse la detención o la aprehensión provisional, como tampoco determina el procedimiento que se seguirá cuando en territorio costarricense no exista un consulado del país de origen de la persona extranjera. Aducen que en las experiencias de aprehensiones de migrantes, lo que impera son prejuicios raciales, actitudes xenofóbicas, por parte de las autoridades, por lo que la norma cuestionada abre la puerta para que cualquier persona sea "importunada" por el color de su piel, por su acento y otras características físicas y/o culturales. Que el artículo en cuestión contempla dos momentos, el primero se refiere a la posibilidad de que la aprehensión cautelar será por un máximo de veinticuatro horas, pero posibilita que se amplié a discreción del Director General de Migración y Extranjería; el segundo contempla la posibilidad de que una vez resuelta la identificación de la persona extranjera, la detención administrativa será por treinta días naturales dentro de los cuales deberá hacerse la deportación; no obstante dicho plazo puede ser ampliado en situaciones especiales y justificadas por parte de la Dirección General, sin que se explique de manera explícita y detallada cuáles son esas situaciones, lo que produce inseguridad jurídica, y cuya causal es supuestamente la irregularidad migratoria, pero ésta no es clara, por lo que se violenta derecho fundamental de la libertad personal de una manera ilimitada al permitir la ampliación de los plazos a criterio de la Dirección General de Migración y Extranjería, sin establecer ningún control, o disposición para que se asegure la razonabilidad y la proporcionalidad. 



	12-003274-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra la JURISPRUDENCIA DE LA SALA TERCERA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA que interpreta el transitorio III de la Ley 8837, “Creación del Recurso de Apelación de la Sentencia, otras Reformas al Régimen de Impugnaciones e Implementación de Nuevas Reglas de Oralidad en el Proceso Penal”.

Resolución de las 9:42 horas del 24 de abril del 2012. 

Boletín judicial 103, 104, 105 del 29, 30 y 31 de mayo del 2012.
	JURISPRUDENCIA DE LA SALA TERCERA SOBRE LA APLICACIÓN DEL TRANSITORIO III DE LA LEY DE APELACIONES

La jurisprudencia se impugna en cuanto impide la readecuación de los recursos de casación en un recurso de apelación, tornando el trámite del transitorio III de la Ley 8837 para la adecuación del recurso, en un proceso formalista y rígido, con mayor complejidad que la misma interposición de un recurso de apelación de sentencia. Señala tres resoluciones de la Sala Tercera en las cuales se evidencia ese criterio, que son las sentencias 104-2012, 140-2012 y 218-2012. Manifiestan que la Ley 8837 de cita, dispuso que para los casos en trámite una vez que entrara en vigencia la ley y se hubiera alegado con anterioridad la vulneración al artículo 8.2 h) se brindaría un plazo para readecuar el recurso de casación en una apelación. La misma ley dispuso en el artículo 462, que la admisibilidad del recurso de apelación estaría a cargo del Tribunal de Apelación de Sentencia. Pese a ello, en los casos en que la Defensa Pública realizó un recurso en contra de la sentencia condenatoria y solicitó expresamente la readecuación del recurso de casación a un recurso de apelación, por considerar que el recurso de casación no satisface los requerimientos del artículo 8.2 h), la Sala Tercera impidió la readecuación del recurso y rechazó la solicitud realizada, resolviendo mantener la impugnación como recurso de casación, pese a que en todos los casos señalados, las partes impugnantes presentaron un recurso de casación por ser la legislación vigente al momento de impugnar la sentencia, solicitaron la aplicación del transitorio III de la Ley 8837 y alegaron la vulneración al 8.2 h) de la Convención Americana de Derechos Humanos, por considerar que el recurso de casación no permitía el examen integral del fallo, ni permitía realizar los reclamos de conformidad con la amplitud que requiere el recurso en los términos señalados por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Aducen que los argumentos brindados por la Sala Tercera para el rechazo de la readecuación, parten de que el impugnante, para tener derecho a la readecuación del recurso, tiene la obligación de demostrar la diferencia que implica que su recurso sea analizado como casación y no como apelación, y concretar en qué consiste el agravio. Refieren que en la jurisprudencia se aplican cambios semánticos a la legislación, y le atribuyen al legislador requisitos para la “conversión” del recurso y no para la simple readecuación como establece la norma, pues no es lo mismo convertir un recurso, es decir, transformarlo en algo distinto a lo que era, que simplemente adecuarlo, esto es, acomodarlo a la nueva legislación. Bajo ese concepto, surge la exigencia para la Sala, ya no solo alegar que el recurso de casación no era el mecanismo más idóneo para obtener la revisión integral del fallo, sino que el término alegar implica para la Sala Tercera la acepción más compleja, y se traduce en la obligación de realizar una argumentación extensa, que permita convencer a los magistrados de las insuficiencias del recurso de casación como mecanismo idóneo para conocer los reclamos que se están planteando. Agregan que alegar y concretar el agravio en los términos que lo hizo la defensa, al señalar que el recurso de casación se interpone por ser el único mecanismo legal vigente, pero que para dar plena vigencia al 8.2 h) de la Convención Americana de Derechos Humanos es esencial la readecuación a un recurso de apelación que permite la revisión integral del fallo, es insuficiente para la Sala Tercera y obliga a mantener el recurso de casación. Dichas exigencias, responden a una visión formalista, excesivamente desfavorable en perjuicio de las partes. La jurisprudencia cuestionada, conlleva un perjuicio adicional para la persona cuyo recurso se conoció como una casación, pues con la reforma actual, al conocerse como recurso de apelación, la persona condenada tiene la facultad de interponer un recurso de casación ante la Sala Tercera, ya sea por la existencia de precedentes contradictorios, o por la violación a una norma de carácter sustantivo o procesal en la resolución del recurso de apelación. Además, con la entrada en vigencia de la Ley 8837 se eliminó la causal de revisión por violación al debido proceso, es decir, quienes obtienen una respuesta de la sede de casación, no sólo se ven privados de una revisión integral del fallo en los términos que posibilita la nueva legislación, que obliga al Tribunal de Apelación a revisar tanto lo alegado por la parte como el juicio que se desarrolló, el expediente, y declarar de oficio los vicios absolutos que se advierten, sino que perdieron la garantía de la revisión por violación al debido proceso contenida en el artículo 408 inc. g) del Código Procesal Penal, que permitía solventar los errores en que se había incurrido en el trámite de un expediente. Situaciones que van en perjuicio del tutelado y en contra de lo dispuesto por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 




	4.  SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




	NO. BOLETÍN


	FECHA
	VOTO

	084
	02 de mayo del 2012
	Sentencia 2012-00266

Expediente 09-06604-0007-CO. A las quince horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Yesmin Magali Arias Herrera en contra del Artículo 10 del Decreto Ejecutivo 33343-s-h-mp-mopt-j. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase "hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad" contenida en el artículo 10 del Decreto Ejecutivo número 33343-S-H-MP-MOPT-J, publicado en el Diario Oficial La Gaceta No. 98 del 17 de mayo del dos mil once. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la frase anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Comuníquese al Ministro de Obras Públicas y Transportes y al Ministro de Hacienda.-



	093
	15 de mayo del 2012
	Sentencia 2012-00352

Expediente 10-012962-0007-CO. A las once horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Asociación Nacional Segunda Oportunidad de Vida, Cinthya Solano Castillo, Acoper, Anasovi, Asoluc, Confederación Unitaria Sindical Magisterial y Comunal, Funcore, Fundación de Personas de Trasplante de Hígado Vida Nueva, Fundación Vida Nueva, Juana Lazo Decreto Ejecutivo número 36068-s del 08 de junio de 2010, Publicado en La Gaceta 126 del 30-06-2010. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula por inconstitucional el Decreto Ejecutivo número 36068-S del ocho de junio de dos mil diez, publicado en La Gaceta número 126 del treinta de junio de dos mil diez Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Lo anterior conlleva que ni la declaratoria de inconstitucionalidad del Decreto Ejecutivo N° 36068-S de conformidad con los términos establecidos en la sentencia número 2010-001668 de las quince horas doce minutos del veintisiete de enero de dos mil diez, ni lo señalado en este pronunciamiento impide que los estudios de bioequivalencia realizados en el extranjero y validados por un organismo internacional o nacional competente para llevar a cabo ese tipo de convalidaciones, se hagan valer a lo interno y sean aportados como parte indispensable del proceso de registro sanitario de medicamentos. Comuníquese esta decisión al Poder Ejecutivo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.



	103
	29 de mayo del 2012
	Sentencia 2012-03948

Expediente 12-000907-0007-CO. A las dieciséis horas con veintiocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el inciso N) del artículo 132 de la Ley de Tránsito N° 7331. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula el artículo 132 inciso n) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, reformado por el inciso p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Rueda Pone Nota.-



	103
	29 de mayo del 2012
	Sentencia 2012-03950

Expediente 12-001129-0007-CO. A las dieciséis horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra los artículos 134 inciso c) en relación con el 32 inciso 1), apartado 1) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, N° 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y sus reformas. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula el artículo 134 inciso c) en relación con el artículo 32 inciso 1) apartado l) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, reformado por el inciso p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en cuanto establece una sanción para el conductor que no porte un extintor de incendios en perfecto estado de funcionamiento. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Rueda pone nota. -



	103
	29 de mayo del 2012
	Sentencia 2012-03947

Expediente 12-000682-0007-CO. A las dieciséis horas con veintisiete minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra los artículos 134.c y 32.1.m de la Ley de Tránsito N° 7331. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula el artículo 134 inciso c) en relación con el artículo 32 inciso 1) apartado m) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, reformado por el inciso p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en cuanto establece una sanción para el conductor que no porte el chaleco retrorreflectivo. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Rueda pone nota.-




	5.      POR TANTOS PUBLICADOS


	NO. BOLETÍN
	FECHA
	VOTO

	084-085-086
	02-03-04 de mayo del 2012
	Sentencia 2012-03581

Expediente 10-014803-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra los artículos 7, 10 y 11 del Reglamento de Reincorporaciones de la Sociedad de Seguros de Vida del Magisterio Nacional, aprobado por la Junta Directiva de dicha entidad en las sesiones número 4050 y 4053 del 8 y 22 de febrero del año 2000. Se rechaza de plano la acción. Notifíquese.-



	084-085-086
	02-03-04 de mayo del 2012
	Sentencia 2012-03641

Expediente 11-005462-0007-CO. A las dieciséis horas con dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- J. Federico Campos Calderón contra el artículo 20 de la Ley sobre Patrimonio Nacional Arqueológico, N°. 6703 del 28 de diciembre de 1981. Se declara sin lugar la acción interpuesta.



	084-085-086
	02-03-04 de mayo del 2012
	Sentencia 2012-03267

Expediente 11-06088-0007-CO. A las dieciséis horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 63 del Reglamento Autónomo de Servicio del Ministerio de Hacienda. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula por inconstitucional el artículo 63 del Reglamento Autónomo de Servicio del Ministerio de Hacienda, Decreto Ejecutivo No. 25271 de 14 de junio de 1996. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Sin embargo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de la sentencia, en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada no afecta la relación laboral pública vigente antes de la publicación del primer edicto de la acción de inconstitucionalidad, No. 162 del 24 de agosto de 2011 y, en consecuencia, rige a futuro para los servidores públicos que a esa fecha no tiene derecho al beneficio que se concede en la norma anulada, a partir del día siguiente a la mencionada publicación. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.- 

Este voto se corrige mediante sentencia número 3521-11 de las 11:00 del 09-03-2012 que señala textualmente la parte dispositiva: “Se corrige el error material consignado en la parte dispositiva de la sentencia No. 2012-003267 de las dieciséis horas y un minuto del siete de marzo de dos mil doce. Léase correctamente en el Por Tanto de esa sentencia "Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula por inconstitucional el artículo 63 del Reglamento Autónomo de Servicio del Ministerio de Hacienda, Decreto Ejecutivo No. 25271 de 14 de junio de 1996. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese". 



	084-085-086
	02-03-04 de mayo del 2012
	Sentencia 2012-03521

Expediente 11-06088-0007-CO. A las once horas. Acción de Inconstitucionalidad. Rocío Aguilar Montoya en su condición de Contralora General de la República en contra del Ártículo 63 Reglamento Autónomo de Servicio del Ministerio de Hacienda, Decreto Ejecutivo No. 25271 de 14 de junio de 1996. Se corrige el error material consignado en la parte dispositiva de la sentencia No. 2012-003267 de las dieciséis horas y un minuto del siete de marzo de dos mil doce.  Léase correctamente en el Por Tanto de esa sentencia "Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula por inconstitucional el artículo 63 del Reglamento Autónomo de Servicio del Ministerio de Hacienda, Decreto Ejecutivo No. 25271 de 14 de junio de 1996. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese".-



	084-085-086
	02-03-04 de mayo del 2012
	Sentencia 2012-03201

Expediente 10-15123-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 14 Plan Regulador Cantón de Vásquez de Coronado. Se rechaza de plano la acción.-



	084-085-086
	02-03-04 de mayo del 2012

	Sentencia 2012-02510

Expediente 07-14221-0007-CO. A las dieciséis horas con tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 19 incisos a) y b) de la Ley de Simplificación y Eficiencia Tributarias, No. 8114 DE 04-07-01, del artículo número 8 numeral 15) inciso b) sub-incisos b.1) y b.2) del Reglamento de Simplificación y Eficiencia Tributarias, Decreto Ejecutivo No. 29643-H y artículo 1 apartado c), punto 4 de la Resolución Número 52/01 de las 8:00 horas del seis de diciembre de dos mil uno de la Dirección General de Tributación. Se declara sin lugar el recurso.-




	VOTOS RELEVANTES MES DE MAYO
SALA CONSTITUCIONAL


	ACCIONES Y CONSULTAS
	AMBIENTE

	BANCARIO
	DERECHO A LA EDUCACIÓN

	DERECHO A LA INFORMACIÓN
	DERECHO A LA SALUD

	DERECHO DE PENSIÓN
	DERECHO DE PROPIEDAD
	DERECHO DE TRABAJO
	DERECHO PENAL
	DERECHO TRIBUTARIO
	DERECHOS  DE LOS EXTRANJEROS


	ELECTORAL Y PARTIDOS POLÍTICOS
	INTIMIDAD
	LIBERTAD DE ASOCIACIÓN

	MINORÍAS
	MUNICIPALIDAD
	PENSIONES ALIMENTARIAS

	PODER EJECUTIVO

	PODER JUDICIAL
	PRIVADOS DE LIBERTAD
	SERVICIOS PÚBLICOS
	
	


ACCIONES Y CONSULTAS

AMBIENTE. 5593-12. AUDIENCIAS ANTE EL TRIBUNAL AMBIENTAL ADMINISTRATIVO SON PRIVADAS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 24 del Reglamento de Procedimientos del Tribunal Ambiental Administrativo. Decreto Ejecutivo No. 31136-M-MINAET. La norma se impugna en cuanto impide la participación de cualquier persona interesada en la defensa del ambiente, en las audiencias que se llevan a cabo ante el tribunal ambiental administrativo, pese a que  el artículo 50 de la constitución política establece la legitimación que posee toda persona para denunciar los actos que violenten dicho derecho y reclamar la reparación del daño causado. Una de las instancias que prevé el ordenamiento jurídico costarricense es el tribunal ambiental administrativo, en el que se tramitan asuntos de relevancia para toda la sociedad, pues el derecho al ambiente sano y ecológicamente equilibrado es un derecho de naturaleza social. Se declara CON lugar la acción, en consecuencia, se elimina la palabra "privada" del artículo 24 del Reglamento de Procedimiento del Tribunal Ambiental Administrativo, debiendo interpretarse que la audiencia allí mencionada es pública, salvo resolución razonada que establezca lo contrario. Esta sentencia tiene efectos declarativos, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Sin embargo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada surte efectos generales a partir de la fecha de esta resolución. Comuníquese este pronunciamiento al Poder Ejecutivo y al Tribunal Ambiental Administrativo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. CL
AMBIENTE. 6820-12. REGLAMENTO DE QUEMAS AGRÍCOLAS. 
Acción de inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo No.  35368 MAG-S-MINAET. Publicado en La Gaceta No. 147 del 30-07-2009. Reglamento para Quemas Agrícolas Controladas. El decreto ejecutivo impugna regula el trámite del otorgamiento de los permisos de quemas agrícolas controladas, el alcance de los mismos, así como establecer las medidas de prevención que deberán acatarse al ejecutar esta práctica. A juicio del recurrente, la normativa no está diseñada con base en un estudio real de los daños que produce esta actividad. Sobre el tema se cita el voto 5285-12. Se cita el artículo 140 inciso 3) de la Constitución Política, sobre la potestad reglamentaria. Estése el accionante a lo resuelto por este Tribunal en sentencia No. 2012-5285 de las quince horas tres minutos del veinticinco de abril de dos mil doce. Estése. 
ASAMBLEA LEGISLATIVA. 5595-12. INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN TRIBUTARIA CON AUSTRIA. Consulta Legislativa referente a la aprobación del Acuerdo entre el Gobierno de Costa Rica y el Gobierno de Austria sobre el intercambio en materia tributaria. Expediente Legislativo No. 18.288. No ha lugar a evacuar la consulta. Archívese el expediente.  

ASAMBLEA LEGISLATIVA. 5596-12. INTEGRACIÓN DE SUBCOMISIÓN LEGISLATIVA. Acción de inconstitucionalidad contra el acto legislativo de integración de la sub-comisión que analizará y rendirá criterio sobre el Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el Ejercicio Económico del 2012. Aprobado por la Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos Hacendarios, en sesión extraordinaria número 32 del 05 de setiembre del 2011. Los recurrentes estiman que el acto impugnado es contrario a los principios democráticos de proporcionalidad, razonabilidad, igualdad, respeto a las mayorías, legalidad y supremacía constitucional.  Los accionantes afirman que el número de diputados por fracción legislativa establecidos en la conformación de la Subcomisión referida, no es equivalente al porcentaje de escaños obtenidos en la Asamblea Legislativa. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional el punto C.1 de la sesión extraordinaria No. 32 del 5 de septiembre de 2011 de la Comisión Permanente de Asuntos Hacendarios, por la manera en que integró la Subcomisión destinada para estudiar y dictaminar el Proyecto de Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el ejercicio económico de 2012, expediente legislativo No. 18.234. Sin embargo, de conformidad con el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de esta sentencia para que las consecuencias de esta declaratoria de inconstitucionalidad no afecten la validez de los acuerdos tomados por las comisiones parlamentarias mencionadas. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Armijo salva el voto y declara sin lugar la acción. CL
ASAMBLEA LEGISLATIVA. 5915-12. CENTRO DE EXCELENCIA TECNOLÓGICA DE LA INFORMACIÓN (CETI). Consulta Legislativa referente a la aprobación del Memorando de Entendimiento  entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de la República de India para el establecimiento de un Centro de Excelencia Tecnológica de la Información (CETI) en Costa Rica. Expediente Legislativo 17.586. No ha lugar a evacuar la consulta. Archívese este expediente. Notifíquese al Presidente de la Asamblea Legislativa.

ASOCIACIÓN. 5522-12. NOMBRAMIENTOS DE DIRECTIVOS EN CAPREDE. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 9 de la Ley Constitutiva de la Caja de Préstamos y Descuentos de los Empleados del Poder Judicial. Ley No. 2028 del 16 de junio de 1956, reformada por Ley 6063 del 09 de julio de 1977. La norma se impugna en cuanto establece que el puesto de director propietario será ocupado por un período máximo de 5 años sin posibilidad de ser reelecto, lo cual -a su juicio- representa una desvalorización al crecimiento y trayectoria política, además de la interrupción de importantes ideas y proyectos. Agrega que esta Sala por medio de la sentencia número 1999-l3l3 de las dieciséis horas con cuarenta y ocho minutos del veintitrés de febrero de mil novecientos noventa y nueve, desplaza a la Junta Directiva de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales como ente legitimado para realizar el nombramiento de los Miembros Directores de CAPREDE, lo cual era una práctica seguida desde la fundación de la empresa y que a su juicio era un "absurdo jurídico" y una evidente lesión al derecho de la voluntad de los verdaderos afiliados y una trasgresión al artículo 25 Constitucional de libre asociación, marcando desde ese momento una división entre ambas Organizaciones con respecto a la facultad de nombrar de manera independiente los puestos de sus Directores ante la Junta Directiva. En dicho pronunciamiento se hizo una remisión al artículo 15 de la Ley de CAPREDE, el cual indica "en lo que resultare omiso" se aplica la Ley de Asociaciones Cooperativas, esto como modelo de creación de un Órgano Máximo de Representatividad de los afiliados, dando paso de esta forma a la implementación de la Asamblea General de delegados, desde el mes de junio de mil novecientos noventa y nueve y hasta la fecha. Así, en Asamblea Ordinaria XI del 27 de noviembre del 2010 se autorizó a la Junta Directiva para que presente la acción de inconstitucionalidad y a la presidencia de CAPREDE para que la firmara. Argumenta que es necesario que se dote y legitime a la Asamblea General como órgano de máxima representación, con la total autonomía y potestad en la toma de decisiones concernientes a la forma de nombramiento y duración de los plazos. Agrega que esa posibilidad sí la tiene ANEJUD y por ello se consideran en condición de desigualdad. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza pro el fondo la acción. RF
BANCARIO. 09-009009 / 5973-12. SANCIONES A BANCOS POR PARTE DE LA SUGEF. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 81 de la Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso No Autorizado, actividades Conexas, legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo. No. 7786 del 30 de abril de 1998, reformada por la Ley número 8204 del 26-04-2000. La norma se impugna en cuanto, a juicio del accionante, no establece una adecuada proporcionalidad entre la acción y la sanción, dado que se aplica la misma sanción del inciso a), si se incumple únicamente el numeral 1 o si además se incumplen los numerales 1, 2, 3, 4 y 5. Además, cuando se analiza la redacción de cada uno de los numerales que contiene el inciso a) del artículo 81, se evidencia que no existen parámetros para establecer o aplicar de manera gradual la sanción. Sostiene que la norma impugnada impone sanciones económicas sumamente fuertes y no es dable que la SUGEF trate de imponer estas sanciones utilizando para ello una norma sancionatoria que evidentemente es violatoria del artículo 39 de la constitución política, por ser contraria a los principios de razonabilidad y proporcionalidad; trasgresión que compromete el debido proceso y como tal, la definición justa de la falta.  Asimismo, argumenta que la aplicación del artículo 81 implica una evidente desigualdad al establecer la sanción a partir del patrimonio, lo cual hace que no se sancione de igual manera el mismo hecho que pueden cometer los diferentes bancos, lo que provoca una aplicación desigual de la ley en franca violación al principio constitucional de igualdad. Se trata de iguales y de condiciones idénticas, sin embargo, la sanción es diferente, pues no parte de una base objetiva y razonable. Tampoco es proporcionada, si se toma en cuenta la relación que debe existir entre el patrimonio y el indicador financiero de suficiencia patrimonial, cuyo parámetro de cumplimiento requiere de un indicador mínimo, el cual se afectaría seriamente en caso de que la entidad deba desembolsar el monto de la sanción que el legislador estableció. La norma es además confiscatoria porque establece una sanción que absorbe una parte importante del patrimonio, lo cual, vulnera lo dispuesto en los artículos 45 y 40 de la constitución política. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara inadmisible la acción con relación a los subincisos 1, 2 y 5   del inciso a) y al inciso b), subinciso 1, del artículo 81 de la Ley número 7786 del treinta de abril de mil novecientos noventa y ocho, reformado por la Ley número 8204 del veintiséis de abril del dos mil uno; inadmisible la acción con relación al texto actualmente vigente del artículo 81, reformado por Ley 8719 de cuatro de marzo de dos mil nueve. Se declara sin lugar la acción en cuanto a los demás extremos. SL y RP
CIVIL. 5993-12. EJECUCIÓN PRENDARIA E HIPOTECARIA. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 8, 9 y 10 de la Ley de Cobro Judicial. No. 8624 del 01 de noviembre del 2007. Las normas regulan el proceso de ejecución prendaria e hipotecaria. El recurrente considera que es inconstitucional porque las partes no están en igualdad de condiciones procesales, pues no se permite al demandada plantear la oposición. En este caso consta, que la audiencia contempla todas las garantías procesales  de manera que ambas partes pueden exponer sus argumentos y presentar prueba. Claro está, deberá tratarse de una oposición fundada.   De tal manera, se resguardan los derechos del deudor, pues  la no aprobación impide que el bien inmueble salga definitivamente del patrimonio del deudor, lo que significa que tampoco ingresa formalmente en el del  acreedor. Sobre el tema, se cita el voto 3947-10. Se rechaza por el fondo en relación con el artículo 10 de la Ley de Cobro Judicial. En lo demás se rechaza de plano. RP y RF
CIVIL. 7166-12. CASACIÓN EN PROCESOS EJECUTIVOS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 37 inciso g) de la Ley de Cobro Judicial y Jurisprudencia de la Sala Primera respecto a la no aceptación del recurso de casación en los procesos ejecutivos, en los que se declaró la prescripción y que iniciaron antes de la vigencia de esa ley. (sentencias 47-A-SI-2009, 487-A-S-2008, 153-A-SI-2010, 329-A-SI-2010, 630-A-SI-2010, 331-A-SI-2010). Se acusa que la norma impugnada derogó la frase: “Salvado el caso de la prescripción”, que se contenía en el artículo 165 del Código Procesal Civil, la cual considera inconstitucional. Considera el acciónate que como consecuencia de esa reforma el artículo 165 del CPC actual también es inconstitucional. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción, con respecto al artículo 37 inciso g) de la Ley de Cobro Judicial. Con relación a la impugnación de la jurisprudencia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, se rechaza de plano. RF y RP
COMERCIO. 5923-12. LEY DE SOCIEDADES PÚBLICAS DE ECONOMÍA MIXTA. Acción de inconstitucionalidad contra la Ley Reguladora de la Actividad de las Sociedades Públicas de Economía Mixta. No. 8828 del 29 de abril del 2010. Se acusa que la ley impugnada no cumplió a cabalidad con procedimiento legislativo. En este caso, se rechaza de plano la acción por falta de requisitos formales. Se rechaza de plano la acción. RP
COMERCIO. 5949-12. VENTA DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS. SE ACUSA CONTRADICCIÓN ENTRE NORMAS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 2 inciso 6) de la Ley de Regulación de Horarios de Funcionamiento de Expendios de Bebidas Alcohólicas. No. 7633. La norma señala que no se le aplicará restricción de horario de venta de bebidas alcohólicas a las casas importadoras, fabricantes, distribuidores y almacenes que vendan al por mayor y al detalle, bebidas alcohólicas cerradas herméticamente para ser consumidas fuera del establecimiento, lo que infringe el artículo 4 de la Ley de Licores que no permite la venta. En este caso, se cuestiona la contradicción entre dos normas de rango legal, lo cual, no es competencia de la jurisdicción constitucional, por lo que la acción resulta inadmisible por falta de legitimación y en razón del objeto de impugnación. Se rechaza de plano la acción. RP
COMERCIO. 6359-12. METODOLOGÍA PARA ANÁLISIS DE MUESTRAS DE PRODUCTOS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 5.1.5.4 del Decreto Ejecutivo 32149-MEIC-S-MAG NCR 384 Frijol en Grano. La norma señala el método aplicable en el análisis de las muestras de producto, que a juicio del accionante no son el más idóneo a nivel técnico. En este caso, aunque el accionante invoca la infracción de los principios constitucionales de razonabilidad y proporcionalidad,  resulta evidente que las objeciones planteadas no tienen relevancia constitucional, pues más bien se refieren a que el método cuestionado  lesiona las reglas unívocas de la lógica, técnica y la ciencia, establecidas en normas de rango infraconstitucional. Por lo anterior, es criterio de este Tribunal, que lo procedente es rechazar de plano la acción por inadmisible. Se rechaza de plano la acción. RP
COMERCIO. 7169-12. IMPUGNACIÓN DE ACUERDOS DE ASAMBLEAS DE ACCIONISTAS. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 175 y 176 del Código de Comercio. Las normas señalan que las resoluciones legalmente adoptadas por las asambleas de accionistas serán obligatorias aun para los ausentes o disidentes, salvo los derechos de oposición que señala este Código y regulan lo relativo a la nulidad de acuerdos de las asambleas. Se acusa que el un juez contencioso interpretó que cuando se trate de empresas públicas, bajo molde de sociedades mercantiles (CNFL), su socio mayoritario (ICE), puede tomar acuerdos válidos con el voto mayoritario, incluso, ante la donación de un inmueble que es parte del patrimonio social y con el cual no estaban de acuerdo los socios minoritarios. Se analiza lo que se entiende por jurisprudencia, según la sentencia 7622-01 y se estima que la acción resulta inadmisible en razón del objeto de impugnación. Se rechaza de plano la acción. RP
CONTRATOS. 6408-12. APLICACIÓN RETROACTIVA DE LA LEY DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA. Acción de inconstitucionalidad contra el transitorio único de la Ley número No. 8701 del 13 de enero del 2009. La norma se impugna en cuanto, alegan los accionantes, lesiona el principio de irretroactividad de la ley, pues faculta a la administración a aplicar las disposiciones de la reforma parcial de la ley de la contratación administrativa n.7494, efectuada por ley 8701, a todos los procedimientos sancionatorios en trámite, incluso aquellos que surgieron cuando no estaba vigente la normativa. Además, la disposición lesiona el principio de reserva de ley, que no sólo implica el precepto de que la regulación de los derechos fundamentales deba ser por ley formal, sino que ésta debe cumplir su objetivo de proporcionar seguridad jurídica, impidiendo al legislador establecer una regla de habilitación para que pueda intervenir en todo ámbito en forma abierta. La apertura del legislador en la norma cuestionada, que permite que se retrotraigan sus efectos a hechos acaecidos cuando la norma no había surgido a la vida jurídica, es inconstitucional por infracción de los referidos principios constitucionales. El transitorio único impugnado permitió a la administración aplicar a su representada el artículo 100 bis; y, aunque la sanción de inhabilitación se impuso cuando ya estaba vigente la reforma, los hechos ocurrieron antes de ésta, por lo que no es válido constitucionalmente aplicar en forma retroactiva aquella normativa, en perjuicio de una situación provechosa que esperaba su representada: que se aplicara únicamente el artículo 100 inciso d) de la ley n.7494 de 2 de mayo de 1995, que no contiene ninguna disposición sobre si dicho alcance es para la administración activa que sanciona o bien para toda la administración. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano la acción. RP
EDUCACIÓN. 6836-12. LÍMITES DE EDAD PARA PARTICIPACIÓN EN JUEGOS ESTUDIANTILES. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 8, 62.1, 64.1, 65.1, 66.1, 67.1, 69.1, 71.1 74.1, 76.1, 78.1, 80.1 y 82.1 del Reglamento de Juegos Deportivos Estudiantiles 2012. Las normas impugnadas establecen los requisitos para la participación en los juegos estudiantiles y a juicio de la accionante, los límites de edad lesionan el principio de igualdad y afectan gravemente a la comunidad estudiantil. La acción se rechaza por falta de asunto base. Se rechaza de plano la acción. RP
EXTRANJEROS. 6356-12. POLÍTICAS MIGRATORIAS. ADICIÓN Y ACLARACIÓN. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 18 incisos 12) y 26) penúltimo párrafo, y 31 inciso 5) de la Ley de Migración y Extranjería. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 18 incisos 12) y 26) penúltimo párrafo, y 31 inciso 5) de la Ley de Migración y Extranjería. Los accionantes solicitan que se  aclare la sentencia número 2012-5251 de las quince horas del veinticinco de abril de dos mil doce. Manifiestan que esta Sala no entró a conocer la constitucionalidad del artículo 209 de la Ley en cuestión, por lo que no se determinó si dicha norma era considerada o no como violatoria de los derechos fundamentales de las personas migrantes. En ese caso, en primer término cabe indicar, que la presente solicitud no fue presentada  dentro del plazo de tres días que establece el artículo 12 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Por otra parte, es importante mencionar que en el escrito de interposición de la presente acción, -en relación con el artículo 209 en cuestión-, no se hizo fundamentación alguna del mismo, ni se indicaron los motivos por los cuales se considera que dicha norma sea inconstitucional, razón por la que, no debe este Tribunal pronunciarse sobre argumentos no esbozados oportunamente. No ha lugar a la gestión formulada
MINORÍAS. 5590-12. SE IMPIDE ASEGURAR EN LA CCSS PAREJA DEL MISMO SEXO. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 10 del Reglamento de Salud de la Caja Costarricense del Seguro Social y la Resolución número 003-229-10 del 09-03-2010 de la Caja Costarricense del Seguro Social. El artículo se impugna en cuanto define la noción de "compañero" como "Persona, hombre o mujer, que convive en unión libre, en forma estable y bajo un mismo techo con otra de distinto sexo". En atención a ello, estima que con esa definición se establece la imposibilidad de que las personas del mismo sexo que convivan en unión libre, en forma estable y bajo un mismo techo, puedan ser aseguradas por su pareja. Aduce que esta disposición es contraria a los principios de no discriminación  y reserva de ley - jerarquía de las normas -, así como de los derechos a la salud y a la protección de la familia, toda vez que sólo se reconoce el beneficio del aseguramiento, cuando se trata de parejas conformadas por personas de distinto sexo, por lo que el fundamento de esa restricción tiene origen en la orientación sexual de los interesados. Agrega a lo mencionado que, la limitación para acceder a un subsidio como el dicho, se realizó por vía reglamentaria, ello, contra lo dispuesto en la Constitución Política. Arguye que la seguridad social es un derecho ligado a las necesidades más urgentes de los seres humanos, y fue la primera prerrogativa que se reconoció a las mujeres que convivían en unión libre, tiempo en el que esta situación se estimaba inmoral y contraria al orden público. Con base en las resoluciones dadas en la sentencia. Se declara sin lugar la acción. Los Magistrados Armijo Sancho, Jinesta Lobo y Cruz Castro salvan el voto y declaran con lugar la acción con sus consecuencias. El Magistrado Castillo Víquez da razones adicionales y el Magistrado Cruz Castro pone nota. SL
MINORÍAS. 5965-12. UNIÓN DE HECHO ENTRE PERSONAS DEL MISMO SEXO. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 242 del Código de Familia. Ley número 7532 del 08 de agosto de 1995. Publicada en la Gaceta número 162 del 28-08-1995. Se acusa que la ley hace una diferencia entre la unión de hecho entre personas heterosexuales y personas homosexuales, cuando debería eliminarse de la norma la frase que reconoce la unión de hecho “entre hombre y mujer”. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción.  Los Magistrados Jinesta y Cruz salvan el voto y ordenan darle curso. Adicionalmente el Magistrado Jinesta declara con lugar la acción en todos sus extremos. SL
MINORÍAS. 6413-12. CONSULTA A LOS PUEBLOS INDÍGENAS SOBRE EL SISTEMA DE EDUCACIÓN BILINGÜE EN LAS RESERVAS. Acción de inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo No. 22072-MEP del 25 de abril del 1993. El decreto regula lo relativo a la creación del subsistema de educación indígena el que tiene como objetivo general desarrollar progresivamente la educación bilingüe y bicultural en las reservas indígenas oficialmente reconocidas y se impugna por cuanto dicha disposición no fue consultada a los pueblos indígenas de costa rica. Estiman que la consulta debió realizarse, en principio, a través de la asociación integral correspondiente, ya que estas entidades son las encargadas de representar judicial y extrajudicial a las comunidades indígenas. Por otra parte, el decreto es aplicado por el ministerio recurrido dieciséis años después de su promulgación, pese a que nunca se les informó - a los pueblos indígenas- sobre el contenido del mismo, sus implicaciones beneficios, perjuicios, alcances, dimensiones, lo que está causando un grave daño a la población indígena en materia educativa, cultural de convivencia, laboral, organizacional, entre otros. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción. SL
MUNICIPAL. 6415-12. ADICIÓN Y ACLARACIÓN. ACUERDO MUNICIPAL QUE RESTRINGE PERMISOS DE CONSTRUCCIÓN EN BELÉN. Acción de inconstitucionalidad contra el acuerdo del Concejo Municipal de Belén, tomado en el Artículo 5 de la sesión ordinaria No. 16-2007. Publicado en La Gaceta No. 59 del 23 de marzo del 2007. El acuerdo suspende el otorgamiento de disponibilidad de agua y permisos de construcción, a los proyectos de desarrollo habitacional, comercial e industrial, en condominios u urbanizaciones, por el tiempo necesario para actualizar y poner en ejecución el nuevo plan regulador para el cantón de Belén. Se planteó una solicitud de adición y aclaración y con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se dispuso que no ha lugar a la gestión planteada. 

MUNICIPAL. 12-4364 / 6922-12. CANCELACIÓN DE CREDENCIALES. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 220 inc f) y 223 y 253 del Código Electoral. Ley Nº 8765 y el artículo 127 del Código Municipal. Las normas dan la potestad al Tribunal Supremo de Elecciones de cancelar credenciales a un Alcalde, sin que existan en el ordenamiento jurídico causales expresas que motiven esa sanción y considera que si el alcalde fue elegido popularmente, sólo el pueblo puede removerlo. En este caso, la acción se rechaza de plano, por cuanto proceso cautelar previo que no resulta en esta etapa un  medio  razonable para sustentar el cuestionamiento de las normas impugnadas. RP
PENAL. 3641-12, 5519-12, 5520-12. PENA DE PRISIÓN POR NO REPORTAR BIENES ARQUEOLÓGICOS. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 20 de la Ley sobre Patrimonio Nacional Arqueológico, N°. 6703 del 28 de diciembre de 1981. La norma se impugna por cuanto el accionante señala que existe una contraposición entre el principio de libertad jurídica que rige a los particulares, con la sujeción del Estado al principio de legalidad, que solo permite al Estado actuar de conformidad como se lo permite el ordenamiento.  Argumenta que el artículo 28 de la Constitución Política preserva tres valores fundamentales del Estado de Derecho costarricense: el principio de libertad que implica el derecho de los particulares a hacer todo aquello lo que la ley no les prohíba y la prohibición de inquietarles o perseguirles por la manifestación de sus opiniones o por actos que no infrinjan la ley; el principio de reserva de ley y el sistema de libertad, en consecuencia del cual, alega, el legislador solo puede incursionar en la regulación de las acciones privadas que puedan dañar la moral, el orden público o los derechos de terceros. Invoca, además, el principio de razonabilidad, según el cual el Estado puede limitar o restringir el ejercicio del derecho, pero debe hacerlo en forma tal que la norma jurídica se adecue en todos sus elementos, con el motivo y el fin que persigue, con el sentido objetivo que se contempla en la Constitución. Concluye a ese efecto que la obligación de registrar las piezas arqueológicas en el Museo Nacional tiene como finalidad posibilitar y facilitar el control de la Administración sobre el patrimonio arqueológico nacional, por lo cual se trata de una típica obligación administrativa de ordenación. Sostiene que la norma impugnada, al tipificar como delito la conducta omisiva del incumplimiento de registrar en el Museo Nacional, dentro del plazo fijado por ley, las piezas arqueológicas descubiertas, viola el artículo 28 de la Carta Magna, puesto que tipifica una conducta que no es socialmente dañina, ni viola el orden público o vulnera algún derecho, principio o valor tutelado fundamentalmente. Reitera que, en el caso en cuestión, una falta administrativa fue tipificada como delito cuando no puede castigarse con pena de prisión, sino más bien con pena de multa y, eventualmente, con el decomiso de los bienes no registrados; lo cual, asegura, es violatorio del principio de legalidad en materia penal establecido en el artículo 39 de la Constitución Política.  En otro orden de ideas, asegura que la norma violenta el principio de razonabilidad por cuanto no es proporcional.  Aduce que la pena establecida es totalmente desproporcionada respecto de la conducta sancionada, ya que una simple falta administrativa es castigada con una pena de prisión de hasta cinco años, lo cual deviene en una sanción de entidad marcadamente superior al beneficio que con ella se pretende obtener en favor de la colectividad. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción planteada. SL
PENAL. 6409-12. SANCIONES POR PATROCINIO INFIEL. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 351 del Código Penal, en la parte que señala: “... sea de cualquier otro modo”. La norma se impugna en cuanto tipifica el delito de patrocinio infiel, en detrimento del principio de legalidad. Aduce que en el campo del derecho penal el principio de "nullum crimen, nulla poena sine previa lege" excluye toda interpretación análoga o extensiva de la ley, ya sea sustancial o procesal. Así, explica que el objeto del proceso penal no se centra en castigar al investigado, sino en garantizar a esa persona un juzgamiento justo basado en la presunción de su inocencia. Por ende, para la demostración de la culpabilidad del encartado, se necesita que del elenco probatorio se concluya de manera contundente su responsabilidad, en relación con el ilícito que se investigue. En consecuencia, la referencia a "... sea de cualquier otro modo" que se consigna dentro del tipo penal cuestionado, no tipifica con claridad el ilícito, con lo cual, deja al libre arbitrio del juzgador la valoración de la conducta que pueda encajar dentro de esa descripción, lo que constituye una violación al precepto 39 de la Constitución Política. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción. SL
PENAL. 6363-12. DELITO CONTINUADO Y DELITO DE USURPACIÓN. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 77 y 225 del Código Penal. Las normas regulan lo relativo a la penalidad del delito continuado y la usurpación. Señalan que cuando los delitos en concurso fueren de la misma especie y afecten bienes jurídicos patrimoniales, siempre que el agente persiga una misma finalidad, se aplicará la pena prevista para el más grave, aumentada hasta en otro tanto. Además, impone prisión de seis meses a cuatro años en diferentes supuestos. Considera el recurrente que las normas deberían indicar cuáles delitos son continuados y que en el caso de la usurpación, no debería prescribir y debería ser un delito continuado. En este caso, se desprende del libelo de interposición que lo impugnado es lo resuelto en sede penal, lo cual no procede en esta vía. Se rechaza de plano el recurso. RP
PENAL. 6406-12. SANCIÓN POR FALTA DE ADVERTENCIA EN CAJETILLAS DE CIGARROS. Consulta Judicial referente al artículo 7 de la Ley de Regulación del Fumado. Se consulta sobre la sanción que se impone al vendedor de cigarrillos, en caso de que la cajetilla no tenga la advertencia de que el cigarrillo es nocivo para la salud, pues la infracción se encuentra establecida en otra norma. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se evacua la consulta en el sentido que no es inconstitucional la sanción de suma fija dispuesta en el inciso e) del artículo 7 de la Ley de Regulación del Fumado, No. 7501 del 5 de mayo de 1995.  Evacuada
PENAL. 6843-12. RECHAZO DE PROCESO ABREVIADO POR PARTE DEL MINISTERIO PÚBLICO. Consulta Judicial referente a la  Política del Ministerio Público de cimentar el rechazo del “Procedimiento Especial Abreviado” en razones de “estrategia”, sin fundamento concreto de la negativa. Se analiza el “Principio de Supremacía Constitucional”. La consulta se rechaza porque lo cuestionado no es una disposición de carácter general, sino el criterio externado por una parte dentro del proceso penal, de no negociar una medida alternativa, lo cual trasciende la finalidad de la consulta judicial. No ha lugar ha evacuar la consulta. 
PENSIÓN. 6038-12. REQUISITOS PARA MANTENER PENSIÓN POR INVALIDEZ. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 21 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS y su reforma, realizada en sesión 8174 del 09 de agosto del 2007. La norma regula lo relativo a la pensión por invalidez y la valoración previa y aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez, que deben obtener las personas en esta condición para trabajar. Además, establece las sanciones por trabajar pensionado por invalidez, sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar y finalmente señala el deber del pensionado inválido que trabaje, de cotizar para los Seguros de Enfermedad y Maternidad e Invalidez, Vejez y Muerte. Se cuestiona el hecho de que una persona puede ser pensionada por incapacidad en determinada labor, en el caso concreto, como enfermera y se le suspende la pensión por laborar una hora diaria en cuestiones administrativas. En este caso, la acción resulta inadmisible, porque el asunto que cita como base no se encuentra en fase de agotamiento de la vía administrativa. Se rechaza de plano la acción. RP
PODER EJECUTIVO. 6416-12. LEY DE PRESUPUESTO. GASTO PARA EDUCACIÓN.  Acción de Inconstitucionalidad contra la Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el Ejercicio Económico del 2007. No. 8562. Específicamente en lo que respecta al título 210, Ministerio de Educación Pública. La norma se impugna en cuanto resulta contraria a lo dispuesto en el artículo 78 de la Constitución Política, por cuanto, incumple la obligación establecida relativa a que el gasto público destinado para educación estatal, incluida la superior, debe equivaler al menos a un 6% del producto interno bruto (PIB).  Señala que la diferencia sustancial entre el cálculo efectuado por el Ministerio de Hacienda, reflejado en la Ley impugnada y el realizado por la Contraloría General de la República, consiste en que en el caso de dicho Ministerio se toma en cuenta no sólo el gasto público que presupuesta el Gobierno Central para educación estatal (presupuesto del Ministerio de Educación Pública y transferencias a instituciones de educación superior) sino también el monto total presupuestado por el Instituto Nacional de Aprendizaje. Así, excluyendo el monto del presupuesto del I.N.A., no se llega al 6% del producto interno bruto. Estima la Contralora accionante, que llevar los alcances de lo dispuesto en el artículo 78 de la Constitución Política, al extremo de que dentro de la "educación estatal" que se buscó financiar con un gasto público mínimo del 6% del producto interno bruto, se entienda a su vez comprendida la capacitación y formación profesional de trabajadores que efectúa el I.N.A, resulta sumamente forzado, en vista de que no se trata de una institución de educación superior, ni tampoco forma parte del sistema educativo de enseñanza preescolar, general, básica y diversificada. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar la acción, y, en consecuencia, inconstitucional la omisión del título 210 de la Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el Ejercicio Económico del 2007, Ley 8562, de cubrir el monto mínimo de gasto público en educación estatal, previsto en el artículo 78 de la Constitución Política, en ese momento del 6% del PIB. Por conexidad, se declara inconstitucional la omisión del título 210 de la Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el Ejercicio Económico del 2008, Ley 8627, de prever un monto equivalente o superior al 6% anual del PIB para la educación estatal. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo y Ejecutivo. Reséñese en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los Magistrados Mora, Rueda y Araya dan razones diferentes. CL
PODER EJECUTIVO. 6812-12. CONSEJO REGIONAL DEL ÁREA DE CONSERVACIÓN ARENAL HUETAR NORTE. Acción de inconstitucional contra el artículo 30 del Decreto Ejecutivo número 23433-MINAE del 08 de abril del 2008, artículos 5 y 10 del Decreto Ejecutivo 35974-MINAET. Publicado en La Gaceta No. 111 del 09 de junio del 2010 y la  Resolución número ACAHN-DR-010-2011 emitida por el Director del Área de Conservación Arenal Huetar Norte. Se acusan irregularidades en la elección del Consejo Regional del Área de Conservación Arenal Huetar Norte y las potestades otorgadas por las normas, al Director del Área de Conservación Arenal Huetar Norte. Se rechaza el asunto porque se cuestiona una actuación concreta de la administración, lo que debe ser analizado en vía contenciosa. Se rechaza de plano la acción. Se rechaza de plano la acción. RP
PODER JUDICIAL. 5570-12. RESOLUCIÓN JUDICIAL.  Acción de inconstitucionalidad contra la sentencia 127-P-08 del Tribunal Superior Penal de Puntarenas y la Resolución 1101-10 de la Sala Tercera. Se impugna el fundamento de la sentencia penal. En este caso, señala la Sala que la acción es inadmisible en virtud del objeto de su impugnación, esto es, por dirigirse contra resoluciones de carácter jurisdiccional. Asimismo, también es inadmisible por no cumplir con los requisitos dispuestos por el artículo 79 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Se rechaza de plano la acción. RP
PODER JUDICIAL. 6838-12. DENEGATORIA DEL PRINCIPIO DE LA DOBLE INSTANCIA EN PROCESOS LABORALES DE MENOR CUANTÍA. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 10 de la Ley 3664 de enero de 1996. Ley que Regula el Proceso Laboral en Negocios de Menor Cuantía. Se indica que el artículo 10 de la citada ley, que regula los asuntos laborales de menor cuantía en materia laboral, es inconstitucional al establecer que contra las resoluciones dictadas en los juicios no será admitido recurso alguno, salvo el de apelación en el caso de la sentencia a que se refiere el artículo 6°, violando a juicio de la accionante, el derecho de defensa. Se reitera la jurisprudencia sobre el “Principio de Doble Instancia” y el artículo 39 de la Constitución Política, sobre el debido proceso. Se rechaza por el fondo la acción porque sobre el tema, la Sala ya se ha pronunciado en las sentencias  282-90, 105559-09, entre otras. Se rechaza por el fondo la acción. RF
PODER JUDICIAL. 7203-12. SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE TRABAJO. Acción de inconstitucionalidad contra el voto 136-12 del Tribunal de Trabajo, Sección Primera del Segundo Circuito Judicial de San José.  Se cuestiona el hecho de que se niegue un plus salarial a los funcionarios del Banco Central de Costa Rica, desatendiendo pronunciamientos de la Sala Constitucional, interpretando que el régimen de empleo de la institución es público. La acción se rechaza por dirigirse contra una resolución judicial y por carecer por completo de los requisitos que establece la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Se rechaza de plano la acción. RP
PROPIEDAD. 6830-12. PROCEDIMIENTO DE REVOCATORIA DE OTORGAMIENTO DE PARCELA DEL IDA.  Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 1, 62, 66, 67 y 68 de la Ley No. 2825 -Artículos 40, 41, 50, 51, 54, 55, 59, 71, 83, 85, 93, 99, y 106 del Reglamento para la selección y asignación de solicitantes de tierras del Instituto de Desarrollo Agrario. Publicado en La Gaceta No. 116 del 16-06-2010. Se acusa que las normas impugnadas omiten garantizar los derechos de las mujeres de áreas rurales, pues en el caso concreto se revocó la adjudicación de la parcela que le otorgaron junto a su esposo, por abandono, negligencia e ineptitud para la explotación de la misma. Asegura que son actos que cometió su esposo y no ella, a quien no se le investigó por separado y afirma que el acto impugnado, no toma en cuenta la violencia psicológica y de género que tienen las mujeres del área rural, contemplados en diferentes instrumentos internacionales. La acción se rechaza por incumplir requisitos esenciales que establece la ley y por el objeto de la impugnación. Se rechaza de plano la acción. RP
PROPIEDAD. 7214-12. VISADO DE CONAI PARA PLANOS EN RESERVAS INDÍGENAS. Acción de inconstitucionalidad contra la Resolución Administrativa del Catastro Nacional de las 15:00 horas del 31 de octubre de 1994. La resolución se impugna en cuanto establece la obligatoriedad de solicitar un visado de CONAI para planos  que se ubiquen dentro de los límites de las Reservas Indígenas. En virtud de la resolución impugnada, cualquier persona podría inscribir planos como si fuese propietario o poseedor de sectores del territorio indígena sin que la comunidad propietaria se entere, ello vulnera el derecho de propiedad, pues dos instituciones del Estado (CONAI y el Registro) se atribuyen potestades que solo tiene el propietario, sin darle ninguna participación a este. La medida impugnada pone en manos de una entidad  del gobierno la facultad de decidir si autoriza la inscripción de planos a nombre de personas no indígenas, que con cualquier criterio, pretenden ser dueños o poseedores de los territorios indígenas, sin que para ello intervenga la verdadera propietaria que es la comunidad indígena respectiva, lo que facilita el despojo de las tierras. Además, la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas no es la entidad correspondiente para visar los planos que se ubiquen dentro de los límites de las reservas indígenas, pues quien tiene las facultades de propiedad y administración de los territorios indígenas son los gobiernos locales de esos territorios. Finalmente, se vulnera el principio de legalidad,  porque el Catastro Nacional atribuye facultades al CONAI que la ley no le confiere, a su vez, esta otra institución del Gobierno (CONAI), se atribuye  potestades que no tiene. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción. SL
SALUD. 5922-12. TRASLADO DE RECURSOS DEL INSTITUTO CONTRA EL CÁNCER A LA CCSS. Acción de inconstitucionalidad contra el transitorio III de la Ley 8718, denominada “Autorización para el cambio de nombre de la Junta de Protección Social y establecimiento de la distribución de rentas de las loterías nacionales”. El transitorio III se impugna por estimar que viola el principio constitucional de conexidad en materia de procedimiento legislativo, así como el artículo 190 constitucional. El contenido del transitorio cuestionado se refiere a la desaparición jurídica del instituto costarricense contra el cáncer;  no guarda ninguna relación de conexidad con las normas sustanciales de la ley 8718 a través de la cual se reformó la ley orgánica de la junta de protección social de San José. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción en relación con la presunta violación al principio de conexidad. En lo demás, se rechaza de plano. SL y RP

SERVICIOS PÚBLICOS. 5930-12. REFORMA A LA LEY DE TRANSPORTE PÚBLICO. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 2 y Transitorios I y II de la Ley 8955 del 07 de julio del 2011. Reforma la Ley N° 3284 "Código de Comercio ", del 30 de abril de 1964, y la Ley N° 7969 "Ley Reguladora del Servicio Público de Transporte Remunerado de Personas en Vehículos en la modalidad de Taxi " del 22 de diciembre de 1999.  Publicada en La Gaceta del 07-07-2011. Se acusa que la ley no incluyó el permiso de carácter temporal, no se establece un régimen de tarifas o controles administrativos, se puede dar el servicio a través de una persona jurídica, entre otras violaciones.  En este caso se indica que no toda omisión es objeto de acción, sólo aquellas en donde existe de por medio un mandato expreso de la Constitución, razón por la cual se rechaza de plano, por no constituir medio razonable para amparar el derecho que se considera lesionado, en razón del objeto de impugnación. Se rechaza de plano la acción. RP

SEGURIDAD SOCIAL. 5594-12. AYUDA PARA GASTOS DE FUNERAL QUE OTORGA LA CCSS SOLO CONTEMPLA AL ASEGURADO DIRECTO Y A SU CÓNYUGE O COMPAÑERO. Acción de inconstitucionalidad contra el artículos 27 inciso d), y 52 del Reglamento de Seguro de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social. Las normas contemplan la ayuda en dinero para gastos de funeral y entierro del asegurado directo o de su cónyuge o compañero. Se acusa que no existe ayuda en otros supuestos, como los hijos.  Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad interpuesta contra los artículos 27 inciso d) y 52 del Reglamento del Seguro de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social por omitir como beneficiaria, cuando fallezcan hijos menores de edad, a las mujeres aseguradas directas que tengan la condición de madres solas, jefas de hogar y único sostén económico de su núcleo familiar. Se otorga a la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social un plazo de dos meses, contado a partir de la notificación de este pronunciamiento, para que apruebe las reformas requeridas para que la prestación en dinero por ayuda económica para gastos de funeral sea conferida también a las mujeres aseguradas directas que tengan la condición de madres solas, jefas de hogar y único sostén económico de su núcleo familiar, cuando fallezcan hijos menores de edad. Esta sentencia surtirá efecto hacia el futuro, a partir de su publicación íntegra en el Boletín Judicial, y solo tendrá eficacia retroactiva para la parte aquí accionante, así como para las mujeres aseguradas directas que tengan la condición antes especificada y hubieren presentado reclamos administrativos o procesos judiciales para el cobro de ayudas de este tipo, a partir de la fecha de interposición de esta acción, el 20 de julio de 2009. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Además de las partes del proceso, notifíquese a la Asamblea Legislativa, en la persona de su Presidente, y al Poder Ejecutivo, en la persona del Ministro de la Presidencia, así como a las Presidentas Ejecutivas del Patronato Nacional de la Infancia y el Instituto Nacional de las Mujeres. CL
TRABAJO. 5987-12. LIMITACIONES PARA NOMBRAR FUNCIONARIOS EN EL MEP. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 09 inciso d), del Reglamento de Servicio Civil. La norma limita el nombramiento de funcionarios en el MEP, que han sido destituidos por infracción de las disposiciones del Estatuto, del presente Reglamento o de los reglamentos autónomos respectivos en los tres años anteriores a la fecha de ingreso, o en un plazo mayor, si a juicio de la Dirección General, la gravedad de la falta lo amerita.  Se considerará como inelegible indefinidamente el servidor que por segunda vez haya sido destituido por causal de despido sin responsabilidad patronal en el Poder Ejecutivo o en cualquiera de las instituciones del Estado.  En este caso, se rechaza de plano la acción por falta de asunto base. RP
TRABAJO. 6001-12. ADICIÓN Y ACLARACIÓN. ALCALDES NO PUEDEN RECIBIR SALARIO Y PENSIÓN. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 20 párrafo penúltimo del Código Municipal. La norma señala que los alcaldes municipales devengarán, por concepto de dedicación exclusiva, calculado de acuerdo con su salario base, un treinta y cinco por ciento (35%) cuando sean bachilleres universitarios y un cincuenta y cinco por ciento (55%) cuando sean licenciados o posean cualquier grado académico superior al señalado. En los casos en que el alcalde electo disfrute de pensión o jubilación, si no suspendiere tal beneficio, podrá solicitar el pago de un importe del cincuenta por ciento (50%) mensual de la totalidad de la pensión o jubilación, por concepto de gastos de representación. Considera que el hecho de que un alcalde no pueda recibir salario y pensión es inconstitucional. Se rechaza la gestión por extemporánea y porque el accionante pretende que se haga un análisis de su situación concreta, lo que es un asunto de legalidad. No ha lugar la gestión formulada.
TRABAJO. 6814-12. ACTO DE DESPIDO EN EL MISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA. Acción de inconstitucionalidad contra el Oficio N° 1625-2011-CP del Consejo de Personal. Acto administrativo del primera instancia del Órgano Administrativo del Ministerio de Seguridad Pública del 03 de agosto del 2011. Se trata del despido por comportamiento impropio dentro de la función policial, acordado en primera instancia. Se acusa que el acto es desproporcionado y violatorio de los derechos fundamentales al debido proceso. Se rechaza la acción porque no es la vía para discutir lo planteado. Se rechaza de plano la acción. RP
TRABAJO. 6822-12. NOMBRAMIENTO DE AUDITOR Y SUBAUDITOR EN LAS UNIVERSIDADES ESTATALES. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 31 de la Ley de Control Interno. No. 8292 del 31-07-2002. La norma impugnada señala que el jerarca nombrará por tiempo indefinido al auditor y al sub auditor internos, en tanto se aplica a la UNED y a las demás universidades del Estado, pues a  juicio del accionante, lesiona  la autonomía de las universidades. Se rechaza la acción porque sobre el tema, la Sala ya se pronunció en la sentencia 8283-09. Se citan los artículos 1, 9 y 11 de la Constitución Política, sobre los principios democráticos, de alternatividad y transparencia. Se rechaza por el fondo la acción. RF 

TRABAJO. 6852-12. NOMBRAMIENTO DE PARIENTES. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 9 inciso b) del Reglamento del Título Primero del Estatuto de Servicio Civil. La norma señala la prohibición de ser nombrado si un pariente es jefe inmediato. En el caso concreto, nombraron a la recurrente como Directora en forma interina y la sustituyeron, en razón de que una hermana estaba nombrada en propiedad en la misma institución. La acción se rechaza porque no cumple los requisitos de admisibilidad que establece la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Se rechaza de plano la acción. RP

TRABAJO. 7212-12. PROCEDIMIENTOS CONTRA FUNCIONARIOS PÚBLICOS, SEGUIDOS POR LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. RENUNCIA A SU CAPITAL ACCIONARIO QUE DEBEN HACER QUIENES OCUPAN CIERTOS CARGOS PÚBLICOS, SEGÚN LEY CONTRA LA CORRUPCIÓN. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 25 párrafo 3) inciso c) y 54 párrafo 5 del Reglamento de Procedimientos Administrativos de la Contraloría General de la República. También contra el artículo 18 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública. Ley No. 8422 del 06 de octubre del 2004 y el artículo 95 de la Ley de Contratación Administrativa, No. 7494 del  8 de junio de 1995. Las normas se impugnan en el siguiente sentido: A) sobre la inconstitucionalidad del  artículo 25 párrafo 3 inciso c) del reglamento de procedimientos administrativos de la Contraloría General de la República, alega que es contrario al principio de reserva de ley, por cuanto no existe norma legal que permita a la Contraloría General de la República anotar bienes para garantizar el resultado de un proceso, sin realizar previamente el respectivo depósito de garantía que establece la ley. El principio de reserva legal es garante de los derechos fundamentales como la propiedad privada, y en este caso no existe ninguna norma aprobada por el legislador ordinario que autorice la norma reglamentaria que se impugna, por lo que el artículo 25 párrafo 3 inciso c) del Reglamento de Procedimientos Administrativos de la Contraloría General de la República es inconstitucional. B) sobre la inconstitucionalidad del artículo 54 párrafo 5 del reglamento de procedimientos administrativos de la Contraloría General de la República, señala que lesiona también el Principio de Reserva Legal, pues autoriza vía reglamentaria que un órgano inferior, en caso de apelación, omita cumplir su obligación de emplazar a las partes para que comparezcan ante el superior, en abierta violación al artículo 349 de la Ley General de la Administración Pública, según el cual, cuando se interpone un recurso de apelación el órgano inferior debe limitarse a otorgar ese emplazamiento. Lo anterior, cercena a juicio del accionante, el derecho a una audiencia efectiva, en la que las partes puedan expresar el fundamento de su recurso ante el superior, impidiendo el ejercicio del derecho de audiencia y defensa. Una norma procesal creada por reglamento no puede ser contraria a una ley de la república, en virtud de que la materia procesal forma parte del debido proceso y al tratarse de derechos fundamentales, sólo pueden ser regulados por ley. C) sobre la inconstitucionalidad del artículo 18 de la ley 8422. Sostiene que la norma viola el derecho de propiedad, la libertad de empresa, los Principios de Razonabilidad y Proporcionalidad y los derechos políticos consagrados en el artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. En primer término, porque no resulta razonable dar un trato igual a sujetos que se encuentran en situaciones jurídicas desiguales, y la norma da el mismo tratamiento a miembros de los supremos poderes que a los Alcaldes, Oficiales Mayores o miembros de  Juntas Directivas. Además es irracional obligar a las personas que quieren servir al país en los cargos señalados por la norma impugnada a renunciar a su patrimonio (capital accionario) o a un cargo en la Junta Directiva, Gerencial, o de representación legal de una empresa en la que tenga intereses económicos; solicitar esa renuncia no es acorde con el motivo y fin que persigue la ley 8422: prevenir, sancionar o erradicar la corrupción, pues la norma impugnada alienta a los funcionarios a hacer modificaciones registrales a favor de una persona de su confianza, simulando cumplir la ley 8422, cuando de hecho continúan teniendo intereses por medio de una persona testaferra. Considera que no existe proporcionalidad y razonabilidad entre la medida adoptada y el fin perseguido por la norma, por lo que la misma resulta inconstitucional. Asimismo, el artículo 18 de la ley 8422 viola el artículo 23 de la convención americana sobre derechos humanos, pues para aspirar a un cargo la persona debe renunciar a parte de su patrimonio cuando éste sea capital accionario, a ser directivo, apoderado, o representante legal de una empresa. Así, se limita el acceso al cargo en razón de las condiciones socioeconómicas del ciudadano y por ser propietario del capital social de una empresa privada. D) sobre la impugnación del artículo 95 de la ley de la contratación administrativa. La norma viola el principio de culpabilidad, y los principios de razonabilidad y proporcionalidad, pues establece una responsabilidad de carácter objetivo al funcionario público sin considerar el daño causado o si hubo buena fe. Existe responsabilidad independientemente de la existencia de culpa del funcionario, lo que resulta irrazonable y desproporcionado. Se declaran sin lugar las acciones acumuladas. La Magistrada Calzada y el Magistrado Jinesta salvan el voto y declaran parcialmente con lugar la acción, únicamente en lo que atañe  al artículo 25, párrafo 3°, inciso c), del Reglamento de Procedimientos Administrativos de la Contraloría General de la República.- El Magistrado Castillo pone nota. SL
TRAMITE. 6069-12. SUSPENSIÓN DE PENSIÓN POR NUEVAS NUPCIAS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 47 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS, Reformado por acuerdo de Junta Directiva No. 4375 del 24-11-1971 y el oficio GP 10-035-2011 del 10-02-2011 de la Gerencia de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social. La norma señalaba que la pensión se pierde si la viuda contrae nuevas nupcias  y que se le daría una indemnización de 24 mensualidades de pensión. Se hace una diferencia entre las personas que solicitaron la pensión de 1995 en delante y las que las solicitaron con anterioridad a ese año. Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que bajo expediente numero 11-006186-0007-CO se tramita ante esta sala.-
TRÁMITE. 5523-12. ACLARACIÓN DE LA RESOLUCIÓN DE CURSO. POLÍTICAS MIGRATORIAS. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 18 incisos 12) y 26) penúltimo párrafo, y 31 inciso 5) de la Ley de Migración y Extranjería. Vista la solicitud de aclaración planteada por la Directora General de Migración y Extranjería, respecto de la resolución de esta Sala de las diez horas diez minutos del 27 de abril de este año, por la cual se dio curso a esta acción de inconstitucionalidad, debe indicarse a la gestionante que de conformidad con lo expresamente señalado en la resolución de cita, el efecto jurídico-material de la admisibilidad de esta acción y la publicación del aviso correspondiente, es «que en los procesos o procedimientos en que se discuta la aplicación de lo cuestionado, no se dicta resolución final mientras la Sala no haya hecho el pronunciamiento del caso [sobre el fondo de la inconstitucionalidad planteada», siendo así que como señala la misma resolución, «lo único que la acción suspende en vía administrativa es el dictado de la resolución final en los procedimientos tendentes a agotar esa vía». De tal forma, es claro el momento procesal que por disposición legal debe suspenderse,  cual  es  propiamente  el  dictado  de  la  resolución  final  del procedimiento que en cada caso  inicie la Dirección General de Migración en cumplimiento de las competencias que le son propias, sin que pueda entenderse de lo resuelto la imposibilidad de cumplir con las obligaciones establecidas por el legislador para la regulación y control de la política migratoria del Estado. Se reitera que lo único que la acción suspende en vía administrativa es el dictado de la resolución final en los procedimientos tendentes a agotar esa vía.

TRÁMITE. 6851-12. RECHAZO DE PROCESO ABREVIADO POR PARTE DEL MINISTERIO PÚBLICO. Consulta Judicial referente a la Política del Ministerio Público de cimentar el rechazo del “Procedimiento Especial Abreviado” en razones de “estrategia”, sin fundamento concreto de la negativa. Se ordena el archivo de esta consulta por haberse registrado dos veces. Archívese el expediente. 
TRÁNSITO. 6181-12. MULTA POR CONDUCIR SIN LICENCIA O PERMISO. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 130 inciso b), 131 inciso g) de la Ley de Tránsito. Las normas establecen una multa por conducir sin licencia de conducir o sin permiso, la cual a juicio de la recurrente es sumamente alta y viola los principios de razonabilidad y proporcionalidad. Se rechaza de plano la acción porque no se cumplieron en este caso, los requisitos que establece la Ley de Jurisdicción Constitucional. RP
TRÁNSITO. 6361-12. PAGO DE PERMISO DE CIRCULACIÓN. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 22 (23) de la Ley de Tránsito. No. 7331. El permiso de circulación se cancelará, automáticamente, al transcurrir dos (2) años sin que se hayan cancelado los derechos de circulación. Si una vez cancelados se solicita un nuevo permiso de circulación, el propietario del vehículo quedará obligado a pagar todos los derechos de circulación atrasados, según las disposiciones de los artículos 184 y 221 de esta Ley. La acción se rechaza porque no cumple los requisitos mínimos de admisibilidad que exige la Ley de la Jurisdicción Constitucional. RP
TRÁNSITO. 6367-12. MULTAS POR IRRESPETO A SEÑALAS FIJAS Y LÍMITES DE VELOCIDAD. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito. Se cuestiona la multa por el irrespeto a las señalas fijas y a límites de velocidad. Asegura el accionante que las sanciones son desproporcionadas e irrazonables. Se rechaza de plano el recurso porque no consta que el recurrente haya cuestionado en el asunto base la norma que cuestiona. RP
TRÁNSITO. 6375-12. MULTAS POR IRRESPETO A SEÑALAS FIJAS Y LÍMITES DE VELOCIDAD. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito. Se cuestiona la multa por el irrespeto a las señalas fijas y a límites de velocidad, concretamente por adelantar donde existía doble raya amarilla. Asegura el accionante que las sanciones son desproporcionadas e irrazonables. Se rechaza de plano el recurso porque el accionante no tiene asunto base. RP
TRÁNSITO. 6417-12. ADICIÓN Y ACLARACIÓN. SANCIÓN POR IRRESPETO A LAS SEÑALAS FIJAS, LÍMITES DE VELOCIDAD O INDICACIONES DE LA AUTORIDAD DE TRÁNSITO. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito número 7331 del 13-04-1993. La Directora de CONAVI solicita, entre otros aspectos, que se aclare el adecuado cumplimiento de la sentencia y el proceso de cobro de las boletas en donde media la norma involucrada. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la gestión de  aclaración y adición formulada.

TRÁNSITO. 5318-12. PROPORCIONALIDAD DE LAS MULTAS. Acción de inconstitucionalidad contra el inciso b) del artículo 131 de la Ley de Tránsito por las Vías Públicas Terrestres, Ley número 7331. El recurrente impugna la norma en la medida que estima que la multa  definida    violenta  los  principios  de  razonabilidad  y proporcionalidad, en los términos indicados por la Sala Constitucional en la sentencia número 12-129, del 11 de enero de este año. Refiere que en su caso sí cometió el acto por el cual se le confeccionó la boleta de tránsito, pues hizo un viraje a la izquierda en una zona donde no se permite, pero es que totalmente desproporcional la multa de trescientos cincuenta un mil colones que se le impuso por ese acto. En el caso bajo estudio, mediante resolución de esta Sala del 7 de marzo de este año se previno al accionante cumplir debidamente con los requisitos de admisibilidad establecidos en el artículo 75 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, toda vez que al momento de presentar la acción, omitió algunos, a pesar de que se le hizo una prevención, continuó siendo omiso en aportar a esta Sala la certificación literal del memorial dentro del cual adujo la inconstitucionalidad en  aquel proceso  administrativo, por lo que la Sala se encuentra  impedida  para  determinar  si  efectivamente  hizo  el  planteamiento correspondiente en sede administrativa, razón por la cual la acción incumple los requisitos de admisibilidad legalmente establecidos, y, en consecuencia, es inadmisible. RP 

TRÁNSITO. 6870-12. SANCIONES EN LA LEY DE TRANSITO. HABLAR POR TELÉFONO CELULAR.  Acción de Inconstitucional contra los artículos 131, 115 y 71 bis de la Ley de Tránsito. Las normas regulan la sanción a los conductores que hablen por teléfono celular. El recurrente considera que la suma de 270.000 colones en multa es irrazonable, confiscatoria y desproporcionada, que no es acorde con la realidad económica del país. Además se aplicaron diferentes sanciones por la misma conducta, como la reducción de puntos en su licencia de conducir. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano la acción en cuanto al artículo 71 bis inciso c) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y sus reformas. En lo demás, se rechaza por el fondo. La Magistrada Calzada pone nota. El Magistrado Castillo salva el voto en cuanto al fondo y declara con lugar la acción en este extremo. RP y RF
TRÁNSITO. 6863-12. SANCIONES EN LA LEY DE TRANSITO. HABLAR POR TELÉFONO CELULAR.  Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 131 inciso e) de la Ley de Tránsito. No. 7331. Se regula la sanción por hablar por teléfono celular o llevar entre sus manos cualquier cosa que dificulte la conducción del vehículo. A juicio del accionante la sanción es excesiva, desproporcional e irrazonable. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción. La Magistrada Calzada pone nota. El Magistrado Castillo salva el voto y declara con lugar la acción en todos sus extremos.

TRÁNSITO. 6877-12. SANCIONES DE TRANSITO POR ESTACIONARSE EN CALZADAS O ACERAS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículos 133 inciso h) y 71 bis inciso e) de la Ley de Tránsito. Considera el recurrente que la sanción de multa y pérdida de puntos por estacionarse en la calzada es desproporcional e irrazonable. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara parcialmente CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula el artículo 133 inciso h) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso  p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en relación con lo dispuesto en el artículo 96 inciso b) de la misma Ley. Se rechaza por el fondo la acción en cuanto al artículo 71 bis inciso e) de la misma Ley. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Rueda Leal pone nota. CL Parcial y RF
TRÁNSITO. 6878-12. SANCIÓN DE TRÁNSITO POR PARQUEAR EN LÍNEA AMARILLA Y REBAJO DE PUNTOS DE LA LICENCIA. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 133 inciso h) de la Ley de Tránsito. La norma señala que se impondrá una multa de un cuarenta por ciento (40%) de un salario base mensual, correspondiente al “Auxiliar administrativo 1” que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, de conformidad con la Ley del presupuesto ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se cometa la infracción de tránsito, sin perjuicio de las sanciones conexas: h) A quien se estacione en contra de lo dispuesto en los incisos b), c), ch), d), e), f), g), h) e i) del artículo 96 de esta Ley. La misma sanción se impondrá al propietario o, en ausencia de este, al gerente o administrador del establecimiento público o privado que infrinja lo dispuesto por el inciso i) del artículo 96 de la presente Ley. Se acusa que la norma no es razonable ni proporcionada. Estése el accionante a lo resuelto en sentencia número 2012-3940 de las dieciséis horas veinte minutos del veintiuno de marzo del dos mil doce. Estése
TRÁNSITO. 6864-12. MULTAS Y SANCIONES A CHOFERES POR NO USAR CINTURÓN DE SEGURIDAD. Acción de inconstitucionalidad contra el artículos 71 bis inciso c), 80 párrafo 2), 131 inciso k), 153 párrafo final y 201 de la Ley de Tránsito. Se impugna la multa y la sanción con pérdida de puntos que se impone por no tener vehículo en adecuadas condiciones (cinturones de seguridad y otros). Se acusa que al chofer, se le rebajan puntos de la licencia, aún cuando el vehículo no es propio. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción en cuanto al artículo 71 bis inciso c) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres. En lo demás se rechaza de plano. Los Magistrados Mora, Armijo, Rueda y Guerrero ponen nota. RF y RP
TRÁNSITO. 6871-12. MULTAS DE TRÁNSITO. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 132 inciso ch), 134 inciso h) y 71 bis inciso d) de la Ley de Tránsito. 
Las normas sancionan por conductas con relación a las luces del vehículo, a quien cause daños a los bienes, entre otras. Así como la pérdida de puntos de 15 y 5 respectivamente.  Se acusa que la norma es desproporcionada e irracional. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano la acción. RP 

TRÁNSITO. 6865-12. MULTA POR NO USAR CASCO DE SEGURIDAD. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 131 inciso L) de la Ley de Tránsito
La norma establece una multa para el “conductor de bicicleta, motobicicleta, bicimoto, triciclo, cuadraciclo o motocicleta que viole las disposiciones, en cuanto al uso del casco de seguridad, contenidas en el inciso 3) apartado b) del artículo 32, el inciso a) del artículo 104 y el inciso j) del artículo 105 de la presente Ley. El accionante considera que la multa es desproporcionada. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Mora, Calzada y Castillo salvan el voto. RF
TRÁNSITO. 6866-12. MULTA POR ADELANTAR POR LA IZQUIERDA CON LÍNEA AMARILLA EN EL CENTRO. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito. Se cuestiona la multa por el irrespeto a las señalas fijas y a límites de velocidad. Asegura el accionante que las sanciones son desproporcionadas e irrazonables. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo el recurso. RF
TRÁNSITO. 6879-12. MULTAS EN MATERIA DE TRANSITO. POR IRRESPETO A LA LUZ ROJA DEL SEMÁFORO.  Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 131 ch) y 90 inciso a) de la Ley de Tránsito. Se impugna la sanción por irrespetar la luz roja del semáforo. Se acusa que el monto de la multa que impone la ley no es razonable, ni proporcional con la realidad de muchos trabajadores. Estése el accionante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 2012-05250 de las catorce horas treinta y un minutos del veinticinco de abril del dos mil doce. Estése
TRÁNSITO. 6876-12. MULTA POR INVADIR CARRIL EXCLUSIVO PARA AUTOBUSES. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 131 inciso b) en relación con el 79 inciso c) y el 116 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres. Amparo base 16295-11. Las normas imponen una multa por el irrespeto a las señalas de tránsito horizontales y verticales. (invadir carril exclusivo para autobuses). Se acusa que el monto de la sanción es excesivo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula el artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso  p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en cuanto establece una sanción para quien irrespete las señales de tránsito que indiquen carril exclusivo para buses. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los Magistrados Mora y Armijo salvan el voto y declaran sin lugar la acción. El Magistrado Rueda pone nota. CL
TRÁNSITO. 6872-12. MULTAS POR IRRESPETO A SEÑALAS FIJAS Y LÍMITES DE VELOCIDAD. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito. Se cuestiona la multa por el irrespeto a las señalas fijas y a límites de velocidad. Asegura el accionante que las sanciones son desproporcionadas e irrazonables. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano la acción. RP
TRÁNSITO. 6867-12. MULTA POR NO USAR CASCO DE SEGURIDAD. 
Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 131 inciso 1) de la Ley de Tránsito
La norma establece una multa para el “conductor de bicicleta, motobicicleta, bicimoto, triciclo, cuadraciclo o motocicleta que viole las disposiciones, en cuanto al uso del casco de seguridad, contenidas en el inciso 3) apartado b) del artículo 32, el inciso a) del artículo 104 y el inciso j) del artículo 105 de la presente Ley.” El accionante considera que la multa es desproporcionada. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Mora, Calzada y Castillo salvan el voto. RF
TRÁNSITO. 6868-12. MULTAS POR IRRESPETAR LA DEMARCACIÓN. (circular directo cuando la demarcación permite solo a la derecha o viceversa). Acción de inconstitucionalidad contra el Artículo 131, inciso b) en relación con el 79 inciso c) y 116 de la Ley de Tránsito. No. 7331. La norma impugnada señala que se impondrá una multa de un setenta y cinco por ciento (75%) de un salario base mensual correspondiente al “Auxiliar administrativo 1”, que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, de conformidad con la Ley del presupuesto ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se cometa la infracción de tránsito, sin perjuicio de las sanciones conexas: b) A quien irrespete las señales de tránsito fijas, incluso los límites de velocidad o las indicaciones de la autoridad de tránsito, en contravención de los artículos 79, 83 y 116 de esta Ley, normas que establecen los deberes de acatar las indicaciones verbales o escritas de las autoridades de tránsito, el señalamiento vertical y horizontal, incluso el que comprende los límites de velocidad; la prohibición de pasar sobre las islas canalizadoras o de adelantar por el carril izquierdo de la carretera demarcada con línea continua en el centro. Se exceptúan los casos considerados en el artículo 107 y en los incisos ch) y d) del artículo 83 de esta Ley, que se resolverán de acuerdo con lo que determinan dichos numerales. En este caso se cuestiona la proporcionalidad de la multa. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Mora, Calzada y Castillo salvan el voto. RF
TRÁNSITO. 6869-12. SANCIONES EN LA LEY DE TRANSITO. HABLAR POR TELÉFONO CELULAR.  Acción de Inconstitucional contra los artículos 115 y 131 inciso e) de la Ley de Tránsito. No. 7531 del 13-04-1993. Se impugna la sanción por hablar por teléfono celular y se sostiene que la multa que se impone es irracional y desproporcionada. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción. La Magistrada Calzada pone nota. El Magistrado Castillo salva el voto y declara con lugar la acción en todos sus extremos. RF
TRÁNSITO. 6873-12. MULTA DE TRÁNSITO POR CIERRE DE VÍA PÚBLICA. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 133 inciso ll) en relación con el 126 de la Ley de Tránsito. Las normas señalan que se impondrá una multa a la persona que de un uso indebido a la vía u otros usos diferentes a la de circulación. Considera la que multa que se impone es desproporcionada e irrazonable.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano la acción. RP
TRÁNSITO. 6874-12. MULTA DE TRÁNSITO POR NO USAR CASCO DE SEGURIDAD. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 131 inciso l) y 153 párrafo último de la Ley de Tránsito. Las normas regulan la sanción por no llevar el casco de seguridad mientras se conduce en bicicleta, que establecen un monto sumamente alto. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano la acción. RP
TRÁNSITO. 6875-12. MULTA DE TRÁNSITO POR MAL ESTACIONAMIENTO EN RAYA AMARILLA.  Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 133 II) en relación con el artículo 139 inciso f) y 126 de la Ley de Tránsito. Las normas establecen una sanción por mal estacionamiento en raya amarilla obstaculizando la vía, cuya monto de la multa considera irracional y desproporcionada. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano la acción. RP
TRABAJO. 5925-12. CONVENCIÓN COLECTIVA DE LA MUNICIPALIDAD DE AGUIRRE. Acción de inconstitucionalidad contra las cláusulas números 11, 41, 42 y 43, literales c, d, e y f de la Convención Colectiva de Trabajo de los Empleados de la Municipalidad de Aguirre. Las normas establecen el procedimiento sancionatorio para los empleados de la Municipalidad de Aguirre. En este caso, consta que el Alcalde no se encuentra legitimado para interponer la acción por parte del Consejo Municipal, por lo que se rechaza de plano la acción. RP
TRABAJO. 5927-12. REQUISITOS DE NOMBRAMIENTOS EN LA CCSS. Acción de inconstitucionalidad contra el -Transitorio inciso a) de la Reforma del Reglamento de Reclutamiento y Selección de Profesionales en Farmacia, Odontología, Psicología, Nutrición y Trabajo Social. Aprobada por artículo 7 de la sesión 8401 del 26-11-2009 de la Junta Directiva de la CCSS. Publicada en La Gaceta número 238 del 08-12-2009. La norma señala que los profesionales en Farmacia, Odontología, Psicología, Nutrición y Trabajo Social, pueden ser nombrados en propiedad deben tener nombramientos sin interrupciones mayores a 120 días. Se rechaza la acción porque no cumple los requisitos de admisibilidad que exige la Ley de la Jurisdicción Constitucional. RP
TRABAJO. 5964-12. REQUISITOS PARA OCUPAR PUESTOS EN LA CCSS. Acción de inconstitucionalidad contra el Manual descriptivo de puestos de la Caja Costarricense del Seguro Social. Se acusa que a los profesionales interesados en participar en concursos, no se les permite, pues se les exige como requisito, experiencia de 1 a 4 años según el puesto. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano la acción. RP
TRÁNSITO. 5924-12. PAGO DE MULTAS PARA PARTICIPAR EN LICITACIONES. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 221 párrafo primero y 154 párrafo segundo de la Ley de Tránsito. No. 7331. Sostiene el recurrente que el cobro de multas de tránsito sobre las placas de los vehículos resulta contrario al debido proceso y a lo dispuesto en los artículos 37, 39 y 42 de la Constitución Política. Refiere que de la lectura del artículo 221 párrafo primero se colige que todo propietario deberá cancelar las multas que aparezcan anotadas en las placas del vehículo automotor que aparezca a su nombre, para poder ser concursante en una licitación pública, pese a que en la Ley de Tránsito no se dispone que el propietario sea parte del procedimiento administrativo. Esto, a juicio del accionante, vulnera el debido proceso y el principio de seguridad jurídica, porque el cobro se aplica a los propietarios de los automotores y no a los conductores declarados infractores. Señala que el artículo 154 no establece ningún apartado para que los dueños o propietarios no infractores puedan hacer valer sus derechos durante la tramitación del proceso. En el resto de la ley no se hace referencia alguna a que las boletas por infracciones de tránsito deban ser anotadas a las placas de los automotores, salvo el párrafo segundo del artículo 154, con lo cual se violenta el principio de reserva de ley y de coherencia legal previsto en el artículo 11 de la Constitución Política, ya que el legislador previó en forma clara en el artículo 160, que solo se admite la anotación en caso de accidentes de tránsito, generándose así una contradicción o antinomia, por cuanto se anota tanto a la licencia del infractor como a la placa del automotor, estableciendo como requisito el pago de infracciones a la placa, de manera que toda anotación que se realice contrariando este punto debe ser considerada como inconstitucional. Los artículos 152 y 153 de la ley establecen el procedimiento para la investigación y sanción de todo aquel supuesto infractor que conduzca al margen de la legalidad bajo el principio “intuito personae”. Afirma que no existe en el procedimiento indicado referencia directa a la participación del dueño registral en el proceso como parte activa para defender sus derechos, dejándole en pleno estado de indefensión. No obstante, el Consejo de Seguridad Vial opta por anotar la infracción de tránsito en las placas del automotor sin corroborar la existencia de un procedimiento administrativo previo que establezca esta actuación administrativa, violentando el principio de seguridad jurídica y el bloque de legalidad. Con  base  en  las  consideraciones dadas en la sentencia, la obligación del propietario de cancelar las multas que aparezcan a su nombre, prevista en el artículo 221 párrafo primero de la Ley de Tránsito, no resulta inconstitucional en la medida en que ello obedezca a infracciones de tránsito  que  se  le  hubieren  atribuido  de  forma  personal,  previa  audiencia concedida para ejercitar su derecho de defensa. En esa misma línea, tampoco es contrario a los derechos y principios constitucionales, lo dispuesto en el artículo 154 párrafo segundo, en cuanto ordena comunicar al ente recaudador del seguro obligatorio, la existencia de la infracción y su respectiva multa, a fin de que la misma sea satisfecha conjuntamente con el pago de los derechos de circulación, siempre que la falta se le atribuya en forma personal al propietario del vehículo, al tenor de lo dispuesto en el artículo 39 de la Constitución Política. En todo caso queda la posibilidad de cobrar judicialmente la multa, ya sea al propietario  o simple infractor, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 186 de la Ley de Tránsito. Se declara sin lugar la acción. Tómese nota de lo dispuesto en el último considerando de esta sentencia. SL
TRÁNSITO. 5926-12. SANCIÓN POR INFRINGIR RESTRICCIÓN VEHICULAR. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 136 inciso g) de la Ley de Tránsito. La norma señala que se impondrá una multa de un diez por ciento (10%) de un salario base mensual, correspondiente al “Auxiliar administrativo 1” que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, de conformidad con la Ley de presupuesto ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se cometa la infracción de tránsito, sin perjuicio de las sanciones conexas: g) Al conductor que infrinja las disposiciones relativas a la restricción vehicular. Señala el recurrente que la norma es abierta y no especifica la conducta. Se cita el voto 8193-00 y se reitera el criterio de la Sala sobre la tipicidad en sanciones administrativas. Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Calzada y Jinesta ponen nota. RF
TRÁNSITO. 5977-12. MULTA POR PORTAR LOS TRIÁNGULOS EN MAL ESTADO. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 134 inciso c) en relación con el 32 inciso 1) apartado m) de la Ley de Tránsito. La norma prevé una multa para el “conductor de un automóvil que incumpla cualquiera de las disposiciones, generales y especiales, que le sean aplicables, establecidas en el artículo 32 de esta Ley, siempre que dicho incumplimiento no haya sido sancionado en otra norma de la presente Ley”. Concretamente por portar los triángulos un poco herrumbrados. Se alega que la multa impuesta es desproporcionada. Se deniega el trámite de la acción, en virtud de que no se cumplió con la prevención que se le hizo. Se deniega el trámite a esta acción.

TRIBUTARIO. 5532-12. LEY DE IMPUESTO A PERSONAS JURÍDICAS. Acción de inconstitucionalidad contra la Ley del Impuesto a Personas Jurídicas. No. 9024. Se cuestiona la totalidad de la ley, entre otras razones, por desproporcionada, al no admitir el rebajo del impuesto sobre la renta, no se toma en cuenta la capacidad económica, se aplica el impuesto a partir de la presentación ante el Registro, tiene un régimen sancionatorio excesivo, se denomina impuesto, cuando es una tasa. La acción se rechaza por no tener asunto previo. En todo caso, se observa que aun cuando el actor impugnó la totalidad de la Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas, lo cierto es, que al fundamentar la acción cuestionó especialmente,  el artículo 3 de esa ley, por considerarlo contrario al principio de capacidad  económica. Al respecto,  cabe señalar que en cuanto a este tema específico y  por sentencia número 2011-12611 de las 14:30 horas del 21 de septiembre del 2011,   la mayoría de esta Sala, al conocer la consulta legislativa relacionada con el trámite de la Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas, consideró que el artículo 3 cuestionado es acorde con el 
derecho de la Constitución. Se rechaza por el fondo la acción, en cuanto a la impugnación del artículo 3 de la Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas en relación con el principio de capacidad económica. En lo demás, se rechaza de plano la acción. Los Magistrados Calzada, Armijo y Jinesta salvan el voto, únicamente, en cuanto al rechazo por el fondo. RF y RP
TRIBUTARIO. 5534-12. LEY DE IMPUESTO A PERSONAS JURÍDICAS. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 3, 6 y 9 de la Ley 9024 del 23-12-2011. Publicada en el Alcance Digital de La Gaceta del 27-12-2011. Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas. Las normas regulan lo relativo a la tarifa, la disolución y cancelación de la inscripción y la administración, por ser violatorio del principio de capacidad contributiva. En este caso la acción se rechaza por falta de requisitos y se cita el voto 12611-11. Se rechaza por el fondo la acción, en cuanto a la impugnación del artículo 3 de la Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas en relación con el principio de capacidad económica. En lo demás, se rechaza de plano la acción. Los Magistrados Calzada, Armijo y Jinesta salvan el voto, únicamente, en cuanto al rechazo por el fondo. RF y RP
TRIBUTARIO. 5967-12.  COBRO DE IMPUESTOS A CONTRATOS DE ALQUILER DE MUEBLES. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 2 y 3 del Transitorio Ünico del Decreto Ejecutivo Nº 30389-H y los criterios de la Dirección General de Tributación. No. 799 del 13 de mayo de 1996 y 1275 del 29 de julio de 1997. Las normas se impugnan en cuanto según indican los accionantes, su representada, en el período fiscal 2003, vendió un 85% del valor de un contrato de alquiler de bienes muebles con el ICE, a favor de Arrendadora Interfin S.A., y mantuvo un 15% del valor de dicho contrato de arrendamiento, con vencimiento del alquiler y ejecución de la opción de compra-venta hasta diciembre de 2005, de manera que en el 2003 declaró y pagó al fisco la ganancia de la operación correspondiente al 85% de lo vendido, y el restante 15% lo declaró y pagó en el impuesto de renta del año 2005, cuando el ICE hizo efectiva la opción de compra-venta. Exponen, que no existe disposición en la Ley del Impuesto sobre la Renta que regule el hecho generador de los referidos contratos de alquiler de muebles, como -según señala- lo reconoce expresamente el Poder Ejecutivo en el considerando Nº 2 del Decreto 30389-H, no obstante, la Dirección General de Tributación lo define, y tipifica su nacimiento por medio de los criterios aquí impugnados, además de que el artículo 62 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, con que apoya el Poder Ejecutivo el Decreto de marras, no confiere la potestad reglamentaria, situación por la cual consideran se violentó el artículo 140 inciso 3) de la Constitución Política. Estiman que la Ley del Impuesto sobre las Ventas no incluyó como hecho generador el contrato de alquiler con opción de compra-venta, y que tal hecho generador se regulaba en el Decreto impugnado. Manifiestan que los artículos 2 y 3 del Reglamento impugnado, son actos que contradicen leyes prohibitivas, por lo que se produce una violación en los términos del artículo 3 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional y el artículo 129 de la Constitución Política, que establece la nulidad absoluta de los actos y convenios que contradigan leyes prohibitivas. Estiman que el Transitorio Único del Decreto Ejecutivo 30389-H viola el principio constitucional de seguridad jurídica, al poner en vigencia, de manera retroactiva, los criterios de la Dirección General de Tributación supracitados, además de que tales criterios nunca fueron promulgados vía Decreto o resolución de carácter general, como reconoció expresamente la Dirección General de Tributación por oficio Nº DTI-042-2011, de forma tal que nunca nacieron a la vida jurídica. Señalan que el Decreto Ejecutivo Nº 30389-H indica que la Ley del Impuesto sobre la Renta no establece disposiciones con respecto a los arrendamientos que funcionan en el país, por lo que no existía fundamento legal alguno para haber emitido dichos criterios como Reglamentos Ejecutivos a la Ley del Impuesto sobre la Renta. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara SIN LUGAR la acción planteada en cuanto se dirige contra artículos 2 y 3 del Decreto Ejecutivo número 30389-H del dos de mayo de dos mil dos.  En lo demás, se rechaza plano. El Magistrado Jinesta pone nota. SL y RP
TRIBUTARIO. 5933-12. IMPUESTO A LAS PERSONAS JURÍDICAS.  Acción de inconstitucionalidad contra Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas. No. 9024, publicada en el Diario Oficial La Gaceta, según Alcance digital número 111-A. Se acusa que la ley deja fuera las cooperativas, hace una diferencia con las sociedades activas e inactivas, las sociedades activas pagan además renta y acusa que esto lesiona el principio de igualdad y de proporcionalidad. Se rechaza por el fondo  la acción, en cuanto a  la  impugnación de los artículos 1 y 3 de  la  Ley  de Impuesto  a  las Personas Jurídicas. En lo demás, se rechaza de plano la acción. Los Magistrados Calzada, Armijo y Jinesta salvan el voto, únicamente, en cuanto al rechazo por el fondo del artículo 3 de la citada ley. RF y RP
TRIBUTARIO. 5952-12. CARÁCTER CONFIDENCIAL DE LA INFORMACIÓN TRIBUTARIA. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 117 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Ley No. 4755. La norma regula el carácter confidencial de las informaciones tributarias, considera que toda o parte de esa información es de interés público, por lo que la norma lesiona el artículo 30 constitucional. Se rechaza de plano la acción por omitir los requisitos que establece la Ley de la Jurisdicción Constitucional. RP
TRIBUTARIO. 6410-12. LEY DE IMPUESTOS MUNICIPALES DE ALAJUELA. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 5 y 7 de la Ley de Impuestos Municipales del Cantón de Alajuela. No. 8236.  Las normas se impugnan en cuanto la fórmula utilizada para el cálculo del impuesto de patentes que utiliza el cantón de Alajuela arroja en determinados casos, como el de la accionante,  un monto que absorbe la totalidad y más de la renta final disponible.  Señala que su representada es una empresa cuya actividad es la exportación de café, actividad que por su naturaleza ha sido declarada como de interés público y específicamente regida por la Ley de Régimen de Relaciones de Productores, Beneficiadores y Exportadores de Café.  Indica que con fundamento en los artículos 5 y 7 de la Ley de Impuestos Municipales del Cantón de Alajuela, su representada debe cancelar a la Municipalidad una suma que representa aproximadamente el 105% de la renta neta antes del pago del impuesto sobre la renta y el 150% de la renta disponible después del pago citado. Se considera vulnerado el principio de no confiscatoriedad que está relacionado con la inviolabilidad de la propiedad privada.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad. SL
TRIBUTARIO. 6414-12. SANCIONES POR NO PAGO DE TASA DE PUBLICACIÓN DE PATENTES DE INVENCIÓN. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 10, 33 y 40 de la Ley Patentes de Invención de la Ley de Patentes de Invención, Dibujos y Modelos Industriales y Modelos de Utilidad. No. 6867 del 25-04-1983. La normas impugnadas autorizan la creación de impuestos vía reglamento con sanción de pérdida de derechos constitucionales en caso de omisión de pago, infringiendo así competencias constitucionales exclusivas de la asamblea legislativa establecidas en la constitución política, en el artículo 121 incisos 13) y 18). La sanción por no pago de estas tasas vulnera el derecho a la propiedad intelectual, contemplado en el artículo 47 de la constitución política. Se acusa asimismo la inconstitucionalidad del acto administrativo aplicado en contra de su representada, que la sanciona con la pérdida del derecho de patente de invención, invocando para ello lo dispuesto en el artículo 10 de la ley referida, por cuanto se exige el pago de una publicación de edicto de patente de invención siendo que la solicitud debe tenerse como ya publicada de conformidad con el artículo 29 del convenio de cooperación en materia de patentes. El artículo 33 de la ley nº 6867 fue reformado por ley 8632 de 28 de marzo de 2008; sin embargo, dicha reforma se aprobó por la comisión legislativa plena tercera y no por el plenario legislativo, infringiendo así el artículo 121 de la constitución política al pretender crear y reformar los impuestos nacionales establecidos en el artículo 33 de la ley 6768, en tanto la materia de impuestos nacionales no es delegable y permanece bajo la competencia exclusiva del plenario legislativo, el cual nunca aprobó la creación de las nuevas tasas. Por otra parte, la garantía sobre la propiedad temporal de sus invenciones es un derecho constitucional garantizado al inventor por los artículos 47 y 121 inciso 18) de la constitución política. El incumplimiento del tributo denominado “tasa de publicación de la solicitud” no genera una deuda tributaria –con multas e intereses en caso de incumplimiento-, sino que extingue el derecho intelectual considerado en sí mismo. La inconstitucionalidad de los artículos 30 y 44 referidos se extiende a los actos materiales por los cuales se ejecuta esa última disposición, sea el decreto ejecutivo nº 15222-meic-j del 12 de diciembre de 1983. El artículo 46 de este último estipula el pago de una tasa en una moneda que no es la de curso legal. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción. SL
TRIBUTARIO. 6369-12. IMPUESTO A MOTELES. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 1, 3, 61 y 62 de la Ley Nº 8343 Ley de Contingencia Fiscal. Gaceta 250 del 27 de diciembre del 2002. Las normas regulan lo relativo al impuesto del 30% de cada habitación a los moteles que van dirigidos al IMAS. Se acusa que el monto es desproporcionado y se crearon impuesto con destino específico por un plazo indefinido. En este caso, se incumplen severamente los requisitos de admisibilidad que establece la Ley de la Jurisdicción Constitucional, además en la sentencia 1160-94 la Sala ya se pronunció sobre el tema, por lo que procede el rechazo por el fondo de la acción. RF
TRIBUTARIO. 6370-12. IMPUESTO A MOTELES. Acción de inconstitucionalidad contra los Artículos 1-3 y Capítulo VI de la Ley No. 8343. Ley de Contingencia Fiscal. Las normas señalan que los moteles deben inscribirse en el IMAS y además, deben pagar un puesto del 30% por cada habitación. Se acusa que se crea un tributo indefinido que constituye una norma atípica. . En este caso, se incumplen severamente los requisitos de admisibilidad que establece la Ley de la Jurisdicción Constitucional, además en la sentencia 1160-94 la Sala ya se pronunció sobre el tema, por lo que procede el rechazo por el fondo de la acción. RF
TRIBUTARIO. 6382-12. IMPUESTO A LAS PERSONAS JURÍDICAS. Acción de inconstitucionalidad contra la Ley 9024 del 23-12-2011. Publicada en el Alcance Digital de La Gaceta del 27-12-2011. Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas. La ley se impugna en tanto se considera que se le está dando efecto retroactivo y que eso es violatorio del artículo 34 constitucional. El caso resulta inadmisible por el incumplimiento absoluto de los requisitos para plantear la acción. RP 

TRIBUTARIO. 6388-12. LEY DEL IMPUESTO A LAS PERSONAS JURÍDICAS. Acción de inconstitucionalidad contra la Ley 9024 del 23-12-2011. Publicada en el Alcance Digital de La Gaceta del 27-12-2011. Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas. Se acusa que la ley lesiona los derechos de las personas que  tienen sociedades pequeñas, para quienes el impuesto es sumamente alto. La acción se rechaza porque el libelo de interposición no cumple con los requisitos de admisibilidad mínimos exigidos por la Ley de la Jurisdicción Constitucional. RP 

TRIBUTARIO. 6817-12. IMPUESTO A LAS PERSONAS JURÍDICAS. Acción de inconstitucionalidad contra la Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas. No. 9024. Se impugnan las sanciones por la falta de pago del impuesto de sociedades anónimas y sus sanciones. Se acusa que la ley está siendo aplicada en forma retroactiva. Se cita la sentencia 9170-06, sobre la legitimación de los entes corporativos para interponer acción. En el caso concreto, la acción se rechaza porque el accionante carece de legitimación. RP

TRIBUTARIO. 6823-12. IMPUESTO A LAS PERSONAS JURÍDICAS Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 1 y 2 de la Ley 9024 del 23-12-2011. Publicada en el Alcance Digital de La Gaceta del 27-12-2011. Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas. El que se cobren los impuestos a personas jurídicas que ya se encuentran inscritas, a juicio del accionante lesiona el principio de irretroactividad de la ley. Se rechaza la acción porque no existe asunto base. Se rechaza de plano la acción. RP
TRIBUTARIO. 6861-12. LEY DE IMPUESTO A PERSONAS JURÍDICAS. Acción de inconstitucionalidad contra la Ley 9024 del 23-12-2011. Publicada en el Alcance Digital de La Gaceta del 27-12-2011. Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas. Se impugnan las sanciones y multas que establece la Ley, así como el destino del impuesto. Se deniega el trámite de la acción al no haber cumplido el accionante una prevención que le fue realizada. Se deniega el trámite de la acción. 
TRIBUTARIO. 6831-12. LEY DE IMPUESTO A LAS PERSONAS JURÍDICAS. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 1, 3, 4, 5, 6 y 11 de la Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas. No. 9024 Actuales diputados cuestionan el procedimiento de aprobación de la ley, el impuesto y las sanciones a que se expone una persona jurídica por el no pago del mismo. Se analiza el tema de la legitimación de los diputados para accionar en forma directa y se cita la sentencia 11735-03. Se rechaza de plano la acción por falta de legitimación. Se rechaza de plano la acción. Los Magistrados Calzada Miranda y Cruz Castro salvan el voto y ordenan continuar con la tramitación de la acción. RP

AMBIENTE 

6424-12 PERMISOS. SE ANULAN PERMISOS POR ACTIVIDADES QUE AFECTAN AGUAS SUBTERRÁNEAS DEL ACUÍFERO DE MOÍN. Alega el recurrente que se encuentra disconforme con las actividades que diversas empresas han realizado dentro de la zona 6 del Puerto de Moín debido a que se pone en peligro la calidad de las aguas subterráneas y que, las autoridades han sido negligentes, toda vez que no se han tomado las medidas que corresponden a efecto de resolver el problema. En este caso, la Sala señala que lleva razón el recurrente, toda vez que se observa una clara vulneración al derecho  a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado ante las omisiones de las autoridades responsables de velar por el cumplimiento de ese derecho fundamental. Se citan los artículos 21, 33 y 50 de la Constitución Política. Se cita el voto  No. 2004-1923 de las 14:55 hrs. de 25 de febrero de 2004. Se declara con lugar el recurso. Se anulan los permisos de funcionamiento concedidos por la Municipalidad del Cantón de Limón a las empresas Ramírez y Asociados, Sociedad Anónima, cédula jurídica No. 3-101-105789, Industrias Jaspe, Sociedad Anónima, cédula jurídica No. 3-101-480209; IRR Logistics, Sociedad Anónima, cédula jurídica No. 3-101-406800; y Compañía Porteadora del Caribe, Sociedad Anónima, cédula jurídica No. 3-101-079606, para que realicen actividades sobre el inmueble descrito con el plano catastro No. L-843089-2003, por afectar las aguas subterráneas del acuífero de Moín. Se ordena al Alcalde Municipal del Cantón de Limón, y al  Director de la Región Huetar Atlántica del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados,  y  Jefe  de  Operación  y  Mantenimiento  de  esa  Región, respectivamente, tomar de modo conjunto e inmediato las medidas necesarias y ejecutar las acciones pertinentes, para evitar todo riesgo de contaminación de las aguas subterráneas de la denominada zona 6 acuífero de Moín, de lo cual se deberá enviar un informe a este Tribunal Constitucional, dentro del plazo improrrogable de dos  meses  a  partir  de  la  notificación  de  esta  sentencia.  CL
7087-12. PERMISOS. PROBLEMAS QUE GENERAN EL OTORGAMIENTO DE PERMISOS EN PUNTA LEONA SIN ESTUDIOS AMBIENTALES ADECUADOS. Alega el accionante, que el Club Punta Leona se ubica en Garabito Puntarenas y tiene una extensión de aproximadamente 370 hectáreas, con un área plana y una gran parte zona montañosa de bosque primario y secundario, y con frente al Océano Pacífico.  Dicho complejo tuvo su inicio hace aproximadamente 25 años, y se asienta en gran parte dentro de la microcuenca de la Quebrada Mantas, que drena un territorio de aproximadamente 263 hectáreas. En dicho territorio soporta una carga de, aproximadamente, 706 lotes, 631 casas y apartamentos construidos y 157 lotes aún por construir, lo que significa una presencia humana de alrededor de 7 mil personas.  Señalan que desde hace varios años la Municipalidad de Garabito, y la SETENA han venido autorizando una serie de proyectos de construcción en Punta Leona, con una intensidad muy alta, sin que se hayan detenido a establecer la capacidad de carga de la zona, sin que se hayan realizado estudios hidrogeológicos integrales que permitan conocer la oferta de agua para consumo humano, el efecto de las construcciones en la escorrentía, la contaminación con exceso de sedimento en el mar y, en general, sus efectos en la biodiversidad del territorio y sin que las autoridades públicas, cumplan su obligación de cumplir con su deber de vigilancia. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, en lo que respecta a la falta de estudios hidrológicos integrales y la explotación del acuífero de Playa Mantas sin ningún control, las construcciones en zonas cuyas pendientes son mayores al 50%, la destrucción del bosque y sotobosque y la fiscalización de los compromisos ambiéntales.  Se le ordena al Gerente del Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento, Subgerente del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados y Director del Departamento de Aguas del Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, disponer lo necesario para que dentro de los seis meses siguientes a la notificación de esta resolución, se elabore en conjunto un estudio hidrológico integral del acuífero de Playa Mantas, que permita determinar, entre otras cosas, la capacidad de carga de la zona y su condición, y el efecto de las escorrentías en la biodiversidad del territorio y mar.  Asimismo, se les ordena al Secretario General Ad-hoc de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental Ministra a.i. de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, Alcalde Municipal de Garabito y Director Regional del Área de Conservación Pacífico Central,  disponer lo necesario para que de inmediato, se  respete  el uso de suelo y la protección absoluta de  las  zonas que poseen una pendiente mayor al 50%. Adicionalmente,  ordenen lo necesario para evitar la destrucción indiscriminada de bosque y sotobosque en la zona de  Punta Leona y la fiscalización y cumplimiento de los compromisos ambientales de los proyectos que se desarrollan en la zona en cuestión. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Jinesta y Piza salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL Parcial
6927-12 AGUAS NEGRAS. GENERAN PROBLEMAS EN MATINA DE LIMÓN. Alega la recurrente que a través de su propiedad corren aguas negras y jabonosas, lo cual considera lesiona su derecho a la salud. ﻿En este caso, la Sala señala que la Ley General de Salud dispone en el artículo 314, que dentro de sus atribuciones,  le corresponde  al Ministerio de Salud   ordenar y tomar las medidas especiales que habilita la ley para evitar el riesgo o daño a la salud de las personas o que éstos se difundan o se agraven y para inhibir la continuación o reincidencia  en la infracción de los particulares y que, se observa que el cumplimiento a cabalidad de esta norma, toda vez que la autoridad recurrida ha supervisado el proyecto a efecto de procurar el bienestar de la amparada. ﻿Se citan los artículos 27, 50 y 169 de la Constitución Política. Se citan los votos 2007-005012, 2010-21510, 2011-694, 2011-1752, 2011-1903 y 2011-2098.  Se declara sin lugar el recurso. SL
6451-12 CONTAMINACIÓN SÓNICA. NEGLIGENCIA DE AUTORIDADES. Alega el recurrente que ﻿ a pesar de que las autoridades de salud conocen de la contaminación sónica que produce el comercio denominado SNAX en Concepción de Tres Ríos, Centro Comercial Plaza Madrid, éstas no toman las medidas pertinentes para evitarlo. En este caso, la Sala observa que las autoridades recurridas han actuado a tenor de lo dispuesto por ley y que, incluso antes de la presentación del recurso éstas habían emitido órdenes sanitarias en aras de solucionar el problema. Se citan los artículos 21,50, 73 y 89 de la Constitución Política. Se declara sin lugar el recurso. SL

6514-12 AGUA. PERMISOS PARA CAPTACIONES DE AGUA. Alega el recurrente que cerca del centro de captación “Ofelia” y la quebrada Títaro (ambos en San José de la Montaña) se están realizando movimientos de tierra sin los permisos correspondientes y que, las autoridades han hecho caso omiso ante la denuncia interpuesta. En este caso, la Sala señala que si bien las autoridades recurridas han actuado diligentemente, lo cierto es que  la principal preocupación del recurrente y, en consecuencia, de la Asociación Administradora del Acueducto Comunal de Poás de Aserrí, a la fecha no ha sido resuelta. Indica además, que es necesario que las autoridades recurridas tomen las medidas necesarias de inmediato, toda vez que las captaciones de agua en cuestión se encuentran expuestas y susceptibles de todo tipo de contaminación. ﻿Se analiza el derecho a un ambiente sano y equilibrado. Se cita el artículo 50 de la Constitución Política. Se declara con lugar el recurso.  En consecuencia,  se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud de Aserrí del Ministerio de Salud, y al Alcalde y Presidenta del Concejo  Municipal de Aserrí, o a quienes ocupen esos cargos, que dentro del plazo de 15 DÍAS contado  a partir de la notificación de esta sentencia, en coordinación con la Asociación Administradora del Acueducto Comunal de Poás de Aserrí, brinden una solución efectiva y definitiva al problema de la falta de protección en las captaciones  de agua ubicadas en el sector denunciado por el recurrente. ﻿El Magistrado Piza Rocafort salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL

6572-12 QUEMAS. EN FINCAS CAÑERAS EN GRECIA. Alega el recurrente que los vecinos de Grecia y Alajuela sufren una clara violación a sus derechos fundamentales ante las quemas descontroladas que realizan las fincas dedicadas al cultivo de caña. En este caso la Sala señala que si bien este tipo de actividades contravienen el principio de ambiente sano y equilibrado, en el caso en cuestión  no se logra comprobar la existencia de quemas descontroladas en la zona de Grecia, ni que las mismas estén produciendo contaminación al ambiente tal y como lo alega el recurrente. Se analiza el derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado y el principio de prudencia. Se citan los artículos 21, 50, 73 y 89  de la Constitución Política Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
6620-12 RÍO. PROBLEMAS QUE GENERA RÍO MARÍA AGUILAR EN PROPIEDAD. Alega el recurrente que la Municipalidad de San José no ha procedido  a realizar las obras dispuestas  por el Tribunal Ambiental  Administrativo  y  la  Sala  Constitucional,  en  las  resoluciones 79-05-TAA del 3 de febrero de 2005, y 2007-001992 de las 19:25 horas del 13 de febrero de 2007, por lo que a la fecha el terreno de su propiedad y el del amparado, siguen sufriendo el deterioro producto del paso del Río María Aguilar. En este caso, la Sala señala que ﻿ si el recurrente estima que la obra desarrollada no es la más óptima, deberá plantear sus alegatos ante las instancias ordinarias correspondientes, con el fin de que se resuelva ahí lo que en derecho corresponda. ﻿Se declara sin lugar el recurso. SL

6711-12 TORRES. TELEFONÍA CELULAR. Alega el recurrente que fue instalada una torre transmisora de señal celular cerca de sus domicilios, lo cual afecta sus derechos fundamentales. La Sala señala que no lleva razón el recurrente en el agravio señalado, por cuanto las autoridades recurridas han actuado a tenor de lo establecido en la normativa nacional e internacional. ﻿Se cita el voto 015763-11. Se citan los artículos 121, inciso 14) subinciso c), artículo 105, 121 inciso 1), artículo 7, artículo 140 inciso 10). Se analiza la importancia,   interés público y vocación nacional de la infraestructura de las telecomunicaciones en el   ordenamiento constitucional e infraconstitucional. Se rechaza por el fondo el recurso. Los Magistrados Armijo Sancho, Cruz Castro y Rueda Leal salvan el voto y disponen dar curso al amparo conforme lo indican en el último considerando de esta sentencia. RF
6898-12 RÍOS. CONTAMINACIÓN DE RÍOS COLORADO Y TURRIALBA POR AGUAS NEGRAS. Alega el recurrente que en los ríos Colorado y Turrialba se descargan miles de litros de aguas negras, provenientes de 4500 casas ubicadas en el centro   de Turrialba, que están conectadas a una  "red de cloacas", que consiste en un conjunto de canales   o conductores de recolección  de   aguas   negras  (materia fecal) que   finalmente descargan en los mencionados ríos,   sin ningún tipo de tratamiento y que, las autoridades encargadas de subsanar el problema no han tomado ningún tipo de medida en aras de encontrar una solución a esta gravosa situación. En este caso la Sala señala que ﻿ las distintas autoridades públicas tienen la obligación primaria y fundamental de respetar y garantizar el derecho fundamental de toda persona a la salud y a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Se citan los artículos 21, 50, 73, 89 y 169  de la Constitución Política. Se citan los votos  1992-1915 de las 14:12 horas del 22 de julio de  1992, 2004-10039 de las 14:39 horas del 13 de septiembre de 2004, ﻿2005-04002  de las 9:14 hrs. del   15 de abril de 2005, 2006-17126 de las 15:05 horas del 28 de noviembre de 2006, 2006-005928 de las 15 horas del 2 de mayo de 2006 y 2008-001003 de las 14:56 horas del 23 de enero de 2008.  Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a la Alcaldesa Municipal de Turrialba, la  Subgerente General del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, y a la Directora del Area Rectora de Salud  de Turrialba del Ministerio de Salud, o a quienes desempeñen dichos cargos, adoptar en forma inmediata y coordinada las medidas y acciones necesarias, dentro del ámbito de sus competencias, para que en el término improrrogable de dieciocho meses, contado  a partir de la notificación de esta resolución, se finalicen los estudios  técnicos y de factibilidad necesarios  para concluir el diseño final del sistema de recolección, tratamiento y disposición final de las aguas negras o residuales provenientes del casco central de Turrialba, y una vez que se cuente con el referido diseño final, se inicie en un plazo razonable la construcción y puesta en funcionamiento del sistema de recolección, tratamiento y disposición final de las aguas negras o residuales.  Los Magistrados Jinesta Lobo y Piza Rocafort ponen nota. CL
5913-12 PERMISOS. CONSTRUCCIÓN DE VILLA OLÍMPICA EN HATILLO. Alega el recurrente su disconformidad con la decisión de la Municipalidad de San José de construir una Villa Olímpica en la zona de Hatillo, lo anterior por cuanto el área donde se planea la construcción actualmente es utilizada para realizar deporte y compartir en familia y ﻿estiman que la construcción de una villa olímpica, podría afectar la salud de los habitantes del lugar, ya que Hatillo no tiene las condiciones,  ni la infraestructura, para soportar el consecuente aumento de personas visitantes que ocasionaría, poniendo en riesgo su vida y salud. En este caso la Sala señala que no puede acreditarse el agravio alegado por el recurrente. Se declara sin lugar el recurso. SL
5430-12 ﻿CONTAMINACIÓN SÓNICA.  PROVOCADA POR BAR EN DESAMPARADOS. Alega el recurrente el derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, pues, en su criterio, el Área Rectora de Salud de Desamparados y la Municipalidad de Desamparados, han omitido fiscalizar la actividad que se realiza en un Bar de la zona. En este caso, no consta la intervención de las autoridades de salud ﻿y por su parte, no se demuestra idónea y fehacientemente que el recurrente haya  reclamado la intervención de la corporación municipal en la atención del problema  que le aqueja. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en lo que respecta a la omisión reprochada al Ministerio de Salud. Se le advierte a la Directora  del  Área  Rectora  de  Salud  de Desamparados, abstenerse de incurrir, nuevamente, en la omisión que dio merito para acoger este amparo.  En lo demás, se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Jinesta y Piza salvan el voto. CL Parcial
5431-12 AGUAS NEGRAS. SE ACUSA FALTA DE ACCIÓN DE LAS AUTORIDADES PARA LA REPARACIÓN DEL DAÑO. Alega la recurrente que  su madre y una vecina de ésta, se encuentran recibiendo  aguas negras debido a que el tubo que guiaba dicha agua se reventó y no ha sido posible reparado. En este caso, consta que las autoridades recurridas se limitaron a indicar que la denuncia planteada por los amparados, sería tramitada dentro de un plazo de 6 a 7 meses, tiempo que, sin duda alguna, resulta excesivo e irrazonable. ﻿Se declara con lugar el recurso.  En consecuencia,  se le ordena  a la  Directora del Área Rectora de Salud de Desamparados, que DE INMEDIATO, proceda a notificarle a la parte interesada la orden  sanitaria No. CS-ARS-D-ERS-OS-0122-2012. Asimismo, se le ordena a dicha autoridad realizar todas aquellas gestiones que sean necesarias a efecto que se cumpla, a cabalidad y, dentro del término conferido, lo dispuesto en la referida orden sanitaria. CL

5981-12. CONTAMINACIÓN. QUEMAS Y TRATAMIENTOS DE TERRENOS. Alegan los recurrentes que consideran lesionados sus derechos a la salud y al ambiente con la quema de cañales, rastreos y arado de terreno que se realizan en el cantón de Filadelfia y lugares aledaños, perjudicando la salud de los habitantes y contaminando el ambiente. En este caso la Sala señala que no es un ente fiscalizador de los criterios técnicos vertidos en las normas o por las autoridades administrativas en materia ambiental, sino que su actividad jurisdiccional mediante el proceso de amparo se limita a constatar si las dependencias  estatales competentes  han vulnerado  los  derechos  fundamentales  y,  concretamente,  el  artículo 50 constitucional,  por  incumplir  obligaciones impuestas para la protección del ambiente. ﻿Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Jinesta y Piza declaran sin lugar el recurso por razones por razones diferentes. La Magistrada Calzada pone nota.- SL

6033-12 CONTAMINACIÓN. POR AGUAS JABONOSAS. Alega el recurrente que considera vulnerado su derecho al goce de un ambiente sano y equilibrado debido a que pese a que en el año 2010 interpuso una denuncia ante el Ministerio de Salud a afecto de que solucionaran el problema de inundación que sufre en su casa debido a la desviación de aguas jabonosas por parte de un vecino y que, a la fecha de interposición del recurso no ha recibido respuesta por parte de la autoridad recurrida. En este caso la Sala señala que ﻿ la ley le ha otorgado  al Ministerio recurrido las suficientes competencias  y potestades  para atender la denuncia, pudiendo incluso compeler a los supuestos responsables a efectos de verificar o no lo denunciado, y sin embargo, no lo han hecho, razón por la cual la inercia está injustificada. ﻿Se  declara  CON  LUGAR  el  recurso,  en  consecuencia  se  ordena  a la Directora del Área Rectora de Salud de La Unión, Región Central Este, o a quien en su lugar ocupe este cargo, proceder  a girar las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para: a) Realizar de inmediato una inspección en el inmueble denunciado a efectos de verificar los hechos que constan en la denuncia Nº n°11-295, y si el denunciado se sigue negando a la inspección, utilizar todas las potestades de imperio que la ley le otorga a dicho Ministerio para poder realizar efectivamente la inspección; b) Posterior a la inspección, y según los resultados que esta arroje, emitir los actos administrativos que correspondan, incluso dictar órdenes sanitarias, si fuere el caso; c) Darle una respuesta a la denuncia n°11-295 del recurrente dentro del plazo máximo de UN MES calendario contado a partir de la comunicación de esta resolución. CL

6084-12 CONTAMINACIÓN. ﻿EN EXPO-SAN CARLOS. Alega el recurrente que con motivo de la Expo San Carlos se realizaron una serie de labores en la margen derecha  del río San Carlos, donde al parecer se instalarán puestos comerciales, con el agravante de que se ha barrido por completo y eliminado la cobertura vegetal existente en el área de protección del Río San Carlos y su consiguiente movimiento de tierra que evitaba la erosión. En este caso la Sala señala que contrario a lo argumentado por el recurrente, la cobertura vegetal en el área de protección del río San Carlos, en el sector donde se previó celebrar la Expo San Carlos, que es propiedad  de la Cámara de Ganaderos  de la zona, no ha sido afectada con las labores que se realizaron para efectuar tal actividad. ﻿Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Jinesta Lobo y Piza Rocafort salvan el voto y declaran sin lugar el recurso por otras razones. SL

5994-12 CONTAMINACIÓN SÓNICA. NEGLIGENCIA MUNICIPAL. Alega el recurrente que  las autoridades sanitarias y municipales recurridas han sido negligentes en cuanto a la atención de las denuncias planteadas por la contaminación sónica, presuntamente, producida por la actividad de karaoke en el Bar Blue Rock, en Aguas Zarcas de San Carlos. En este caso la Sala señala que ﻿ existen  elementos  suficientes  para  sostener  que  las autoridades del Área Rectora de Salud de Aguas Zarcas no han actuado con la diligencia debida para atender la denuncia por contaminación sónica planteada por el actor en procura de su derecho a la salud y a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado y que, en lo que atañe a la Municipalidad, ﻿no puede imputársele ninguna conducta omisiva en contravención de las atribuciones constitucionales  y legales atribuidas en la administración de los intereses del cantón, toda vez que no consta solicitud del recurrente a la Institución, a efecto de que la autoridad recurrida resolviera la situación. ﻿Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se le ordena al Director a.i. del Área Rectora de Salud de Aguas Zarcas del Ministerio de Salud, o a quien ocupe ese cargo, que en caso de verificar la contaminación sónica denunciada a partir de los resultados de la medición efectuada, adoptar, inmediatamente, las medidas que correspondan conforme la normativa  vigente  para  solucionar  ese  problema. CL Parcial 

5996-12 CONTAMINACIÓN. EXTRACCIÓN DE MATERIALES DEL RÍO PACUARE. Alega el recurrente que se opone al trámite de permiso  de concesión para la extracción y explotación de piedra, grava, y arena gruesa, sobre el cauce del Río Pacuare, pues considera que tal extracción atenta gravemente contra el medio ambiente y que, la propiedad de su representada sirve de fundo sirviente a la propiedad de la sociedad representada, pero únicamente para efectos agrícolas y no para extracción de materiales. En este caso, la Sala señala que  no se comprueba que la concesión de extracción de materiales en cauce de dominio público, río Pacuare, esté causando un grave daño ambiental y que, en lo atinente a determinar si la servidumbre que existe sobre la propiedad de la sociedad está limitada a aspectos agrícolas es una cuestión de legalidad, la cual es improcedente resolver vía de amparo. Se declara SIN lugar el recurso.  Los Magistrados  Jinesta Lobo y Piza Rocafort salvan el voto y declaran sin lugar el recurso por razones diferentes. La Magistrada Calzada pone una nota. SL

BANCARIO 
6051-12. ACOSO TELEFÓNICO. POR SEGURO DE TARJETAS E INTERESES MORATORIOS Alega el recurrente que en reiteradas ocasiones le han llamado del Banco Citibank de Costa Rica a efecto de comunicarle que tiene una deuda con la entidad, no obstante aclara que si bien tiene a su nombre una tarjeta nunca la ha usado, sin embargo, al consultarle al Banco recurrido le indicaron que el cobro es por concepto de seguro de tarjeta e intereses moratorios, lo cual considera lesivo a sus derechos fundamentales, toda vez que nunca ha recibido un estado de cuenta de parte de la empresa. En este caso, la Sala señala que a criterio de esta Sala, no corresponde  a esta jurisdicción determinar si las llamadas que llevó a cabo la institución accionada para el cobro de la deuda antes citada, constituyen o no acoso, pues ello implica un análisis que excede la naturaleza sumaria del amparo. ﻿Se declara SIN lugar el recurso. SL
DERECHO A LA EDUCACIÓN

6474-1 MATRICULA. SE ACUSA QUE NIEGAN MATRÍCULA EN CENTRO EDUCATIVO POR FALTA DE CUPO. Alega el recurrente que en el Colegio Mexico y Colegio Napoleón Quesada ﻿le niegan el derecho  de continuar con su proceso educativo, puesto  que no se le matriculó para este curso lectivo, bajo los argumentos de que no hay espacio en las aulas, así como la falta de capacidad de los profesores para atenderla y que, la menor no pudo continuar sus estudios en el Colegio Técnico de Calle Blancos toda vez que para este curso lectivo 2012 no abrieron la especialidad que cursaba. En este caso, la Sala señala que se descarta violación a los derechos fundamentales de la amparada, toda vez que se persigue que los educandos tengan acceso a la educación, sin que necesariamente sea el centro educativo de su predilección y que, en este caso se verifica que las autoridades del Colegio Técnico de Calle Blancos le ofrecieron la ayuda correspondiente con la salvedad de que la amparada debería elegir otra especialidad, puesto que en el centro no se imparte la especialidad que cursaba.. Se cita el voto 735-98 de las 12:48 horas del 6 de febrero de 1998. Se declara sin lugar el recurso. SL
6609-12 BECAS. NIEGAN DEPÓSITO INCENTIVO DE FONABE PORQUE LA ENCARGADA NO TIENE CÉDULA DE RESIDENCIA. Alega el recurrente que el FONABE    no ha depositado al amparado -quien sufre de parálisis cerebral- el monto de la beca que le fue otorgado. En este caso, la Sala señala que lleva razón la recurrente, toda vez que las autoridades condicionan el otorgamiento del incentivo a la vigencia de la cédula de residencia de la encargada del amparado. Se cita el voto ﻿16361-10 de   las ocho horas y cuarenta y nueve minutos del uno de octubre del dos mil diez.  ﻿Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena a la Presidenta de la Junta Directiva del Fondo Nacional de Becas del Ministerio de Educación Pública (FONABE) que, DE MANERA INMEDIATA, realice las gestiones pertinentes para que al  tutelado se le otorgue, nuevamente, la beca que disfrutaba. Esto, siempre que alguna otra circunstancia no lo impida. CL
6631-12 DISPOSICIONES ADMINISTRATIVAS. NO ADMITEN PELO LARGO EN COLEGIO PÚBLICO. Alega el recurrente lesión a sus derechos fundamentales, toda vez que le está siendo negado el ingreso al Centro Educativo Liceo de Costa Rica en razón de su cabello largo. En este caso, la Sala señala que   los estudiantes de secundaria están bajo la autoridad y vigilancia de la institución en la que cursan  sus estudios y están obligados  a portar el uniforme  y a cuidar su presentación personal en los términos en que se regule en la normativa correspondiente, sin que ello implique una vulneración a sus derechos fundamentales y que, se demostró que al estudiante nunca se le ha aplicado una llamada de atención o boleta de conformidad  con los registros que   tiene el colegio, o en razón del largo de su cabello. Así se descarta el agravio señalado. ﻿Se cita el voto ﻿ 2009018014 de las nueve horas y cinco minutos del veintisiete de noviembre del dos mil nueve. Se declara sin lugar el recurso. SL
7170-12 CENTRO EDUCATIVO. NIEGAN A ESTUDIANTES SALIR DE RECINTO EDUCATIVO. Alega la recurrente que  es estudiante regular del Centro Integrado de Educación de Adultos (CINDEA),   ubicado en Belén de Carrillo, Guanacaste y que la Directora de esa institución educativa ha dictado una serie de medidas administrativas en cuanto al egreso de estudiantes de la institución que son, en su criterio, arbitrarias,   ilegítimas y violatorias de la libertad de tránsito. En este caso, la Sala señala que la medida adoptada por la administración no se consideran irrazonable toda vez que con ella se pretende garantizar la seguridad, integridad física y patrimonial de los menores educandos  y de las personas mayores de edad -estudiantes o no- que permanecen en el Centro Educativo y quedó demostrado, que existe un protocolo sencillo de salida de la institución, que no implica per se, una restricción arbitraria de la libertad personal de los estudiantes. Se cita el artículo 15 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se cita el voto ﻿No.2004-7726 de las 10:21 horas de 16 de julio de 2004. ﻿Se declara sin lugar el recurso. COMUNÍQUESE. SL

6065-12 SANCIÓN. POR MENSAJES EN FACEBOOK. Alega la recurrente que se lesionó su derecho al debido proceso,  al imponerle la sanción de suspensión por el resto del curso lectivo, por haber enviado mensajes vía  facebook a través de computadoras de sus compañeros, sin haberle dado audiencia previa, con sus padres y representante legal. En este caso la Sala señala que ﻿ la recurrente no tuvo un traslado de cargos previo, ni oportunidad para que ella, su familia o su representante legal presentaran  prueba de descargo o refutaran los hechos imputados. ﻿Se declara con lugar el recurso. Se anula la sanción impuesta a la actora el 13 de marzo de 2012 de interrupción del proceso educativo por el resto del período lectivo. CL

5999-12 EXAMEN. LE LIMITAN REALIZACIÓN DE EXÁMENES POR SUFICIENCIA. Alega el recurrente que  en el Liceo Mauro Fernández no le permiten realizar la materia de matemáticas por medio de examen de suficiencia o tutoría, por lo que en el curso lectivo del 2013 únicamente tendrá que llevar esa materia. En este caso la Sala señala que ha sido   debidamente acreditado que, conforme a lo dispuesto en el Decreto Ejecutivo No. 34886-MEP, denominado  “Reforma Integral de las Normas Reguladoras  de la Promoción y Repitencia dentro del Sistema Educativo Público Costarricense, Decreto No. 31635-MEP” no se observa lesión a los derechos del recurrente, toda vez que puede cursar materias de grados superiores simultáneamente con las pruebas que tenga pendientes. ﻿Se declara sin lugar el recurso. SL
5346-12 MATRICULA. SE NIEGA POR FALTA DE CUPO. Alega la recurrente que  por razones personales, se tuvieron que ir  a vivir a Pérez Zeledón y solicitó matrícula en dos centros educativos, y en ambos  le negaron la matrícula a su hijo, aduciendo la supuesta falta de cupo. En este caso, la Sala señala que la falta de cupo es una razón objetiva para denegar la matrícula, sin embargo, dicha circunstancia  se  torna  ilegítima  cuando  las  autoridades  del  Ministerio  de Educación Pública no le ofrecen al estudiante otra opción en la que pueda continuar con sus estudios. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al  Director Regional de Educación de Pérez Zeledón, o a quien ocupe su cargo, disponer, en forma inmediata, lo necesario a efecto que el amparado sea matriculado, de manera definitiva, en un centro educativo cercano a su domicilio y en el nivel que le corresponde. CL

5351-12 PRESUPUESTO. ELIMINAN LECCIONES DE MÚSICA EN CENTRO EDUCATIVO POR FALTA DE PRESUPUESTO. Alega el recurrente que por  razones presupuestarias del Ministerio de Educación Pública, en el centro educativo del amparado dispusieron no impartir más lecciones de música a los menores. En este caso, la Sala señala que  la educación no sólo es un derecho fundamental, sino que además, constituye un servicio público a cargo del Estado, que como tal, reúne las características propias  de éste, así bajo esa inteligencia, se ha reconocido  que el Estado debe adoptar las medidas necesarias, a fin que la educación se brinde en forma continua y eficiente. ﻿Se declara con lugar el recurso. Se ordena a al Director de la Dirección Regional de Educación de San José Central y a la Directora de la Escuela Granadilla Norte de la Dirección Regional de Educación San José Central, ambos  del Ministerio de Educación Pública -cada uno dentro del ámbito de sus competencias- o a quienes ocupen los cargos,   adoptar de inmediato las acciones administrativas necesarias para asegurar que en el curso lectivo 2012 se imparta la materia de Educación Musical y Artes Plásticas en la Escuela Granadilla Norte. CL
5353-12. MENOR CON DISCAPACIDAD. NO LE DAN ACCESO A EDUCACIÓN POR FALTA DE PRESUPUESTO.  La  recurrente,  madre  del  menor  amparado, considera que a este se le están violentando sus derechos fundamentales (igualdad  por ser persona discapacitada, y educación) por el hecho de que, fuera denegada la solicitud de la Directora del Centro de Enseñanza Especial Lenin Salazar Quesada -donde su hijo cursa el kinder- de un código de deficiencias visuales, bajo el argumento de falta de presupuesto. Se declara CON LUGAR el recurso, en consecuencia se ordena al Viceministro Administrativa del Ministerio de Educación Pública y a la Jefe del Departamento de Educación Especial del Ministerio de Educación Pública, proceder de inmediato, cada una dentro del ámbito de sus competencias, a girar las instrucciones del caso a efectos de que las necesidades especiales del menor amparado sean debidamente atendidas -y del resto de menores con discapacidad visual-, en especial las referidas a su discapacidad visual, ofreciéndole a la recurrente, la docente a cargo del menor y la Directora del Centro de Enseñanza Especial Lenin Salazar Quesada el apoyo requerido para su proceso educativo, sea personal especializado, apoyo curricular, ayuda técnica, material didáctico adaptado, asesoramiento, capacitación de la docente, entre otros.  CL
5615-12 TÍTULOS. SE NIEGA LA ENTREGA DE TÍTULOS A CENTROS NO AVALADOS POR EL MEP. Alega el recurrente que como consecuencia  de la falta de fiscalización del Ministerio de Educación Pública, matriculó a la amparada en un centro educativo privado donde le entregaron  un título no avalado por  el Ministerio de Educación Pública, lo que le impide continuar su proceso educativo. En este caso la Sala señala que ﻿la educación  no  solo  se  puede  concebir  como  un  derecho  de  los ciudadanos, sino también como un servicio público, entiéndase una prestación positiva  que brindan  a los habitantes  de la república las administraciones  públicas - en este caso el  Estado  a  través  del  Ministerio  de Educación Publica- y que, con base en los hechos expuestos es la menor, quien sufre las consecuencias de la inercia de las autoridades públicas y privadas en el proceso de acreditación y supervisión. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, en lo que atañe al derecho a la educación.  Se le ordena a la Viceministra Académica y Jefe del Departamento de Centros Docentes Privados  del Ministerio de Educación Pública, o a quienes ejerzan esos cargos, disponer  lo necesario  para que se le permita a la menor amparada continuar su proceso educativo.  CL Parcial
5630-12 SANCIÓN. SE ORDENA ENTREGAR DOCUMENTACIÓN PARA QUE MENOR SEA MATRICULADA EN OTRO CENTRO EDUCATIVO. Alega la recurrente que ﻿debido a que su hija cometió una falta grave, las autoridades del centro educativo amparado le indicaron que debían indemnizar a la alumna afectada, limpiar y lijar pupitres. Sin embargo, se le puso una nota de 59 en conducta, con lo cual perdió el año, por lo que considera que existe una doble sanción. En este caso la Sala señala que ﻿cuando se trae a colación la prohibición de doble sanción, establecida  en el artículo  42 de la Constitución Política, se refiere concretamente a no juzgar dos veces el mismo hecho e imponer dos sanciones  distintas en dos procedimientos de la misma índole que tengan como base los mismos hechos y en este caso quedó demostrado que la amparada no fue obligada a realizar labores de limpieza, no obstante sí fue advertida del rebajo de puntos. ﻿Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente por la falta de emisión de la documentación necesaria para que la amparada pueda ser trasladada a otro centro educativo. En consecuencia, se ordena a la Apoderada  Generalísima sin límite de suma de la Asociación Educacional Popular  María Auxiliadora, o a quien en su lugar ejerza el cargo, realizar de forma personal E INMEDIATA, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, las acciones necesarias para asegurarse que la amparada sea matriculada en otro centro educativo en el nivel de octavo año y en caso de que debido al avance del curso  lectivo no sea aceptada  en otra Institución, deberá aceptarla en el Centro que dirige. PCL
5639-12 MATRICULA. SE NIEGA POR FALTA DE CUPO.  Alega la recurrente que si bien su hija es alumna regular del Liceo de Heredia, fue rechazada para el presente curso lectivo, toda vez que, le indicaron que ella no era alumna de dicha institución y que tenían que darle oportunidad a otros estudiantes, por lo que, se trasladó al Liceo de los Lagos de Heredia, que es otra de las Instituciones  donde también le corresponde  a la amparada a estudiar, y después de tres semanas de espera para que le atendiera la Subdirectora, le manifestó que no tenían espacio disponible. En este caso la Sala señala que cuando una institución educativa presente  limitaciones locativas para matricular estudiantes, corresponde al respectivo Supervisor en asocio con los directores de instituciones educativas de su jurisdicción, adoptar  las medidas necesarias  que garanticen el ingreso y la permanencia de los estudiantes en el sistema educativo y en caso de no resolverse, le corresponderá  al Director  Regional, por lo que en este caso al comprobarse la negligencia de las autoridades recurridas se acredita el agravio alegado. Se declara con lugar el recurso. CL

﻿5671-12 ADECUACIÓN CURRICULAR.  NO SE TOMA EN CUENTA DIAGNÓSTICO MÉDICO. Alega la recurrente que no se aborda el caso de su hijo en el centro educativo donde estudia de acuerdo con la discapacidad que sufre y se le impuso una sanción de interrupción del proceso educativo sin indicarle cómo puede impugnarla. En este caso la Sala señala que se demostró que las autoridades recurridas no hicieron referencia respecto a si se ha tomado en consideración el diagnóstico del Hospital Nacional de Niños de retardo mental leve a efectos  de establecer  algún tipo de adecuación curricular que se ajuste   sus capacidades, lo cual es contrario a su derecho a la educación y a la igualdad, en la medida en que no estaría siendo tratado de acuerdo con circunstancias personales que son relevantes para el proceso educativo. Se declara con lugar el recurso. Se anula la sanción impuesta al tutelado el 13 de marzo de 2012 de interrupción del proceso educativo por treinta días naturales. Asimismo, se ordena al Director de la Escuela Líder Silvestre Grant Griffith, y a la Directora Regional de Limón del Ministerio de Educación Pública, o a quienes ocupen sus cargos, disponer lo necesario para que se establezca, a la mayor brevedad posible, si al menor le corresponden adecuaciones  curriculares y, de ser así, que sean implementadas de forma inmediata. CL
5728-12 CLASES DE INGLÉS. AUSENCIA DE CÓDIGOS NO PERMITAN LECCIONES DE INGLÉS. Alega el recurrente que a los estudiantes de la Escuela La Isla, ubicada en la comunidad del mismo nombre en San Vito de Coto  Brus, se les violenta el derecho a la educación dado que, a diferencia del resto de centros educativos del cantón, no existe un código docente para la enseñanza del idioma inglés. En este caso la Sala señala que la enseñanza de la materia de inglés está relacionada con el derecho a la educación de los estudiantes del sistema educativo público, de modo tal que, cuando el Ministerio recurrido se ha negado a aprobar códigos para la enseñanza de dicho idioma se ha considerado que ha existido una violación al servicio público de educación. Se declara con lugar el recurso. CL
5669-12 CENTRO EDUCATIVO. FALTA DE NOMBRAMIENTOS HACEN QUE ESTUDIANTES NO RECIBAN CLASES EN AGUIRRE. Alega la recurrente que debido a la ausencia de nombramientos su hija, así como sus compañeros se ven perjudicados, puesto que no hay profesores que impartan lecciones. En este caso la Sala señala que  se ha constatado  que ha ocurrido una importante falta de nombramiento  de profesores,  así como  de la oportuna aprobación de aumentos de lecciones en el Colegio Técnico Profesional de Matapalo de Aguirre, lo que ha tenido como consecuencia  la interrupción del proceso educativo en los estudiantes de las materias que no cuentan con profesor. ﻿Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Ministro de Educación Pública, al Director del Colegio  Técnico de Matapalo y al Director Regional de Educación de Aguirre que adopten las medidas necesarias para que dentro de tercero día después de notificada esta sentencia, se realicen todos los nombramientos faltantes en el Colegio Técnico Profesional de Matapalo para lo cual, personalmente, el Ministro, el Director del Colegio, y el Director Regional de Educación de Aguirre deberán coordinar  lo necesario,  con el Departamento  de Recursos Humanos. Además, deberán prever el rediseño de horarios y las horas adicionales de clase para los estudiantes, a fin de que repongan el tiempo perdido y completen adecuadamente  su  formación  para  el periodo correspondiente.  CL
DERECHO A LA INFORMACIÓN
6452-12 TELEVISIÓN. AMNET EXCLUYE CANAL 02 DE SU PROGRAMACIÓN. Alega el recurrente lesión a sus derechos fundamentales, en razón de la negativa de la empresa AMNET de incorporar el canal 2 a su programación. En este caso, la Sala señala que ﻿no le corresponde determinar si un canal de televisión cumple o no con los requisitos establecidos por el Reglamento a la Ley General de Telecomunicaciones, para su inclusión dentro de la programación de las televisoras por suscripción, sino a la autoridad jurisdiccional competente, toda vez que se trata de un asunto de legalidad ordinaria. ﻿Se cita el voto ﻿ 2011-6322 de las 10:25 del 17 de mayo de 2011. Se declara sin lugar el recurso. SL
6525-12 INFORMACIÓN MÉDICA. ENTREGA DE EPICRISIS. Alega la recurrente que la Directora del Área de Salud recurrida le niega injustificadamente la certificación de la epicrisis de su hija. En este caso, la Sala señala que la recurrente debe poner en conocimiento al Juez de Familia que tramita la denuncia presentada, a efecto de que sea éste quien ordene la entrega de la información por parte de la autoridad recurrida. ﻿Se cita el artículo 30 de la Constitución Política. Se declara sin lugar el recurso. SL
6636-12 INFORMACIÓN DE TRÁNSITO. BOLETAS DE CITACIÓN. ﻿Alega el recurrente que solicitó una información  relacionada  con  el incumplimiento   de  funciones  de  los oficiales de tránsito y la boletas emitidas por el problema de control de emisiones; sin embargo, le informaron mediante oficio número DGPT-T-119-2012 que la documentación que solicitó sólo interesa y es útil para un particular, por lo que no puede ser de conocimiento de terceros en los alcances dispuesto en el artículo 30 constitucional. En este caso, la Sala señala que el derecho  de acceso a la información administrativa es un mecanismo de control en manos de los administrados, puesto que permite ejercer un control óptimo de la legalidad y de la oportunidad, conveniencia o  mérito  y,  en  general, de la  eficacia  y  eficiencia  de  la  función administrativa desplegada por los diversos entes públicos. No obstante, en este caso concreto, debe aclararse que la información que está negando la Administración se refiere únicamente a las boletas de citación, toda vez que las mismas contienen datos personales y que, el publicarlos no corresponde a un interés público sino personal, en razón de lo anterior, si procede facilitarle el acceso a documentos estadísticos relacionados con el tema en cuestión. ﻿Se cita el artículo 30 de la Constitución Política. Se declara sin lugar el recurso. SL

7088-12 CAMPAÑA POLÍTICA. TSE NIEGA INFORMACIÓN DE CAMPAÑA POLÍTICA DE LIBERACIÓN NACIONAL EN TURRIALBA. Alega el recurrente que solicitó al Director de Registro Electoral del Tribunal Supremo de Elecciones copia de los expedientes  de la Campaña Política del año 2010 desarrollada en la zona de Turrialba por parte del Partido Liberación Nacional, copia de los  contratos  allí desarrollados,  copia de los comprobantes de pago, copia de los cheques, no obstante, a la fecha de interposición de este recurso, no se ha dado respuesta alguna a dicha solicitud. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara SIN lugar el recurso. El Magistrado Jinesta salva el voto y declara con lugar el recurso. SL

6014-12 CRÉDITOS BANCARIOS. SE ORDENA DAR RESPUESTA POR ESCRITO. Alega el recurrente que presentó una gestión ante el Banco Nacional de Costa Rica mediante la cual solicitó historiales de pago de varias operaciones de crédito, sin embargo, dicha información se le ha negado. En este caso la Sala señala que  si bien es cierto la autoridad accionada atendió la petición del recurrente, y le previnieron ciertos requisitos para poder brindarle la información, ésta  se dio oralmente y no por escrito, como había sido solicitada. ﻿Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente de la Sucursal del Banco Nacional de Costa Rica, en La Fortuna de San Carlos, o a quien ocupe ese cargo, que en el término improrrogable de QUINCE DIAS, contado a partir de la notificación de esta resolución brinde al recurrente, por escrito la respuesta que corresponda, respecto a su gestión del 7 de marzo del 2012. CL

5890-12 EXÁMENES. NIEGAN ACCESO A PRUEBAS DE JUDICATURA. Alega el recurrente que solicitó información al Presidente de la Corte Suprema de Justicia referente a los estudiantes que perdieron la prueba de judicatura a fin de aspirar a ser juez, así como copia del examen aplicado para analizar  la dificultad de su contenido  a efecto de plantear una denuncia. En este caso la Sala estima que no resulta ilegítimo que las autoridades recurridas se nieguen a entregar este tipo de exámenes a efecto de obtener fotocopias, toda vez que, se trata de instrumentos de medición de conocimientos específicos que pueden ser utilizados en ocasiones futuras. Se rechaza por el fondo el recurso. RF 
DERECHO A LA SALUD

6859-12 EXPEDIENTE. EXTRAVÍO DE EXPEDIENTE CLÍNICO. SE ORDENA A LA CCSS IMPLEMENTAR EXPEDIENTE DIGITAL.  Alega el recurrente que desde el mes de agosto del 2011, luego de asistir a una cita en el Servicio de Endocrinología, su expediente clínico está extraviado y que, pese a que no sólo acudió a las autoridades de salud correspondientes sino que también interpuso una denuncia, su expediente aún no aparece. En este caso la Sala señala que se verifica el agravio alegado por el recurrente en cuanto a lo que respecta al extravío del expediente clínico del tutelado y a la necesidad de implementar el proyecto Expediente Digital Único en Salud (EDUS). Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, en lo que respecta al extravío del expediente clínico del tutelado y a la necesidad de implementar el proyecto Expediente Digital Único en Salud (EDUS) en un plazo razonable y para su extensión progresiva a todos los niveles de  atención de salud. Se ordena al Director General a.i. y Jefe del Archivo Clínico, ambos del Hospital México, o a quienes en sus lugares ocupen esos cargos, que se abstengan de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron mérito a la presente estimatoria. Se ordena a la Presidente Ejecutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social o quien la sustituya y a la Junta Directiva, lo siguiente: a) Implementar y ejecutar el proyecto Expediente Digital Único en Salud (EDUS) en un plazo razonable en las áreas de salud o nivel primario de atención y b) extender, progresivamente, ese proyecto EDUS al resto de las áreas de atención en salud de la institución. El Magistrado Armijo pone nota. CL Parcial


5970-12. MEDICAMENTO. UTILIZACIÓN DE MEDICAMENTO EN FASE EXPERIMENTAL. Alega la recurrente que padece de un cáncer de mama y por ese motivo fue intervenida quirúrgicamente el 01 de diciembre de 2009. Dice que por lo anterior, durante los últimos  dos  años  se le han suministrado  ocho medicamentos  diferentes  de quimioterapia, debido a que el tumor se ha vuelto resistente a ellos. Señala que el año pasado debió viajar a Israel, en donde le inyectaron un medicamento contenido en un Protocolo  de Investigación Clínica, sea un medicamento experimental que mejoró considerablemente su condición de salud. Sin embargo, a su regreso a Costa Rica a finales del año pasado,  se encontró con la sorpresa que aquí no podían aplicarle tratamientos experimentales, pues la reglamentación que regula esta práctica había sido derogada por un fallo emitido por esta Sala.  En su caso concreto, los medicamentos que están en fase experimental, son la única alternativa real para tratar su enfermedad. Manifiesta que conforme a la Ley General de Salud, se puede y se deben hacer investigaciones médicas en el país, no  obstante, no existe un Reglamento que permita la práctica en esta actividad, pues el fallo de este Tribunal derogó el Decreto Ejecutivo que regulaba la misma. Por ello, la falta de un Reglamento que permita llevara cabo los protocolos de investigación con nuevos medicamentos, pone en peligro su vida, su bienestar, compromete su calidad de vida y vulnera su derecho a la salud. Por lo expuesto, solicita a la Sala se declare con lugar el recurso, con las consecuencias legales que ello implique. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Ministra de Salud, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que se analice si el tratamiento médico en fase experimental que se pretende utilizar en la recurrente cumple con los requerimientos establecidos por la Ley General de Salud, conforme los términos establecidos en el considerando III de esta sentencia y, en caso de ser así, se aprueba el uso de éste, bajo la responsabilidad del médico tratante, y con la vigilancia estricta del Ministerio de Salud. Los Magistrados Calzada y Jinesta coinciden con el voto y dan razones adicionales. Los Magistrados Armijo, Cruz y Rueda salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. El Magistrado Rueda da razones adicionales. CL
DERECHO DE PENSION
5621-12 PENSIÓN. RÉGIMEN NO CONTRIBUTIVO DE LA CCSS. TOPE REGLAMENTARIO.  ﻿Alega el recurrente que le fue denegada la solicitud de pensión del Régimen No Contributivo que se promovió a su favor, con el argumento que el ingreso familiar supera  tope reglamentario. En este caso la Sala señala que ﻿aún cuando el ingreso per cápita familiar de  una persona con discapacidad, supere -por lo mínimo- el tope establecido  por la norma, no necesariamente,  eso significa  que la persona cuenta con los recursos suficientes  para poder hacer frente a sus necesidades y llevar una vida digna.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anulan las resoluciones de la Sucursal de Palmares y de la Comisión Nacional de Apelaciones  de la Gerencia de Pensiones, de la Caja Costarricense de Seguro Social, Nos 207210298 de 17 de diciembre de 2010 y 49.041 de 12 de diciembre de 2011. Se le ordena a la Administradora a.i. de la Sucursal de Seguro Social de Palmares y Coordinadora de la Comisión Nacional de Apelaciones de la Gerencia de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social, o a quienes ejerzan esos cargos, disponer  lo necesario para que dentro de los quince días siguientes a la notificación se valore, nuevamente, la solicitud de pensión por el Régimen No Contributivo presentada a favor del amparado, conforme  en Derecho corresponde  y los parámetros establecidos  por este Tribunal Constitucional.  CL
DERECHO DE PROPIEDAD

6611-12 DESALOJO. AREA DE PARQUE EN ALAJUELA. Solicita el recurrente la intervención de la Sala a fin de que el municipio accionado  no ejecute un desalojo de un precario en zona pública municipal, ubicada en un parque en Alajuela. En este caso la Sala señala que ﻿no le compete dirimir el conflicto y que, de considerar que le asiste algún derecho  sobre ese inmueble, ello es un asunto propio de plantearse en vía administrativa para los efectos pertinentes, o en su defecto, ante la vía jurisdiccional competente. ﻿Se citan los votos ﻿ 2004-05543 de las 13:05 del 21 de mayo de 2004 y 2009-06969 de las 16:06 horas del 30 de abril de 2009. Se rechaza por el fondo el recurso. RF
6619-12 DESALOJO. CASAS DE HABITACIÓN EN CORONADO. Alegan los recurrentes que la Municipalidad recurrida les informó que deben desalojar sus casas de habitación el 31 de mayo y que, si bien al inicio no contaban con permisos de construcción, actualmente poseen servicios básicos de electricidad, agua y cable. En este caso, la Sala señala que no se observa que la autoridad recurrida permitiera el libre ejercicio del derecho de defensa de los recurrentes. Se cita el artículo 153 de la Constitución Política. Se declara con lugar el recurso.  Se anula la notificación realizada a los recurrentes de fecha 27 de abril de 2012 en cuanto al desalojo dispuesto por la Municipalidad de Vásquez de Coronado a efecto que se les garantice el derecho de defensa conforme los términos expuestos en esta sentencia. CL

6658-12 DESALOJO. EN PROPIEDAD UBICADA EN CALDERA. SE ALEGA FALTA AL DEBIDO PROCESO. Alega la recurrente que reside en Finca Carrillo en Caldera y que, las autoridades recurridas pretenden desalojarla sin previa notificación y traslado de cargos que sustenten el acto. En este caso, la Sala estima que no existe lesión alguna a los derechos de defensa y debido proceso de la recurrente, toda vez que las actuaciones obedecen a lo dispuesto en la normativa vigente en esta materia y que, el proceso se ha iniciado instándoles que desalojen el lugar voluntariamente, por lo que no ha sido una decisión intempestiva. ﻿Se analiza la justicia administrativa. Se cita el voto  2004-05543  de las 13:05 horas del 21 de mayo de 2004. Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
6692-12 DESALOJO. ORDENADO POR ÓRGANO JUDICIAL EN CARTAGO. Alegan los recurrentes que por orden judicial serán desalojadas algunas de las propiedades cercanas a las suyas, sin embargo, no existe legitimación para ejecutar el desalojo puesto que sus habitantes poseen documentos que acreditan su condición de propietarios. En este caso la Sala señala que no le compete determinar la procedencia del desalojo, ni los alcances de las resoluciones por el Juzgado Civil de Cartago. Se cita el artículo 9 de la Ley de Jurisdicción Constitucional.  Se rechaza de plano el recurso. RP

6986-12, 6988-12 DESALOJO. VIVIENDA CEDIDA POR LA CCSS. Alega el recurrente que habita en una vivienda que le fue cedida a su cónyuge por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social, por haber laborado  en esa institución desde 1985, no obstante se les comunicó que debían desalojar la casa en un plazo de 10 días, lo cual considera lesiona sus derechos fundamentales. En este caso la Sala señala que la autoridad recurrida mantuvo en el inmueble a distintos trabajadores para el cultivo de café, no obstante dicha actividad actualmente no se realiza en la Finca, por lo que se descarta lesión a los derechos fundamentales del recurrente. Se analiza el desalojo administrativo. Se cita el artículo 44 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se citan los votos ﻿2001-08793 de las 17:15 horas del 29 de agosto del 2001 y ﻿ 2009-015416 de las 17:27 horas del 29 de setiembre del 2009. ﻿Se declara sin lugar el recurso. Comuníquese. SL

6121-12 DEMOLICIONES. ORDENADAS POR LA CONTRALORÍA. CONFLICTO DE COMPETENCIAS. Alega el recurrente que la Contraloría General de la República,  se arroga la legitimación para ordenar la demolición de propiedades en la Zona Marítimo Terrestre, pese a que la autoridad competente para ello es la Procuraduría General de la República. En este caso la Sala señala que los alegatos del recurrente deben discutirse en la vía jurisdiccional o administrativa correspondiente, por tratarse de un asunto de mera legalidad ordinaria. Se rechaza de plano el recurso. RP
DERECHO DE TRABAJO
6596-12 NOMBRAMIENTOS. SE ACUSAN IRREGULARIDADES EN NOMBRAMIENTOS DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA. Alega el recurrente, que  el Directorio Legislativo pretende realizar nombramientos de varios puestos en la Asamblea Legislativa, con base en normativa y disposiciones que resultan contrarias al principio de legalidad, presentando además inconsistencias en el proceso de nombramiento. En este caso, la Sala señala que los amparados deberán presentar su disconformidad ante la autoridad recurrida o la sede jurisdiccional correspondiente y no a la Sala, por tratarse de un conflicto que escapa de sus competencias. Se cita el artículo 11 de la Constitución Política. ﻿Se declara SIN LUGAR el recurso. Se citan los votos ﻿ 2010014288 de las 10 hrs. del 27 de agosto del 2010 y número 2010011427 de las 15:44 horas del 30 de junio del 2010. Se declara sin lugar el recurso.  SL
6845-12 PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO. ACTUACIONES DEL ÓRGANO DIRECTOR DEL PROCEDIMIENTO. Alega el recurrente que en contra del amparado se sigue un procedimiento disciplinario y que, el órgano director señaló una fecha para celebrar una audiencia en la que se pudieran presentar testigos y aportar prueba; no obstante ésta fue cerrada por el mismo órgano, sin permitirle al amparado presentar su alegato de conclusiones, lo cual considera lesiona sus derechos fundamentales. En este caso, la Sala señala que ﻿ no es una instancia más en los procedimientos que se tramitan ante las distintas Administraciones Públicas y, en consecuencia, no está llamada a pronunciarse sobre cualquier violación a las normas procesales que se invoquen, ya que no todas ellas conllevan una violación al Debido Proceso o al Derecho de Defensa residenciable en esta sede, sino sólo aquéllas que sean de tal magnitud que coloquen al investigado en un estado material de indefensión. ﻿Se cita el artículo 9 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se cita el voto N° 2003-11609 de las quince horas con cuarenta y ocho minutos del catorce de octubre de dos mil tres. Se rechaza por el fondo el recurso. RF
6908-12 INTERINO.  CESE DE NOMBRAMIENTO. Alega el recurrente que estaba nombrado del 01 de febrero de 2012 hasta el 01 de enero de 2013; no obstante, el 01 de marzo de este año fue cesado debido a que la Asociación recurrida, propuso un aspirante en las mismas condiciones que él para que ocupara el cargo de docente en el que estaba nombrado, lo cual considera lesiona sus derechos fundamentales. En este caso la Sala señala que lleva razón el recurrente, por cuanto en el puesto que venía desempeñando el amparado no se nombró a una persona mejor calificada o con una mejor categoría profesional, motivo por el cual no se justifica la interrupción de la prestación de servicios del recurrente. Se citan los votos ﻿ 2000-8374 de las nueve horas treinta minutos  del veintidós de septiembre del dos mil,  2000-2350 de las diez horas treinta y seis minutos del diecisiete de marzo del dos mil y. 2006-4062  de las dieciséis horas catorce minutos del veintiocho de marzo del dos mil seis. Se declara CON lugar el recurso.   Se ordena al DIRECTOR DE RECURSOS HUMANOS y al JEFE  DEL DEPARTAMENTO  DE  PROGRAMAS  ESPECIALES,  AMBOS  DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA, o a quienes ocupen esos cargos, la reinstalación  inmediata  del  recurrente  en  el  puesto  que  venía  ocupando interinamente, cargo: docente de matemática, con categoría MT-4, en el Liceo Rural de Namaldí. Comuníquese. CL
6915-12 INTERINO. CESE DE NOMBRAMIENTO. Alega la recurrente que ﻿ para este curso lectivo le fue autorizado al titular de la plaza un traslado en propiedad  a otro centro educativo; no obstante, a pesar que la plaza se reportó como vacante, no se le consideró para la prórroga de nombramiento interino y en su lugar se nombró a otro  funcionario  en  forma  interina. En este caso, la Sala observa un a evidente lesión a la ﻿estabilidad laboral de la amparada, puesto que fue sustituida en el puesto en que se venía desempeñando los dos últimos años, para nombrar en su lugar a una persona que se encontraba en sus mismas condiciones, es decir en forma interina. Se cita el artículo 52 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se analiza la estabilidad laboral de los empleados interinos. Se citan los votos ﻿ 2000-8374 de las nueve horas treinta minutos  del veintidós de septiembre del dos mil,  2000-2350 de las diez horas treinta y seis minutos del diecisiete de marzo del dos mil y 2006-4062  de las dieciséis horas catorce minutos del veintiocho de marzo del dos mil seis. Se declara CON LUGAR el recurso. Comuníquese. CL
6918-12 PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que sin competencia alguna, el Concejo recurrido   acordó iniciar un procedimiento administrativo en su contra, dándosele traslado de los cargos atribuidos sin respeto a las formalidades que exige el debido proceso.  En este caso la Sala señala que se descarta el agravio que alega el recurrente, por cuanto se acredita la individualización de la falta y el objeto de la investigación a tenor de lo dispuesto en la normativa vigente. Se cita el artículo 44 de la Ley de Jurisdicción Constitucional.  ﻿Se declara SIN LUGAR el recurso. SL

6944-12  NOMBRAMIENTO. TRASLADO EN PROPIEDAD DE FUNCIONARIO A PLAZA QUE OCUPA INTERINO. Alega el recurrente que desde el año 2006 laboró en el Colegio Técnico de Jicaral y que, al presentarse, el Director del Centro Educativo le indicó que el lugar que ocupaba había sido trasladado en propiedad a otra funcionaria, por lo que presentó formal reclamo administrativo ﻿ ante   el  Departamento  de Secundaria Técnica    de   la   Dirección Regional    de Educación Peninsular; no obstante no han resuelto su situación. En este caso, la Sala señala que se descarta el agravio alegado por el recurrente, por cuanto se está ante una actuación arbitraria e ilegítima en detrimento del derecho a la estabilidad impropia del actor, pues según se acredita, el cese de interinidad aplicado al actor obedeció a una circunstancia objetiva, cual es el traslado en propiedad de otro funcionario a la plaza que en forma interina, había venido ocupando el tutelado. Se cita el voto ﻿ No. 9035116 de 14 de enero de 2012. ﻿Se declara sin lugar el recurso. SL

6958-12 PRESTACIONES LABORALES. FALTA DE PAGO. Alega la recurrente que se acogió hace ocho meses ﻿a la pensión bajo el Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional; no obstante no le han cancelado las mismas, lo cual considera lesiona sus derechos fundamentales. En este caso, la Sala señala que ﻿ se acredita que el atraso en esa gestión planteada vulnera los artículos 41, 56 y 57 de la Constitución Política. Se analiza el retardo en el pago de prestaciones laborales.  Se citan los votos ﻿ 00942- 97 de las 15:39 horas del 12 de febrero de 1997. ﻿Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Jefa del Departamento de Control de Pagos del Ministerio de Educación Pública o a quién en su lugar ejerza ese cargo, para que en el plazo de un mes gire las instrucciones pertinentes para que se proceda al pago efectivo de las prestaciones legales a la amparada, si otra causa ajena a la examinada en el sub- lite no lo impide. CL

7186-12 DESPIDO. ACUSA DESPIDO EN RAZÓN DE SU CONDUCTA HOMOFÓBICA. Alega el recurrente que ﻿ fue despedido de su trabajo en el Instituto Nacional de Aprendizaje y asegura que fue víctima de discriminación  por homofobia, lo cual considera lesiona sus derechos fundamentales y, en razón de lo anterior, solicita ser reinstalado en su puesto anterior. En este caso. la Sala señala que ﻿el recurrente acudió a la vía laboral y de la sentencia, cuya copia se aporta, no se desprende que en esa vía haya solicitado la reinstalación al puesto, omisión que no procede subsanar por la vía del amparo, máxime que los hechos datan del año 2009, y el recurso de amparo no puede ser utilizado para reabrir plazos fenecidos. Se cita el artículo 9 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. ﻿Se rechaza de plano el recurso. RP

6437-12 DESPIDO. CESE DE NOMBRAMIENTO EN PERIODO DE PRUEBA.  SE ALEGA FALTA AL DEBIDO PROCESO. Alega  el recurrente  violación al debido proceso en razón de que  fue cesado su nombramiento en propiedad como Juez 1 en el Juzgado de Pensiones Alimentarias del II Circuito Judicial de San José. En este caso, la Sala señala que ﻿ al acreditarse en esta sentencia que el cese del agraviado se produjo durante su período de prueba en el puesto de Juez 1  en   el Juzgado de Pensiones Alimentarias   del Segundo Circuito Judicial  de San José, una vez que se realizó una valoración de su rendimiento en ese lapso, no se aprecia ninguna situación indebida que vulnere sus derechos fundamentales. Se cita el artículo 44 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se citan los votos ﻿1455-02, 3016-02, 7388-02, 9420-02, 11911-02 y 5103-02. Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
6483-12 TRASLADO. DE LIMÓN A ISLA DEL COCO. Alega el recurrente que sin ponerle en conocimiento del horario que tendría, la Dirección Nacional de Guardacostas lo trasladó a la Isla del Coco  pese a que laboraba en Limón, lo cual vulnera sus derechos fundamentales. En este caso, se constata que el traslado del recurrente obedece al ideal de la entidad recurrida, sea, alcanzar los objetivos que permitan defender la soberanía de nuestro país sobre la Isla del Coco y que, el funcionario fue trasladado en las mismas condiciones laborales que desempeñaba anteriormente. Se citan los votos 2006-008868, 2011-009933, 2011-012568, 2011-012569, 2012-00833, 2012; 2004-003108, 2012-00833. ﻿Se declara sin lugar el recurso. SL
6489-12 PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. VIOLACIÓN AL DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que en su contra se presentó una denuncia por supuesto acoso a un estudiante y que, la autoridad recurrida le indicó que tenía tres días para realizar los descargos correspondientes; no obstante, no le fueron indicados aspectos como la autoridad a la que debía presentar los descargos, recursos que podía utilizar para impugnar lo acusado, plazo que le asiste, calidades en las que es llamado a rendir su versión de los hechos y apercibimiento que debe considerar para el oportuno desarrollo del procedimiento. En este caso, la Sala señala que lleva razón el recurrente, toda vez que ﻿la audiencia conferida para que se refiera a los hechos que se le imputan,  no cumple con los requerimientos mínimos para garantizar el ejercicio pleno del derecho de defensa por parte del amparado, pues no se realiza una descripción de los hechos  que se imputan al interesado, la posibilidad de acceder al expediente, la autoridad ante la que debe comparecer, o si el pronunciamiento tiene o no recursos, elementos que constituyen una garantía del debido proceso.  ﻿Se  declara  con  lugar  el  recurso.  Se  anula  el  memorando  número ViDa-187-2012 del 19 de marzo de 2012, sin perjuicio de que la autoridad recurrida dicte un nuevo pronunciamiento que cumpla con las garantías mínimas del debido proceso. CL
6499-12 NOMBRAMIENTO. LE NIEGAN LA POSIBILIDAD DE APLICAR EN TRABAJO EN RAZÓN DE SU EDAD. Alega el recurrente que le fue rechazada la  solicitud  de  reclutamiento  como  Investigador 1  en  el  Organismo  de Investigación Judicial por ser mayor de 35 años. En este caso, la Sala señala que lleva razón el recurrente, toda vez que ﻿tal  y como se indicó anteriormente la sola edad no es un factor que establezca de forma clara y precisa la condición física de las personas o su aptitud para desempeñar un puesto, por lo que lo correcto  es que se someta a los interesados a pruebas físicas, de esfuerzo o las necesarias para establecer la idoneidad de los oferentes. ﻿Se analizan los principios de igualdad y no discriminación. Se citan 6149-02, 16921-07 y 2569-12. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Jefa de la Sección de Reclutamiento y Selección del Departamento de Personal-Gestión Humana del Poder Judicial, o a quien en su lugar ejerza el cargo, tramitar la oferta de servicios del amparado para el puesto de Investigador 1 en el Organismo de Investigación Judicial, sin tomar en consideración su edad y realizarle las pruebas necesarias para determinar si posee  las condiciones  necesarias para desempeñar el cargo.  CL 
6515-12 INTERINO. CESE DE NOMBRAMIENTO SIN DEBIDO PROCESO. Alega la recurrente que  fue nombrada en la Plataforma Integral de Servicios a Víctimas como coordinadora judicial interina y que, el 31 de marzo de 2012 se dispuso  el cese de su nombramiento  porque supuestas deficiencias en el desempeño de sus funciones, de las cuales se advertía su falta de idoneidad para continuar en el puesto, además, de supuesto mal trato a sus subalternos; no obstante considera se lesiona su derecho al debido proceso,  ya que no tuvo conocimiento de los hechos, no se cumplió el principio de intimación y no pudo presentar prueba de descargo. En este caso, la Sala señala que pese que en la resolución dictada se expuso a la tutelada las razones por las cuales no se prorrogaba su nombramiento y, que ella pudo posteriormente ejercer su derecho de defensa, lo cierto es que con anterioridad al dictado de dicha resolución  no se siguió un debido proceso. ﻿Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución de las 15:45 horas del 19 de marzo de 2012 y se restituye a la amparada en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL

6971-12 CARTA DE DESPIDO. NIEGAN CERTIFICADO DE EXPIRACIÓN DEL CONTRATO DE TRABAJO. Alega el recurrente que  la Asociación para la que trabajó, se niega a entregarle información sobre su contrato de trabajo. En este caso, la Sala señala que  en congruencia  con  la jurisprudencia de la Sala  resulta evidente que lo acusado constituye  una  violación  de  lo  dispuesto  por  los  artículos   11,   39  y   56 constitucionales, sea, la negativa por parte del patrono de cumplir con lo dispuesto en el artículo 35 del Código de Trabajo. Se citan los votos ﻿ 03636-05 de las 14:34 hrs. Del 6 de abril de 2005, ﻿ 002724-2006 de las 18:55 horas del 28 de febrero de 2006. Se citan los artículos  11, 39 56 de la Constitución Política. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Presidente  y apoderado  generalísimo  de  la Asociación Olimpiadas Especiales, o a quien en su lugar ocupe ese cargo, que en forma INMEDIATA, contado a partir de la notificación de esta resolución, entregue  al  recurrente  un  certificado  de  expiración  de contrato de trabajo, cumpliendo con las formalidades y contenido que señala el Artículo 35 del Código de Trabajo. Comuníquese. CL

6806-12. INTIMIDAD. SE ACUSA DIVULGACIÓN DE INFORMACIÓN PERSONAL. Alega el recurrente que desde hace algunos meses ha sido objeto de persecución laboral por parte del Director   del Hospital San Francisco de Asís, en donde ha laborado por espacio de 33 años, y la mayor parte de su nombramiento ha sido como especialista. Acusa que recientemente se realizó con el consentimiento del Director recurrido, una grabación para el noticiero Repretel Canal 6, en la cual, ese funcionario violentando su derecho a la intimidad, mostró sus incapacidades, situación que constituye un elemento más de la persecución que ha sido objeto por parte del citado funcionario, quién incluso, después de haberse aprobado las vacaciones a las cuales tenía derecho, sea durante el período comprendido  entre el 30 de noviembre al 07 de diciembre inclusive, autorizadas también por el Jefe del Departamento de Medicina Interna, se las suspendió sin ningún fundamento. Señala que la divulgación de esta información que es un secreto entre médico y paciente, como lo es el expediente clínico, es información personal y privada de conformidad  con lo dispuesto en el artículo 24 de la Constitución  Política,  sin  embargo,  ha  sido  divulgada, provocándole un daño irreparable tanto profesional como personal y familiar. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara parcialmente con lugar este amparo únicamente por violación al derecho a la intimidad del tutelado. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

6953-12 PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. PARTICIPACIÓN DEL AMPARADO EN LA AUDIENCIA. Alega el recurrente la existencia de violación de su derecho al debido proceso, toda vez que el órgano director del procedimiento administrativo instaurado en su contra realizó la audiencia programada a pesar de encontrarse incapacitado y que, en el incidente de nulidad absoluta  y actividad procesal defectuosa se conoció en la resolución de despido, lo cual lo coloca en estado de indefensión. En este caso, la Sala señala que el investigado tiene derecho a participar activamente en  la  audiencia  oral  programada  por  lo  que  si  se encontraba incapacitado la audiencia debía de reprogramarse a fin de no causar indefensión al tutelado, salvo que el interesado expresamente indicara que no iba a participar en la audiencia.  Se cita el voto  2011-009056 de las diez horas y dos minutos del ocho de julio del dos mil once. ﻿Se declara con lugar el recurso. Se anula la comparecencia oral y privada celebrada en el procedimiento administrativo disciplinario No. 2011-241, por lo que si otra causa no lo impide deberá realizarse, nuevamente, según las reglas del debido proceso  y con la participación del amparado,  salvo que tenga causa justificada para inasistir. CL

7163-12. CONCURSO. SE ORDENA AL SERVICIO CIVIL EVALUAR ASPECTOS RELACIONADOS CON EL RAZONAMIENTO VERBAL, NUMÉRICO O ABSTRACTO, ASÍ COMO CONOCIMIENTOS CIENTÍFICOS ATINENTES AL ÁMBITO PROFESIONAL OBJETO DEL CONCURSO RESPECTIVO. Alega el accionante que es ingeniero en sistemas de profesión y desde el año 2005, se ha desempeñado como Coordinador del Área de Desarrollo   de Sistemas del Servicio Nacional de Salud Animal (SENASA) del Ministerio de Agricultura y Ganadería desde el 17 de junio de 2008 en forma interina y de manera ininterrumpida. Señala que además de las labores que conlleva la Coordinación del Área de Desarrollo de Sistemas, se ha desempeñado en todo momento en funciones propias de su clase profesional en Informática 1-A y ha desempeñado un rol de Analista de Sistemas y Administrador de Base de Datos. Afirma que por aproximadamente cuatro años, ha desarrollado  actividad profesional  en el Servicio Nacional de Salud Animal,  y ha obtenido calificaciones de "excelente y muy bueno" en las evaluaciones de desempeño que su superior inmediato  ha aplicado. No obstante, al  realizar pruebas del Servicio Civil, el 23 de agosto de 2011, para demostrar la idoneidad para el puesto que ocupa de forma interina, fue informado que obtuvo una calificación de 68.33, necesitando una nota mínima de 70, no pudiendo integrar el Registro de Elegibles. Aduce que lo anterior conlleva que no pueda integrar la terna para concursar por el puesto que ocupa y por ello, irremediablemente será cesado de sus funciones.  Alega que únicamente fue considerada  la calificación de las pruebas aplicadas y no se tomó en consideración sus atestados  académicos y experiencia  profesional adquirida durante sus años de desempeño profesional. Expone que la convocatoria para demostrar la idoneidad se limitó a la realización de las pruebas psicométricas y no se le realizó prueba alguna  específica en el campo de la informática, ni se tomó en cuenta su amplia experiencia profesional que ha sido debidamente  acreditada por la Dirección recurrida. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a José Joaquín Arguedas Herrera, en su condición de Director General de Servicio Civil, o a quien  en su lugar ocupe el cargo, que de inmediato proceda a realizar los estudios requeridos a fin de que en un plazo de un año contado a partir de la comunicación de esta sentencia, en los procedimientos de selección de personal a cargo de esa dependencia, se evalúen aspectos relacionados con el razonamiento verbal, numérico o abstracto, así como conocimientos científicos atinentes al ámbito profesional objeto del concurso respectivo; el valor de las pruebas psicométricas no podrá exceder el 50% del total de la calificación. Con el fin de evitar graves dislocaciones a la seguridad, justicia y paz social, se dimensionan los efectos de este voto en el sentido que mientras no se haya agotado el supracitado plazo de un año, el valor de la pruebas psicométricas o de aquellas tendentes a calificar o medir aspectos relacionados con la aptitud, actitud, u otras características de la personalidad del oferente, no podrá superar el 50% de la calificación total. La Magistrada Calzada declara con lugar el recurso por otras razones. Los Magistrados Cruz y Piza ponen nota. El Magistrado Armijo salva el voto y declara sin lugar el recurso. Comuníquese. CL

6497-12. NOMBRAMIENTOS. SE ORDENA AL MEP SACAR A CONCURSO PLAZAS EN DONDE HAY FUNCIONARIOS NOMBRADOS EN FORMA INTERINA, HACE MÁS DE 30 AÑOS. La recurrente alega que desde hace más de 30 años no se permite concursar a los docentes artísticos del Conservatorio Castella, de modo que no han podido  obtener una plaza en propiedad  y lograr estabilidad laboral; además, solicita que también se nombre en propiedad a los conserjes o agentes de seguridad del Conservatorio Castella, que tengan más de diez años de laborar. Se declara parcialmente con lugar el recurso, solo en cuanto al retraso para aprobar el Manual de Especialidades Artísticas y sacar a concurso las plazas vacantes. Se ordena al Ministro y Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, así como al Director General de Servicio Civil, que dentro del plazo de 1 MES contado a partir de la notificación de esta sentencia, concluyan el proceso de aprobación del nuevo Manual de Especialidades Artísticas y, acto seguido, saquen a concurso las plazas vacantes del Conservatorio Castella que se vean afectadas por ese nuevo Manual. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL
6237-12. DESPIDO. FALTA DE FUNDAMENTACIÓN DE LA MEDIDA. Alega el recurrente la violación a su derecho  al debido proceso  por haber sido despedido sin responsabilidad patronal, puntualizando cuatro alegatos: violaciones a su derecho de defensa (no se indicó su derecho a abstenerse a declarar, ni que podía contar con patrocinio  letrado), al principio de tipicidad (ni la falta ni la sanción estaba contemplada), el despido fue desproporcionado (por la sustracción de una gata hidráulica se ordenó el despido), el Viceministro acordó acoger en todos sus extremos la recomendación emitida por el Departamento Disciplinario sin emitir mayor consideración (falta de fundamentación). Al respecto, luego del examen que esta Sala se constata una violación al derecho al debido proceso, pero únicamente en cuanto a los dos últimos alegatos, a saber, por aplicarse una sanción gravosa sin la suficiente fundamentación. Sobre los otros dos alegatos, por un lado, se refutan las afirmaciones  del recurrentes pues,  de los hechos probados anteriores se verifica que sí se le indicó su derecho a abstenerse a declarar, y que podía contar con patrocinio letrado; y por otro lado, ciertamente el principio de tipicidad en materia administrativa no opera con la rigurosidad de la materia penal así que no existió violación alguna en cuanto a que la falta ni la sanción estuviera expresa  y  iteralmente  contemplada.  Así  entonces,  con  vista  en  estas consideraciones, examinando el caso concreto, a pesar de que se comprueba que en este caso hubo traslado de cargos, acceso al expediente, se le dio audiencia al amparado y pudo presentar todos los recursos de ley, se observa que la orden de despido careció de la adecuada fundamentación en lo que a la sanción se refiere. Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso únicamente por la falta de fundamentación de la orden de despido con justa causa. En consecuencia se anula el oficio n°0152-2011-DVCG02 del 30 de mayo del 2011 suscrito por el Viceministro, y todos los actos posteriores que derivaron como producto de ello, en cuenta se anula la resolución número 2012-948-DM de las 09:05 horas del 29 de febrero del 2012 suscrita por el Ministro de Seguridad Pública. Lo anterior, sin perjuicio de que una vez respetando el deber de fundamentación y proporcionalidad, los recurridos decidan continuar con la imposición de una sanción disciplinaria al amparado, si lo estiman procedente. En lo demás se declara SIN lugar el recurso. Comuníquese, y notifíquese al Ministro de Seguridad Pública. CL Parcial
6225-12 INTERINO. NO LE PRORROGAN DE NOMBRAMIENTO EN LA MUNICIPALIDAD DE SAN JOSÉ. En este caso el recurrente alega que trabaja como policía municipal de forma interina no obstante, al finalizar su nombramiento éste no le fue prorrogado, lo cual vulnera su derecho al trabajo y debido proceso. La Sala indica que el despido del recurrente no obedeció a ninguna causa justificada contemplada en el ordenamiento  jurídico, ni se demuestra  que haya cesado  la necesidad de la función del recurrente, asimismo, se acredita que al amparado le fue prorrogado su nombramiento desde el 2009, razón suficiente para concluir que el cese lesiona su derecho a la estabilidad en el empleo que emana de los artículos 56 y 192 de la Constitución.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Seguridad Ciudadana y Policía y Director de Recursos Humanos, ambos de la Municipalidad de San José, o a quien ocupe esos cargos, la reinstalación inmediata del recurrrente en el puesto que venía ocupando interinamente, cargo: Guarda 1. CL
6050-12. INTERINO. SUSTITUYEN A UN INTERINO POR OTRO EN EL JUZGADO AGRARIO DE LA ZONA SUR. Alega el accionante que fue sustituido por otro interino en un despacho del Poder Judicial. Según se indica se había hecho un rol de sustituciones interinas en la misma plaza; no obstante, la Sala reitera su criterio sobre la sustitución de interinos, citando la sentencia 867-91 y se constata que la administración no estaba en capacidad de hacer el cambio de nombramiento que hizo. Se declara con lugar el recurso, con base en lo dispuesto por el artículo 52 párrafo 1º de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Se ordena a Juan Carlos Castillo López, en su condición de Juez Coordinador del Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Pérez Zeledón, o a quien ocupe ese cargo, abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron fundamento a la estimatoria de este recurso de amparo. CL
5928-12 CONCURSO. CCSS IMPONE COMO REQUISITO PARA NOMBRAMIENTOS LA EXPERIENCIA LABORAL. Alega la recurrente que se encuentra disconforme con los requisitos establecidos  en el Manual Descriptivo de Puestos para Profesionales Administrativos  de  la  Caja Costarricense    de  Seguro  Social, específicamente en lo que atañe a la experiencia laboral exigida, toda vez que con base en ésta le fueron rechazados sus atestados por parte de la Subárea de Gestión de Recursos Humanos de la institución recurrida sin permitirle participar del concurso. En este caso la Sala señala que  lo expuesto es ajeno a sus competencias, ya que la verificación y el análisis de requisitos para ser nombrado en un puesto de Profesional en la Caja Costarricense de Seguro Social, es una función administrativa que le compete a la autoridad recurrente, además, en caso de disconformidad, es ante la propia administración recurrida o ante la jurisdicción común que debe presentar sus alegatos.  Se declara sin lugar el recurso. SL 

5290-12 INCAPACIDAD. CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL SUSPENDE SUBSIDIO. Alega el recurrente que producto de un accidente laboral debió ser incapacitada y  que durante los períodos de incapacidad, ha recibido los subsidios correspondientes  por parte de la Caja Costarricense  de Seguro Social, no obstante ﻿se le suspendió el pago con el argumento de que no le compete a la Caja Costarricense de Seguro Social hacer efectivo el pago de dicho subsidio, sino al Instituto   Nacional de Seguros y que, considera que al ser funcionaria de la Caja Costarricense de Seguro Social, es a dicha entidad a quien le corresponde el pago de la incapacidad. En este caso la Sala señala que la entidad recurrida no puede  desde  la  óptica  de  los  derechos  fundamentales  desproteger  a  los trabajadores  con  la  aplicación  de  normas  reglamentarios o directrices institucionales (instructivo para el pago de las incapacidades de los trabajadores de la CCSS) y que, el  plazo de dos años es contrario a la protección del derecho a la salud y mientras el padecimiento subsista  debe darse el subsidio.  ﻿Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al GERENTE   FINANCIERO   DE   LA   CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL, o a quien ocupe el cargo, que tome las medidas necesarias para que a la amparada se le siga pagando el subsidio que le corresponde, mientras subsistan las causas de su enfermedad, previo criterio médico. CL
5517-12. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. SE ORDENA DAR ACCESO AL EXPEDIENTE A LA DENUNCIANTE, EN CASO DE ACOSO LABORAL. Alega la recurrente que interpuso ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social una denuncia contra un funcionario legislativo por Acoso y Hostigamiento Laboral. Que dos inspectoras de trabajo le informaron al Director Ejecutivo la denuncia antes indicada y solicitaron que se les informara, si en la Asamblea Legislativa había un procedimiento para este tipo de casos, a lo que les indicaron que no y, se ordenó una investigación interna, por acoso laboral, nombrando al Órgano Director del Procedimiento. Acusa la recurrente que trató de tener acceso al expediente en la Asamblea Legislativa y le fue negado por ser denunciante, afirmando que no es parte en el proceso. Finalmente, la causa contra el funcionario que acusó por acoso, fue archivada. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia y las particularidades de este caso concreto, se declara con lugar el recurso. Se restituye a la recurrente en el pleno goce de sus derechos. Se anula lo dispuesto en el artículo III de la sesión ordinaria del Directorio Legislativo Nº 091-2012, celebrada el 19 de enero de 2019 -que acogió el recurso de apelación que promovió la persona investigada, y ordenó el archivo del procedimiento administrativo seguido en su contra-. Se le advierte a la Coordinadora del Órgano Director del Procedimiento y Presidente de la Asamblea Legislativa, abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que sirvieron de fundamento a que se acogiera este recurso. La Magistrada Calzada y los Magistrados Castillo, Piza y Ulate ponen nota. CL
5518-12. SANCIÓN. AMONESTACIÓN ESCRITA SIN DEBIDO PROCESO. Alega la accionante que la directora recurrida le impuso una amonestación escrita, por una decisión tomada, sin haberle dado oportunidad de defensa. Se declara con lugar el recurso. Se anula la sanción contenida en el oficio No. DAR-INTA-039-12 de 20 de febrero de 2012 impuesta a la recurrente. Asimismo, se les ordena a la Directora Administrativa Financiera y Jefe del Departamento de la Administración de Recursos Humanos, ambas del Instituto Nacional de Innovación y Transferencia en Tecnología Agropecuaria, suprimir inmediatamente ese documento del expediente personal de la funcionaria tutelada. Los Magistrados Armijo y Piza salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL
5336-12. REUBICACIÓN. MEDIDA PROLONGADA POR NUEVE MESES. Acusa la recurrente, que en virtud de una serie de situaciones conflictivas, fue reubicada de puesto hace nueve meses, sin que se haya iniciado procedimiento alguno en su contra. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, que proceda de manera inmediata a tomar las medidas necesarias que están dentro del ejercicio de sus competencias para concluir en el plazo de dos meses el procedimiento administrativo que se ha iniciado en contra de la recurrente. CL
5350-12. DESPIDO. FALTA AL DEBIDO PROCESO. El recurrente solicita el amparo de las garantías del debido proceso y el derecho de defensa. Alega que las autoridades de la  Municipalidad  de  Parrita instruyeron en su contra un  procedimiento administrativo, que culminó en su despido, sin responsabilidad  laboral, como contador de dicha corporación municipal.  Acusa que durante dicho procedimiento se cometieron vicios que lo colocaron en estado de indefensión, específicamente, que se llevó a cabo la audiencia oral sin que se resolvieran los incidentes de nulidad  que  interpuso  y que el acto final del  procedimiento carece de fundamentación, pues no se le comunicaron los hechos investigados y tenidos por acreditados, siendo que, tampoco se le entregó la resolución No. 003-ODA-2012, dictada por el órgano director del procedimiento administrativo. Se declara parcialmente CON LUGAR el recurso por infracción al principio de motivación de los actos administrativos. Se anula el acuerdo No. 18 del Concejo Municipal de Parrita adoptado en el artículo 4º, correspondencia, asunto No. 17, de la sesión ordinaria No. 2440-2012, celebrada el 12 de marzo de 2012, en el que se resolvió despedir sin responsabilidad patronal al funcionario municipal a partir del 14 de marzo del año en curso. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
5328-12. TRASLADO. SE ALEGA FALTA AL DEBIDO PROCESO. En este caso, se cuestiona el traslado y además, la forma en que se hizo, pues le fue comunicado, el mismo día a partir del cual regía el movimiento, por lo que no se le dio siquiera oportunidad de defensa. Se declara con lugar el recurso únicamente por violación al derecho de defensa. Se anula el acto administrativo de traslado dispuesto en el oficio DN-CEN-CINAI-492-2012 dictado por el Director Nacional de la Dirección Nacional de Centros de Educación y Nutrición Centros Infantiles de Atención Integral. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
5330-12. PERMISO. SE NIEGA PERMISO SIN GOCE DE SALARIO SIN TOMAR EN CUENTA EL PRINCIPIO DE INTERÉS SUPERIOR DEL NIÑO. La recurrente adujo que, el Área Rectora de Salud Tejar -El Guarco del Ministerio de Salud-, le denegó un permiso sin goce de salario, el cual necesita para cuidar a sus hijos. Reclamó que no le fue entregada la denegatoria, por escrito, con el fin de cuestionar la medida, esto pese a que así lo requirió. Por lo expuesto, estimó lesionados sus derechos fundamentales. En este caso, consta que el permiso en cuestión fue denegado, con sustento en tres razones: a) incumplimiento de lo dispuesto por el inciso c) del artículo 33 del Reglamento al Estatuto de Servicio Civil, dado que no se aportaron todos los requisitos, b) la imposibilidad de nombrar a un sustituto, debido a las directrices giradas para el ahorro del gasto público y, c) el deterioro de la prestación del servicio público que esto conllevaría. Aunado a lo expuesto,  la autoridad recurrida subrayó en su informe que, la amparada contaría con el permiso de lactancia para que pueda alimentar a su hija recién nacida. Sobre el particular, es importante llevar a cabo una serie de precisiones. En primer lugar, considera este Tribunal que la autoridad recurrida debió prevenir a la tutelada que presentara los requisitos faltantes, antes de proceder al rechazo de la gestión. De otra parte, observa esta Sala que la Administración antepuso criterios presupuestarios y de prestación del servicio público, sin valorar las circunstancias expuestas  por la promovente, sobre todo el criterio médico que adujo le respalda. Las autoridades del Ministerio de Salud obviaron el interés superior del niño, el cual, en función de lo dispuesto  en la Convención sobre los Derechos del Niño, debe servir como criterio rector en la toma de estas decisiones. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud de El Guarco, del Ministerio de Salud, que, una vez presentados los requisitos y los criterios médicos necesarios, valore los mismos y, resuelva lo pertinente en cuanto al permiso sin goce de salario, siempre y cuando lo gestione la parte interesada, tomando en consideración el interés superior del niño.  El Magistrado Armijo Sancho salva el voto, únicamente, por lo que respecta a la negativa de entregar por escrito la denegatoria de la gestión y, aplica lo dispuesto en el párrafo 1° del artículo 52 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. CL
5312-12. NOMBRAMIENTO. SE ACUSA QUE SUSTITUYEN UN INTERINO POR OTRO. Acusa la recurrente que fue nombrada en el Centro Educativo Huetar, en Guápiles de manera interina y, que su nombramiento no fue prorrogado, nombrándose en su lugar a otra persona en forma interina. Se declara con lugar el recurso. Se anula la nómina No. 220819 2011 de la Dirección de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, en tanto ordenó el cese del interinazgo de la tutelada, como Profesora de Enseñaza General Básica 1 en el Centro Educativo Huetar (Cariari) de la Dirección Regional de Educación de Guápiles, del Ministerio de Educación Pública. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, que, de manera inmediata, lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que se restablezca a la recurrente, en el pleno goce y ejercicio de sus derechos. CL
5313-12. DISCRIMINACIÓN. SE ACUSA QUE NO FUE NOMBRADO POR TENER POLIOMIELITIS. El recurrente demandó la tutela del derecho a la igualdad y no discriminación, pues en su criterio, el Área de Medicina Legal de la institución recurrida dispuso que para el nombramiento de Técnico de Formación Profesional en el ICE, no era idóneo, ya que padece poliomielitis. Este Tribunal Constitucional considera, que el no haber obtenido el puesto como Técnico en Formación Profesional no viola los derechos fundamentales del amparado, en la medida  en  que  se  tiene  por  demostrado  que  esa  actuación  responde, exclusivamente, al resultado de la evaluación médica realizada por el Área de Servicio de Salud de la División de Capital Humanos. Conforme a las particularidades del caso, concretamente a que no se recomendó su nombramiento con el fin de salvaguardar su integridad física, por lo que procede declarar sin lugar el recurso. SL
5629-12 NOMBRAMIENTO. INTERINO POR INTERINO. Alega la recurrente que  laboró como profesora de enseñanza especial y que la autoridad recurrida no le prorrogó su nombramiento  para el presente curso lectivo, en la plaza que ocupaba  y designó en el mismo puesto,  a otra docente, de forma interina, razón por la que presentó ante la Contraloría de Servicios un reclamo administrativo, pero el mismo fue denegado, bajo el argumento de que se nombró a otra funcionaria en dicho puesto y que por estar fuera de plazo, no era de recibo el reclamo. En este caso, consta que la decisión de cesar su nombramiento interino obedeció a que la Administración, en aras de garantizar el principio de idoneidad, nombró a otra funcionaria que, por su condición académica y profesional,  ostenta una mejor categoría profesional  que la amparada. Se declara sin lugar el recurso. SL

5655-12 CONCURSO. SE ORDENA CORREGIR CALIFICACIÓN PARA QUE LA RECURRENTE PUEDA PARTICIPAR EN CONCURSO. Alega el recurrente que solicitó ante la Dirección de Recursos Humanos del Ministerio recurrido, la modificación de su calificación; no obstante, el Jefe a.i del Departamento de Planificación y Promoción del Recurso Humano, le comunicó que el Registro de Elegibles para puestos docentes es facilitado por el Área de Carrera Docente de la Dirección General de Servicio Civil, por lo que cualquier modificación debe plantearse ante esa dependencia. En este caso, consta que lo que la accionante planteó, fue la modificación de su especialidad, en razón de que por error, se consignó otra,  por lo que la denegatoria a su gestión, resulta arbitraria e ilegítima, ya que esto le impide participar en los concursos de docentes en los que resulta idónea, y por ende, acceder a los cargos públicos de su interés. Se declara parcialmente con lugar el recurso.  Se ordena al Director General de Servicio Civil o a quien ocupe  su  cargo,  efectuar  de  inmediato  la  modificación  de  la  especialidad profesional de la tutelada. CL
5658-12 NOMBRAMIENTO. ASIGNACIÓN DE LECCIONES INTERINAS. Alega la recurrente que  estima lesionados  sus derechos laborales por haber sido reducido su nombramiento interino de 25 a 10 lecciones, y haberse nombrado en su lugar a otra funcionaria interina. En este caso la Sala señala que las decisiones que tome la Administración, de asignar lecciones interinas a su persona o a otros profesionales, o bien, revisar las razones o criterios técnicos que se hayan observado para dejar sin efecto el aumento de las lecciones interinas, que por este medio demanda el recurrente, corresponden a extremos de legalidad ordinaria que no pueden ser analizados por la vía constitucional. Se declara sin lugar el recurso. SL
5662-12 SANCIÓN. SE ALEGA FALTA AL DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente la violación a su derecho al debido proceso, en un caso en donde fue suspendido en forma arbitraria del curso número FD-0535, denominado “Experiencia Docente de la Carrera de Enseñanza del Castellano y la Literatura de la Universidad de Costa Rica”. En este caso, la Sala señala que el tutelado fue colocado  en estado de indefensión, ya que, el documento comunicado carece de una descripción de los hechos que se atribuyen, no se le permite el acceso irrestricto al expediente administrativo, no se le da oportunidad  de ofrecer  las pruebas  de descargo,  y  otorgar un plazo para preparar su defensa, tampoco se le previene el derecho a ser  representado por un abogado y la posibilidad de impugnar la medida sancionatoria. Se declara con lugar el recurso.  Se anulan los oficios EFD-1213-2011  y EFD-D-1212-2011, ambos del veintisiete de octubre del dos mil once, de la Directora de la Escuela de Formación Docente de la Universidad de Costa Rica. CL
5726-12 ABOGADO EXTERNO. PRÓRROGA DE CONTRATO. Alega el recurrente que el Banco de Costa Rica le comunicó que no prorrogaría su contrato como abogado externo, en razón de la baja calificación que recibió en la evaluación de su trabajo; no obstante,  no se le permitió impugnar esa valoración. En este caso la Sala señala que la legalidad de la actuación, así como su relación con los términos del contrato firmado entre las partes y los informes que la sustentan, deben discutirse en la vía administrativa o en la jurisdiccional correspondiente,  a  fin  de  que se resuelva  lo que en  derecho corresponda. Se declara sin lugar el recurso. SL
5859-12. DOCENCIA. LIMITAN LABORES DE DOCENCIA A FUNCIONARIOS DE AUDITORIA DE LA UNIVERSIDAD NACIONAL. Alega el recurrente que labora en el Departamento de Auditoria de la autoridad recurrida y que, en esta materia existen limitaciones y excepciones para poder  laborar y realizar trabajos fuera de la jornada ordinaria de trabajo, reguladas en la Ley de Control Interno número 8292. Indica que de las prohibiciones legales, la única excepción está contemplada en el artículo 34 de la Ley 8292, que les permite laborar únicamente en la docencia; sin embargo el Auditor Interno de la Institución el 22 de julio de 2011, dictó la directriz denominada  "Directriz sobre impedimentos en la labor de auditoria", en la que reitera las prohibiciones y señala que adicionalmente deberán de abstenerse de ejercer funciones liberales fuera del cargo, salvo en asuntos estrictamente personales, en los de su cónyuge, sus ascendientes, descendientes colaterales por consanguinidad y afinidad hasta tercer grado, lo cual lesiona su derecho al trabajo. En este caso la Sala señala que efectivamente se observa la existencia del agravio. Se declara con lugar el recurso. Se anula parcialmente la "Directriz sobre impedimentos en la labor de auditoria" contenida en el oficio No. AIE-045-2011 de 22 de julio de 2011 emitida por el Auditor Interno de la Universidad Nacional Estatal a Distancia, únicamente, en cuanto a la prohibición establecida para los funcionarios de auditoria de ejercer labores de docencia en la Universidad Nacional Estatal a Distancia.. Los Magistrados Cruz, Araya y Piza salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL
DERECHO PENAL
6766-12 DETENCIÓN. SE ACUSA ARBITRARIEDAD POR PARTE DE LAS AUTORIDADES DE POLICÍA. Alega el recurrente que sin una orden judicial que los respaldara, los amparados fueron aprehendidos ilegítimamente. En este caso, la Sala tiene por probado, según la prueba ofrecida, que los accionantes fueron detenidos con pruebas suficientes y les fueron dictadas medidas cautelares, diferentes a la prisión preventiva. Se cita el artículo 37 de la Constitución Política sobre la libertad personal. Se cita el voto﻿ No. 9208-03 de las 10:44 hrs. de 29 de agosto de 2003.  Se declara sin lugar el recurso. COMUNÍQUESE. SL
6785-12 DETENCIÓN. POR ERROR, NO EXISTÍA ORDEN VIGENTE. Alega el recurrente que el encartado permaneció más de trece horas detenidos sin que existiera ninguna orden judicial que así lo ordenara. En este caso la Sala estima  que﻿, en la especie, se ha vulnerado, flagrantemente, el derecho a la libertad personal del tutelado.  Se declara con lugar el recurso. Comuníquese. CL

6791-12 AUDIENCIA. SE RESUELVE UN MES DESPUÉS SOLICITUD. Alega el recurrente que solicitó una audiencia ante el Tribunal recurrido por considerar que las razones que motivaron al dictado que ordenó la prisión preventiva de su representado han variado; no obstante, considera que el retardo de las autoridades en señalar una fecha para la vista es excesivo, lo cual vulnera sus derechos fundamentales. En este caso, la Sala señala que se demostró que ﻿ la audiencia de cambio de medida cautelar solicitada por el recurrente se celebró el 17 de mayo de 2012, al ser las 13:30 horas, en la cual el Tribunal recurrido resolvió denegar la solicitud de cambio de medida cautelar pedida, y mantener su prisión preventiva hasta el 01 de junio de 2012, ya que no se constató ninguna circunstancia que hubiera variado la situación  del imputado, sin embargo procede declararlo con lugar únicamente para efectos indemnizatorios, sin ordenar la libertad del tutelado, toda vez que si bien la pretensión del recurrente fue resuelta, no puede descartarse el hecho de que efectivamente hubo un retraso de más de un mes en la resolución de la solicitud del recurrente. ﻿Se analiza la naturaleza del instituto de la prisión preventiva y el derecho de justicia pronta y cumplida. Se cita el voto ﻿en el voto 12989-2004 de las 08:37 horas del 19 de noviembre de 2004. Se declara con lugar el recurso,  sin ordenar  la libertad del tutelado. Comuníquese. CL
6768-12 LEGAJO PARALELO. NO CONTESTAN SOLICITUD ESCRITA. Alega el recurrente que con el objeto de ejercer su derecho de defensa y ofrecer prueba en la indagatoria solicitó que le facilitaran el legajo paralelo a efecto de fotocopiarlo; no obstante, no se lo facilitaron. En este caso, consta que el fiscal confeccionó la resolución para contestar lo solicitado por el recurrente, explicándole que, al referirse al legajo de investigación, no se entendía su gestión, en vista de que en todo momento ha tenido acceso al expediente principal o de investigación, en forma tardía. Bajo esta inteligencia, estima la Sala que sí se produjo el agravio reclamado, ya que la razón alegada por la autoridad recurrida para justificar el atraso, no sólo en la contestación a la gestión planteada por el recurrente sino además, en la entrega efectiva de los autos para que fueran revisados por el encartado, no son de recibo para este Tribunal Constitucional. Se declara CON LUGAR el recurso. CL

6839-12 PRISIÓN PREVENTIVA. PRÓRROGA PARA GARANTIZAR EL JUICIO ORAL Y PÚBLICO. Alega el recurrente que el Tribunal recurrido ordenó la prórroga de la prisión preventiva en contra de su defendido, sin haberse dado previamente audiencia a la defensa ni audiencia oral para conocer posibles circunstancias a fin de cambiar la medida cautelar impuesta. En este caso, la Sala señala que el juzgador puede disponer la prisión preventiva   del encausado si se hallare en libertad   y desde luego mantener esa medida precautoria si no estuviere en libertad, a fin de garantizar la realización de la audiencia del juicio oral y público y que, es con base en esto que el juzgador se basó, toda vez que el objetivo es ﻿ garantizar la realización del juicio oral y público señalado para el próximo 21 de junio. ﻿Se analiza prórroga de prisión preventiva. Se declara sin lugar el recurso. SL

6840-12 REBELDÍA. JUSTIFICA CAPTURA INMEDIATA DEL IMPUTADO. Alega el recurrente que en su contra se sigue un proceso penal y que, en dicha causa se le declaró rebelde y se ordenó su captura, no obstante nunca fue prevenido de mantener un domicilio fijo o que en caso de variarlo lo comunicara al despacho. En este caso, la Sala Constitucional señala que la declaratoria de rebeldía por sí misma justifica la captura del imputado,  toda vez que lo que se pretende es salvaguardar los fines del proceso penal, asegurando así la no evasión del imputado y por consiguiente su disponibilidad a los intereses del proceso y aclara que al momento de dicha declaratoria, el amparado tenía la posibilidad de justificar su ausencia, en cuyo caso, de ser procedente, la autoridad jurisdiccional es competente para revocar tal  decisión. Se cita el artículo 44 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. ﻿Se declara SIN LUGAR el recurso. SL.
7205-12 CAUSA PENAL. VIOLACIÓN PRINCIPIO NOS BIS IN ÍDEM. Alega el recurrente violación al principio de non bis in ídem, en virtud  de  que  en  la  causa  penal  tramitada  con  el  número  de  expediente 10-000183-0851-TR por el delito de lesiones culposas, se dictó apertura a juicio, con base en las mismas pruebas utilizadas en la causa penal que se tramitó con el número de expediente 10-001066-0057-PE por conducción en estado de ebriedad, habiendo cumplido una medida aplicada en el primer proceso, por lo que solicita ﻿ que se ordene a la Fiscalía modificar la acusación que hiciera en la causa 10-000183-0851-TR, eliminando de la misma cualquier posibilidad de que sea juzgado y mucho menos sancionado por hechos que ya constituyen cosa juzgada, lo cual considera lesiona sus derechos fundamentales. En este caso. la Sala señala que  determinar si en el caso concreto se está dando o no un doble juzgamiento de los hechos, es un tema que corresponde ser dilucidado en la sede penal correspondiente, donde deberá analizarse si los hechos que se acusan ya fueron conocidos, mediando cosa juzgada. Se citan los artículos 9 de la Ley de Jurisdicción Constitucional y 42 de la Constitución Política. Se citan los votos   2807-96  de las quince horas del once de junio de mil novecientos noventa y seis y 0907-99 de las ocho horas treinta y nueve minutos del doce de febrero de mil novecientos noventa y nueve. Se rechaza por el fondo el recurso. RF

7084-12 DEPORTACIÓN. SE ACUSA RETENCIÓN POR MAS DE 15 MESES SIN RESOLVER SITUACIÓN DE EXTRANJERO. Alega la recurrente que  el amparado tiene aproximadamente 15 meses de permanecer detenido a la orden de las autoridades migratorias,  sin que se resuelva su situación y mientras tanto, permanece encerrado en una celda aislada por más de 22 o 23 horas diarias los 7 días de la semana, en un lugar que no reúne las condiciones mínimas medidas de salud, recreación, educación, todo lo cual le afecta el estado físico, psicológico y moral. En este caso, la Sala señala que a tenor de lo establecido en la Ley de migración el plazo de detención está más que excedido, toda vez que el encarcelamiento del tutelado no se encuentra ya dentro de un plazo razonable; todo lo contrario, el plazo que ha tenido la autoridad recurrida para resolver la situación del tutelado ha sido suficiente; sin embargo, se demostró que las condiciones en las que se encuentra el tutelado no lesionan su dignidad, sino que el tutelado afronta las condiciones propias y consustanciales a la de  una persona con su  libertad ambulatoria limitada por las circunstancias legales y particulares que presenta, garantizándosele un trato igualitario respecto de los demás extranjeros que se encuentran en el Centro de Aprehensión Temporal para Extranjeros en Condición Irregular. Se cita el voto  2012-5543 de las 14:45 del 2 de mayo de 2012. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la Directora General y de Jefe del Centro de Aprehensión Temporal para Extranjeros en Condición Irregular, adoptar las medidas necesarias para poner en libertad al tutelado de forma inmediata, sin perjuicio, desde luego, de la posibilidad de dictar otra de las medidas cautelares contempladas en el artículo 211 de la Ley General de Migración y Extranjería, Ley No. 8764 de 19 de agosto del 2009, para asegurar los fines del proceso de deportación al cual está sometido. Comuníquese. CL Parcial

6154-12 DEPORTACIÓN. SOLICITUD DE REFUGIO. Alega la recurrente que el amparado  va a ser deportado sin que haya sido documentada su identidad y sin que se le resuelva previamente una solicitud de refugio y/o asilo político que planteó ante las autoridades recurridas. En este caso, la Sala señala que ﻿ ni la promovente ni el tutelado demostraron, como mínimo, haber planteado la gestión para que se le confiera el status de refugiado, ante la supuesta persecución de  la cual es víctima en   su país de  origen.  ﻿Se declara SIN LUGAR el recurso. SL

6201-12 EXTRADICIÓN. SOLICITUD DE REFUGIO NO SUSPENDE LA ADOPCIÓN DE MEDIDAS CAUTELARES. Alega el recurrente violación a sus derechos fundamentales por sufrir de privación de libertad ilegítima, trasgresión a su derecho a la vida e integridad física y omisión de pronunciamientos de las autoridades recurridas. En este caso la Sala señala que aunque la solicitud de refugio suspende  la ejecución de la extradición, mientras la resolución que la deniegue no quede firme; ello no suspende, necesariamente,  la adopción por la justicia penal de medidas cautelares que garanticen el objeto de proceso de extradición y la acción de la justicia. Se declara sin lugar el recurso. Tome nota el Tribunal sobre la valoración de las medidas cautelares de acuerdo al Considerando Segundo. Los Magistrados Calzada Miranda, Castillo Víquez y Rueda Leal ponen nota.  SL
6029-12 PRISIÓN PREVENTIVA. DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que en contra de su representado se sigue una causa penal por el delito de robo agravado por los hechos suscitados en el mes de noviembre del año 2012, no obstante el mes siguiente, sea diciembre del año 2012 fue detenido por autoridades judiciales quienes le informaron que se trataba de rutina y que, le tomarían unas fotografías de reconocimiento, sin embargo nunca le indicaron que tenía derecho a un defensor privado, lo que considera lesiona el debido proceso. En este caso la Sala señala que no lleva razón el recurrente debido a que según los hechos expuestos, se verifica que las autoridades judiciales sí han cumplido con los procedimientos  y garantías establecidas  en nuestro ordenamiento jurídico. ﻿Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada Miranda pone nota. Comuníquese. SL

6032-12 SENTENCIA. OMISIÓN EJECUTAR LA MODIFICACIÓN DE PENA POR PARTE DEL INSTITUTO NACIONAL DE CRIMINOLOGÍA. Alega el recurrente que ﻿como resultado  de  un procedimiento de  revisión  de  sentencia  que  presentó,  por  resolución  número 2012-404 del 6 de marzo de 2012, se le aplicó el rebajo de sentencia a tan solo tres años  y cuatro meses, sin embargo a la fecha no se ha puesto en conocimiento del Instituto Nacional de Criminología lo dispuesto en sentencia. En este caso, la Sala señala que lleva razón el recurrente en sus alegatos únicamente en lo que respecta a la tardanza en hacer efectiva la sentencia por parte de la autoridad recurrida, toda vez que ésta sí fue notificada. Se declara parcialmente con lugar el recurso respecto del Instituto Nacional de Criminología. En lo demás se declara sin lugar el recurso. Comuníquese. CL Parcial 

6202-12 DETENCIÓN. MENORES DE EDAD. Alega el recurrente que su representado fue aprehendido por el delito de robo; no obstante una vez finalizada la investigación, al Juzgado recurrido llegó su expediente sin acusación alguna, contrario a lo que establecen los artículos 73,74 y 75 de la Ley Penal Juvenil. Actualmente el tutelado permanece recluido en las Oficinas del Organismo de Investigación Judicial de San José de formal ilegal. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara CON LUGAR el recurso. El Magistrado Armijo Sancho salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL
6302-12 EXTRADICIÓN. DETENCIÓN ILEGÍTIMA. Alegan los recurrentes que el tutelado se encuentra detenido de forma ilegítima , toda vez que el ﻿Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José prorrogó la medida cautelar de detención provisional, dictada en su contra,  dentro del proceso  de extradición promovido por el Gobierno de Guatemala pese a que la prórroga se dispuso con un plazo indefinido y no existe solicitud alguna de parte del Gobierno de Guatemala. En este caso la Sala señala que al tutelado lleva tres meses detenido, lo cual es un plazo razonable en un proceso de extradición y que, se verifica que el  Gobierno de Guatemala envió la información requerida para proceder con el trámite, de tal suerte que se descarta el agravio alegado por los recurrentes. Se declara sin lugar el recurso. SL

6254-12 DETENCIÓN. PLAZO IRRAZONABLE. Alega el recurrente que su representado ha sido detenido y que, considera que el plazo de detención es arbitrario, lo cual considera lesiona los derechos fundamentales del tutelado. En este caso, se descarta la ilegitimidad de la detención toda vez que desde que se planteó la solicitud de medidas cautelares al momento en que éstas se dictaron, transcurrió un plazo menor a 48 horas, en donde medió una circunstancia adicional y que, se acredita que al momento de la interposición del recurso ya había sido resuelta su situación jurídica de conformidad con lo dispuesto en el artículo 238 del Código Procesal Penal. ﻿Se declara sin lugar el recurso. SL
6261-12 DETENCIÓN. MENOR DE EDAD. Alega el recurrente que ﻿ la detención de su representado se prolongó de manera injustificada y que al ser menor de edad debió de dársele prioridad. En este caso la Sala señala que no se justifica que el informe del Organismo de Investigación Judicial se rindiera pasadas 13 horas desde  la detención, tomando  en consideración que se trataba de un menor de edad y que en su favor, tanto la legislación nacional como internacional, le reconocen  en virtud del principio educativo y el carácter excepcional  de la prisión o detención, que las mismas deben ser por el menor tiempo posible. Se declara con lugar el recurso,  únicamente en cuanto al Organismo  de Investigación Judicial. CL

6310-12 COMPETENCIA. CONFLICTO ENTRE SALA TERCERA Y TRIBUNAL DE APELACIÓN. Alega el recurrente que presentó recurso de casación y solicitó readecuación a recurso de apelación a favor de su representado, no obstante la Sala Tercera le trasladó el expediente al Tribunal de Apelación cuando es la competente para resolver el recurso. En este caso, la Sala señala que se debe dirimir el conflicto de competencias a través de la vía penal, toda vez que escapa a lo que puede ser tramitado vía amparo. ﻿Se rechaza de plano el recurso. RP
5945-12 DETENCIÓN. POR PARTE DE LA POLICÍA ADMINISTRATIVA. Alega el recurrente la existencia de  violación a su derecho de defensa y principio de debido proceso por parte de la Policía Municipal de Heredia por haber aprehendido sin razón ni motivo, o indicar las razones de privación de libertad, a la amparada. En este caso, la Sala señala que al haberse dado a conocer los motivos de la detención a la amparada y, al encontrarse el acto sustentado en la supuesta comisión del delito de violación de sellos, no se observa violación a los derechos fundamentales del tutelado. ﻿Se declara sin lugar el recurso. Comuníquese. SL

5891-12 PRISIÓN PREVENTIVA. REQUISITOS DE FUNDAMENTACIÓN QUE DEBE TENER UNA PRISIÓN PREVENTIVA. Alega el recurrente que el amparado  se encuentra privado de libertad de forma ilegítima, en razón de que la resolución que ordenó la prisión preventiva es inválida al carecer de los requisitos de validez que la normativa constitucional y procesal exige. En este asunto, la Sala señala los requisitos de fundamentación que debe tener la prisión preventiva: a) sólo se puede detener a una persona cuando contra ella exista, al menos, un indicio comprobado de que ha participado en la comisión de un hecho que constituya delito; b) que la orden sea dada por escrito por un juez o autoridad encargada del orden público, a menos que se trate de un delincuente prófugo o detenido en flagrancia (se debe exponer en forma clara y de tallada el respaldo fáctico, probatorio, normativo y exponer los elementos objetivos de juicio que sustentan la sospecha que proceda en el causa) y c) que dentro de las veinticuatro horas, contadas a partir de la detención, se le ponga a la orden de Juez competente.  En el caso concreto, consta que lo comunicado oralmente fue la parte dispositiva del fallo, pues la lectura integral se realizaría posteriormente, por lo que no resulta de recibo el argumento de la falta de fundamentación, pues la interposición del recurso se realizó antes de conocer la integralidad del fallo, de modo que resulta prematuro. Se declara sin lugar el recurso. SL 

5906-12 PRISIÓN PREVENTIVA. YA EXISTE SENTENCIA CONDENATORIA. Alega el recurrente violación a la libertad personal del amparado porque se le mantiene en prisión preventiva a pesar de que esa medida cautelar venció desde el 27 de abril de 2012. En este caso la Sala señala que el amparado se encuentra privado de libertad en virtud de sentencia condenatoria firme, la cual adquirió esa condición con anterioridad al vencimiento de la prisión preventiva, al declararse sin lugar el recurso de casación interpuesto en contra de la sentencia condenatoria.  ﻿Se declara  sin lugar el recurso. SL
5914-12 DETENCIÓN EN AEROPUERTO. SE ALEGA FALTA DE FUNDAMENTACIÓN. Alega el recurrente que su representado se dirigía a Europa cuando fue detenido sin que le explicaran la razón de su detención, así como si  su detención se atribuye a la vinculación con algún delito. En este caso la Sala señala que con base en los hechos expuestos no se observa lesión alguna en perjuicio de los derechos del tutelado. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Piza Rocafort pone nota. SL
5943-12 PRISIÓN PREVENTIVA. SE PRÓRROGA POR DOS DÍAS PARA GARANTIZAR  DILIGENCIA ESPECÍFICA. Alega el recurrente que  fue condenado a descontar una pena privativa de libertad de 14 años, no obstante la sentencia fue impugnada por la defensa y actualmente el Tribunal recurrido está conociendo la apelación y que, la audiencia oral en la que se iba a conocer la solicitud de prórroga de prisión preventiva no se realizó  por cuanto no se había notificado al Ministerio Público el señalamiento, y además por cuanto faltaban los legajos de medidas cautelares de los imputados, razón por la cual se prorrogaría la prisión preventiva por dos días más, a saber los días 29 y 30 del mismo mes y año. En este caso la Sala señala que el reclamo del accionante resulta improcedente, pues se tiene por probado que la decisión impugnada tenía como fin garantizar la realización de una diligencia específica, a saber, la audiencia para conocer la prórroga de prisión preventiva del tutelado, por lo que en atención a lo dispuesto por el artículo 258 del Código Procesal Penal, la autoridad recurrida podía dictar la resolución cuestionada en aras de que pudiera llevarse a cabo la audiencia antes citada. ﻿Se declara sin lugar el recurso. ﻿SL
5955-12 MENOR DE EDAD. RECORDATORIO DE AUDIENCIA. Alega el recurrente que contra los amparados se sigue un proceso por amenaza agravada y que, señalaron como medio de notificaciones su domicilio fijo, sin embargo las autoridades recurridas emitieron una orden de citación a efecto de localizarlos por fuentes abiertas, lo cual lesiona sus derechos, toda vez que el hecho de que autoridades judiciales debidamente identificadas los trasladen, los estigmatiza frente a vecinos y familiares. En este caso, estima la Sala que el sólo hecho de que los agentes de la oficina de localizaciones hayan acudido al domicilio donde habitan los amparados, con el fin de informarles o recordarles que en la fecha indicada por el Juez serían trasladados al despacho a la diligencia señalada, no lesiona sus derechos fundamentales. En consecuencia, el recurso es improcedente y así se declara. RF
5962-12 SALA TERCERA. DEMORA EN RESOLVER RECURSO DE CASACIÓN. Alega el recurrente que presentó recurso de casación a favor de sus representados y que once meses después las autoridades recurridas no han resuelto el recurso interpuesto. En este caso la Sala señala que no le compete dirimir el conflicto planteado, en tanto que, conforme con lo dispuesto en el artículo 174 del Código Procesal Penal, lo procedente es urgir pronto despacho ante el funcionario omiso -lo que no aduce haber hecho ni aporta prueba alguna al respecto-, y si no lo obtiene dentro del término de cinco días naturales, podrá interponer  queja por retardo de justicia, según corresponda. ﻿Se rechaza de plano el recurso.   La Magistrada Calzada Miranda salva el voto, conforme lo indica en el último considerando de esta sentencia. RP
DERECHO TRIBUTARIO
6952-12 IMPUESTO A PERSONAS JURÍDICAS. DOBLE IMPOSICIÓN. Alega el recurrente que presentó una solicitud ante el Ministerio de Economía, Industria y Comercio  para inscribir su negocio como PYME y así evitar el pago del impuesto para las personas jurídicas; sin embargo, esta gestión se encuentra en trámite, de manera que necesita esperar la resolución de la autoridad recurrida a efecto de proceder con la cancelación del impuesto en caso de que así deba hacerlo. En este caso, la Sala señala que no lleva razón el recurrente en su alegato, por cuanto no se paga un impuesto sobre otro, toda vez que ﻿el impuesto a las personas  jurídicas no grava su renta, ni su propiedad, sino su existencia misma; con lo cual, no procede el argumento de que se cobra dos veces un impuesto, o que se cobra un impuesto sobre el otro sea que, el impuesto a personas jurídicas no es deducible del impuesto de la renta. Se citan los votos número número 2011-12611 de las 14:30 horas del 21 de septiembre de 2011 y 2012-001129 de las 09:05 horas del 27 de enero de 2012. ﻿Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta ponen nota. SL

6077-12 TRIBUTARIO. IMPUESTO A SOCIEDADES ANÓNIMAS. Alega el recurrente que se encuentra inconforme con el cobro del nuevo impuesto a las sociedades anónimas inactivas, pues tiene inscritas dos de ellas en el Registro Público y ambas están inactivas porque comprenden patrimonio familiar  una de ellas, es taller familiar y la otra su casa de habitación. En este caso la Sala señala que  contrario a lo que objetan los consultantes, a juicio de la mayoría de la Sala, no existe una contraposición recaudatoria en el Transitorio V, toda vez que el articulo 1° del proyecto de ley no grava la propiedad, sino la existencia misma de la sociedad, independientemente de si tiene registrado bienes.  Se  rechaza  por  el  fondo  el  recurso.  La  Magistrada  Calzada  y  los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y ordenan dar curso al amparo. RF

DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

5543-12 DEPORTACIÓN. RETENCIÓN ILEGÍTIMA. Alega el recurrente que la tutelada fue detenida por ingresar ilegalmente al país y que, se encuentra recluida de forma ilegítima en el Centro de Aprehensión Temporal de Extranjeros, a pesar, de que contrajo matrimonio con un residente costarricense estando recluida. En este caso, la Sala señala que el hecho que la amparada haya contraído matrimonio con un residente en el  territorio  costarricense,  mientras  permanecía  detenida en el Centro de Aprehensión Temporal para Extranjeros en Condición Irregular, en modo alguno le sirve para eludir las consecuencias del acto de deportación que se ha dictado en su contra, por haber ingresado al territorio costarricense  de modo irregular. Se declara con lugar el recurso, únicamente, en cuanto se dirige contra el plazo de la detención que ha sufrido la amparada en el Centro de Aprehensión Temporal para Extranjeros en Condición Irregular. Se ordena al Director General a.i. de Migración y Extranjería que adopte inmediatamente las medidas necesarias para poner en libertad a la tutelada, sin perjuicio, desde luego, de la posibilidad de dictar otra de las medidas cautelares contempladas en el artículo 211 de la Ley General de Migración y Extranjería, Ley No. 8764 de 19 de agosto del 2009, para asegurar los fines del proceso de deportación al cual está sometido la tutelada. CL 
5543-12 DEPORTACIÓN. RETENCIÓN ILEGÍTIMA. Alega el recurrente que la tutelada fue detenida por ingresar ilegalmente al país y que, se encuentra recluida de forma ilegítima en el Centro de Aprehensión Temporal de Extranjeros, a pesar, de que contrajo matrimonio con un residente costarricense estando recluida. En este caso, la Sala señala que el hecho que la amparada haya contraído matrimonio con un residente en el  territorio  costarricense,  mientras  permanecía  detenida en el Centro de Aprehensión Temporal para Extranjeros en Condición Irregular, en modo alguno le sirve para eludir las consecuencias del acto de deportación que se ha dictado en su contra, por haber ingresado al territorio costarricense  de modo irregular. Se declara con lugar el recurso, únicamente, en cuanto se dirige contra el plazo de la detención que ha sufrido la amparada en el Centro de Aprehensión Temporal para Extranjeros en Condición Irregular. Se ordena al Director General a.i. de Migración y Extranjería que adopte inmediatamente las medidas necesarias para poner en libertad a la tutelada, sin perjuicio, desde luego, de la posibilidad de dictar otra de las medidas cautelares contempladas en el artículo 211 de la Ley General de Migración y Extranjería, Ley No. 8764 de 19 de agosto del 2009, para asegurar los fines del proceso de deportación al cual está sometido la tutelada. CL 
ELECTORAL Y PARTIDOS POLÍTICOS

7183-12 DEBATE. CANDIDATO A RECTOR DE LA UNIVERSIDAD  TÉCNICA NACIONAL, SE NIEGA A PARTICIPAR EN DEBATE. Alega el recurrente que de previo a elecciones en las que se escogerá el nuevo rector de la Universidad, se convocó a los candidatos a un debate; no obstante uno de ellos se niega a participar, lo cual considera lesiona sus derechos fundamentales. En este caso, la Sala señala que no procede emitir pronunciamiento alguno al respecto, pues la negativa de un candidato a Rector a presentarse a un debate no violenta, por sí sola, el derecho de información y que, si a bien lo tiene podrá presentar su queja ante las instancias universitarias correspondientes.  Se citan los artículos 9 y 29 de la Ley de Jurisdicción Constitucional.  ﻿Se rechaza de plano el recurso. RP

5294-12 NACIONALIDAD. SE ORDENA AL REGISTRO CIVIL DAR TRÁMITE A SOLICITUD. Alega el recurrente que no posee identidad, lo que le ha impedido tener cédula, conseguir trabajo, contraer matrimonio, asegurarse y que, en el Registro Civil le indicaron que a pesar de su situación, sin la constancia  de nacimiento no le entregarán la cédula. En este caso la Sala señala que  la nacionalidad es un derecho humano  y por ello, no puede pasar desapercibido para este Tribunal, ni para las autoridades públicas encargadas de administrar ese derecho fundamental. Se declara parcialmente con lugar el recurso.  Se ordena  a la Directora General del Registro Civil, o a quien ocupe ese cargo, que en forma inmediata proceda a darle trámite a la solicitud de inscripción  que  formuló  la  aquí  amparada,  con  el  objeto  de  otorgarle  la nacionalidad  costarricense  que  de  acuerdo  con  la  Constitución  Política  le corresponde. CL Parcial
INTIMIDAD

6545-12 INFORMACIÓN CREDITICIA. DEVOLUCIÓN DE PAGARÉ Y SOLICITUD DE ELIMINACIÓN DE DATOS. Alega el recurrente que  solicitó el pagaré cancelado,  el expediente de crédito a la empresa recurrida,   y el retiro de sus datos personales  como los de su familia de los registros informáticos que tiene ésta, sin embargo,  dichas peticiones fueron rechazadas por los personeros de dicha entidad. En este caso, la Sala señala que  no consta en las bases de datos de dicha compañía ninguna información relacionada con el tutelado o sus familiares, tampoco el recurrente aporta prueba que confirme su dicho. Se indica además, que no se verifica que el recurrente haya solicitado la devolución de su expediente crediticio ni el documento denominado "pagaré". ﻿Se analiza la naturaleza del contrato de crédito. Se citan los artículos 24 de la Constitución Política, 2 inciso a) y 57, ambos de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se cita el voto ﻿2007-01455 de las 08:45 hrs. de 2 de febrero de 2007. Se declara sin lugar el recurso. SL

6719-12 REGISTRO PÚBLICO. PUBLICACIÓN DE DATOS. Alega la recurrente que la emisión de documentos de bienes muebles e inmuebles realizada por el Registro Público, violenta su derecho a la privacidad, así como el de la seguridad de las personas. En este caso la Sala señala que  lo alegado por el recurrente no constituye un agravio constitucional y que, puede presentar su disconformidad ante la vía ordinaria que corresponda. ﻿Se cita el artículo 9 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se rechaza de plano el recurso. RP

6821-12 AUTODETERMINACIÓN INFORMATIVA. RESGUARDO DE INFORMACIÓN CCSS. Alega el recurrente que existe la posibilidad de que se esté fugando información confidencial suya existente en la base de datos de la Caja Costarricense de Seguro Social y que, le consta que ﻿ para obtener el historial patronal, debe el titular apersonarse  a la institución y presentar su cédula de identidad o no podrá tener la referida información a menos que cuente con la orden de un juez por lo que no se explica, entonces, cómo empresas como Teletec S.A., Protectora de Crédito Comercial S.A., Cero Riesgo Información Crediticia Digitalizada S.A., entre otras, tienen esa información en su poder y comercializan con la misma. En este caso la Sala señala que se acredita que la institución accionada no brinda información confidencial ni de ningún tipo a empresas privadas y que, no existen elementos probatorios que demuestren el agravio que alega el recurrente. ﻿Se declara sin lugar el recurso. SL

6921-12 INFORMACIÓN CREDITICIA. ACUSA QUE APARECE MOROSA PESE A QUE NO TIENE DEUDAS. Alega la recurrente que pese a que actualmente  no tiene   cuentas   con   el   banco  recurrido ni   con   ninguna   otra   institución financiera, ese banco la  reporta  ante   la Superintendencia  General  de Entidades Financieras (SUGEF)  como  morosa. En este caso la Sala señala que  la recurrente presentó varios atrasos en sus operaciones crediticias y aunque el crédito haya sido pagado, su historial crediticio se mantiene reflejando una situación veraz, sea, el comportamiento en el manejo de la atención de su crédito mientras fue deudora, por lo que de acuerdo con la jurisprudencia citada, el Banco recurrido y la SUGEF están legitimados para mantener esa información en sus registros por el plazo de cuatro años, los cuales no han transcurrido aún. ﻿Se analiza la recopilación de información de carácter crediticio.  ﻿Se citan los votos 2045-2006 de las doce horas veinte minutos del diecisiete de febrero de dos mil seis.  Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
6966-12 INFORMACIÓN CREDITICIA. ACUSA RECHAZO EN OPERACIÓN  DE CRÉDITO. Alega el recurrente que  se le rechazó una solicitud de un préstamo, porque una operación crediticia está pendiente, lo cual no es cierto, pues fue cancelada desde el 31 de enero pasado. En este caso la Sala señala que se descarta la alegada violación a los derechos fundamentales del recurrente toda vez que en los registros su deuda aparece cancelada y que, no es cierto que se le negara el crédito por la existencia de esa deuda -sino más bien por los atrasos en sus pagos que motivó que tenga un histórico de pagos en categoría 3. Se analiza la autodeterminación informativa. ﻿Se declara sin lugar el recurso. SL
6982-12 ACCESO A LA INFORMACIÓN. DATOS MÉDICOS CONFIDENCIALES. Alega el recurrente que  resulta improcedente que la autoridad recurrida procediera a gestionar ante el Instituto Nacional de Seguros y la Caja Costarricense de Seguro Social, que se remitieran sus epicrisis, así como que se ha dado acceso a su expediente médico a distintas personas, sin su consentimiento, lo que considera lesiona su derecho a la intimidad. En este caso la Sala descarta el agravio el agravio que alega el recurrente por cuanto únicamente las autoridades ﻿competentes (Médico de Empresa y Comisión de Salud Ocupacional), han tenido acceso al expediente administrativo en el que constan las epicrisis del amparado y que, no observa lesión alguna a ningún otro derecho fundamental del amparado. ﻿Se declara sin lugar el recurso. SL
5998-12 INTIMIDAD. ACTUALIZACIÓN DE DATOS. Alega el recurrente  violación a su derecho  de autodeterminación informativa, pues la Superintendencia  General de Entidades Financieras mantiene información falsa y no actualizada de sus operaciones bancarias, ya que reporta unas deudas con el Banco Nacional que se encuentran actualizadas. En este caso, la Sala señala que los datos registrados en la SUGEF no lesionan los derechos fundamentales del recurrente, toda vez que obedecen a información fidedigna y en la que aun no ha operado el período de cuatro años de prescripción establecida por la jurisprudencia de la Sala para la publicidad de este tipo de datos en las bases de datos bancarias. ﻿Se declara sin lugar el recurso. SL

6004-12 PROTECCIÓN DE DATOS. INFORMACIÓN PERSONAL. Alega el recurrente que cualquier persona, que utilice el motor de búsqueda de Google, puede ubicar y revisar información publicada en la página web del Poder Judicial,   en la que se le relaciona con un proceso penal. En este caso la Sala señala que se acredita el agravio alegado en razón del artículo 24 de la Constiución, toda vez que si bien las autoridades recurridas acotan que la información que aparece es histórico estadística, lo cierto es que  al permitir que cualquier persona pueda acceder a estos por medio de una consulta por el sitio web del Poder Judicial, se varía el fin para  el que esa información se encuentra almacenada. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente  de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, y al Director de Tecnología de Información del Poder Judicial, o a quienes ocupen esos cargos, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias  para que dentro del plazo de un mes, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se eliminen de la página web del  Poder  Judicial  los  datos  del  tutelado  relacionados  con  el  expediente 09-000510-0006-PE. CL

6025-12 ACOSO TELEFÓNICO. TARJETAS DE CRÉDITO. Alega el recurrente que  es víctima de acoso por parte de Banco Citibank de Costa  Rica, puesto  que, desde  que canceló el monto que adeudaba de su tarjeta de crédito, ha tenido que soportar  un promedio de siete  llamadas  diarias  del  call  center  de  la sociedad recurrida. En este caso la Sala señala que  con anterioridad a la interposición del recurso,  la amparada conocía que existía un saldo al descubierto por extra financiamiento y que, hasta tanto cancele lo adeudado se girará la carta de descargo respectiva. Se declara sin lugar el recurso. SL
5373-12 DATOS PERSONALES. SE ORDENA ELIMINAR DE LAS BASES DE DATOS INFORMACIÓN PRIVADA. Alega el recurrente que las  empresas recurridas difunden información confidencial suya sin su debido consentimiento, la cual incluso se encuentra desactualizada o es falsa. En este caso la Sala señala que es derecho fundamental de toda persona física o jurídica a conocer  lo que conste sobre  ella, sus bienes o derechos  en cualquier registro o archivo, de toda naturaleza, incluso mecánica, electrónica o informatizada, sea pública o privada; así como la finalidad a que esa información se destine y a que sea empleada únicamente para dicho fin, el cual dependerá de la naturaleza del registro en cuestión. ﻿Se declara con lugar el recurso. Se ordena a los Representantes Legales de Teletec Sociedad Anónima, o a quienes ejerzan esas representaciones, que de inmediato eliminen de sus bases  de datos  la información existente que esté referida a las direcciones físicas, teléfonos celulares, y fotografías a nombre del recurrente. CL
5636-12 DATOS PERSONALES. SE ORDENA ELIMINAR INFORMACIÓN PRIVADA. Alega la recurrente que la base de datos de la empresa recurrida incluye información no autorizada y desactualizada que atentan contra su seguridad, privacidad e intimidad. En este caso la Sala señala que ﻿ toda persona física o jurídica a tiene el derecho de conocer  lo que conste sobre  ella, sus bienes o derechos  en cualquier registro o archivo, de toda naturaleza, incluso mecánica, electrónica o informatizada, sea pública o privada; así como la finalidad a que esa información se destine y a que sea empleada únicamente para dicho fin, el cual dependerá de la naturaleza del registro en cuestión, por lo que en este caso ﻿si bien no se tiene acreditado

que la recurrente  haya gestionado ante la empresa  recurrida la corrección de los datos personales de la base de datos que estime erróneos, lo cierto es que en este proceso de amparo se acreditó que, de todas maneras, cierta parte de la información que suministran las empresas accionadas es de índole privada y, en consecuencia, sensible, de modo que desde un principio ni siquiera se debió haber almacenado en la base de datos. Se declara con lugar el recurso.  Se ordena a los Representantes Legales de Teletec Sociedad Anónima, o a quienes ejerzan esas representaciones, que de inmediato eliminen de sus bases  de datos  la información existente que esté referida a las direcciones físicas, y números telefónicos privados a nombre de la recurrente. CL
LIBERTAD DE ASOCIACIÓN
6462-12 AFILIACIÓN. DERECHO DE INCORPORACIÓN. Alegan los recurrentes que pese a que habitan territorio indígena, ﻿la Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena Bribrí de Këköldi se ha negado a aceptarlos como asociados. En este caso, se verifica que respecto a un grupo de recurrentes no puede acreditarse lesión a sus derechos, puesto que no existen elementos probatorios que sirvan para constatar que los amparados presentaron solicitud alguna o en su defecto, rechazo por parte de la autoridad recurrida; sin embargo, sí se demuestra que en otro grupo de recurrentes el agravio alegado, toda vez que el Presidente encargado no los incluyó por una omisión que no ha sido resuelta. ﻿Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Presidente de la Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena Bribrí de Këköldi, o a quien ocupe su cargo, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que las solicitudes de afiliación de los amparados, a la Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena Bribrí de Këköldi, sean resueltas dentro del plazo de diez días, contado a partir de la notificación de esta sentencia, y en caso de ser procedentes, se acepte su afiliación a la recurrida. Se analiza interés actual. CL Parcial

5990-12 SINDICATO. DESTITUCIÓN DE MIEMBROS DE SINDICATO, SIN DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6 de los Estatutos de la recurrida, el plazo de los nombramientos de los miembros que integran de la Junta Directiva, vencen a los dos años y que,  en las asambleas intermedias y en las de medio período, podrían realizarse cambios en los casos de incumplimiento de funciones o renuncias al cargo; no obstante, la autoridad recurrida ha incumplido con lo establecido en esta norma y por el contrario, se han suscitado una serie de anomalías inherentes al incumplimiento, la destitución intempestiva  de  los  amparados  como  miembros de la Junta Directiva del SINDICATO DE TRABAJADORES DE EMPRESA PUBLICA Y PRIVADA (SITEPP), sin seguir el debido proceso. En este caso, la Sala señala que un miembro de una junta directiva de un sindicato, nombrado democráticamente por un plazo determinado, sólo puede ser destituido mediante un procedimiento que respete las reglas básicas del debido proceso, lo que  supone,  entre  otras,  la  observancia  del  principio  de  transparencia  y participación de los miembros de la organización sindical. Se declara con lugar el recurso.  Se ANULAN los acuerdos adoptados  en la asamblea   general   ordinaria   realizada,   por   el   SINDICATO   DE TRABAJADORES DE EMPRESA PUBLICA Y PRIVADA (SITEPP), el ocho de diciembre del dos mil once, así como la designación de la nueva Junta Directiva. El Magistrado Rueda Leal salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL

MINORIAS
6457-12 PERSONAS CON DISCAPACIDAD. INCUMPLIMIENTO DE NORMATIVA EN MAS X MENOS DE TRES RÍOS. Alega el recurrente que es no vidente y que, considera que  la  Municipalidad  de  La  Unión  ha  sido  omisa  en  hacer  respetar  las disposiciones de la Ley 7600, concretamente en la construcción del Mas x Menos de Tres Ríos. En este caso, la Sala señala que lleva razón el recurrente en su alegato, toda vez que se verifica la carencia infraestructural idónea para el cumplimiento de lo establecido en la Ley 7600. ﻿Se declara CON LUGAR el recurso, en consecuencia se ordena al Alcalde Municipal de La Unión, y al  Presidente de la Municipalidad de La Unión, o a quienes en su lugar ocupen estos cargos que, en forma inmediata, inicien las gestiones que están dentro del marco de sus competencias para que coordine la elaboración inmediata de un plan de acción de mejoramiento de las condiciones de infraestructura de los alrededores del Mas x Menos de Tres Ríos, de forma tal que se cumpla a cabalidad con las obligaciones establecidas  en la Ley N° 7600, exigiendo la colaboración de los sujetos públicos y privados  que puedan  estar involucrados. Plan que deberá tomar en cuenta las recomendaciones  que se deducen de la inspección realizada por el Consejo Nacional de Rehabilitación, que consta en este expediente, y que deberá estar ejecutado y plenamente finalizado dentro del plazo máximo de SEIS meses calendario contados  a partir de la comunicación de esta resolución. CL
6203-12. DISCRIMINACIÓN. PAREJA DE PERSONAS DEL MISMO SEXO, ES OBLIGADA ABANDONAR INSTALACIONES DE CENTRO COMERCIAL POR ESCENAS AMOROSAS. Alega el recurrente que fue obligado por varios oficiales de seguridad privada a abandonar las instalaciones del Mall San Pedro por supuestas escenas amorosas con pareja, las cuales explica, eran normales. Apunta que la administración del Mall San Pedro le trató de forma distinta, se negó a atenderle y a explicarle directamente las razones por las cuales no podía permanecer en el establecimiento comercial, mucho menos, le mostraron el Reglamento del condominio en el cual constara la prohibición que los oficiales de seguridad alegaban.  Insiste en que él y su novio, por su orientación sexual, fueron expuestos a una situación vergonzosa y humillante frente a los demás individuos que se encontraban en el Mall San Pedro. Se declara con lugar el recurso. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 63 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se advierte al Presidente de la Junta Administradora del Mall San Pedro y al Administrador de ese Condominio no incurrir a futuro en los actos u omisiones que dieron mérito a la acogida de este proceso de amparo. Los Magistrados Cruz Castro y Castillo Víquez salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. El Magistrado Piza Rocafort pone nota. Calzada Nota. CL
6705-12. DISCRIMINACIÓN. NO PERMITEN A PERSONA HOMOSEXUAL DONAR SANGRE. Alega el recurrente que el veintisiete de abril de este año, se apersonó ante el recurrido  a fin de donar sangre. En esa ocasión, completó o llenó un formulario, en que se le consultaba sí tenía relaciones con personas  del mismo sexo,  a lo que contestó afirmativamente. Debido a lo anterior, se le consideró una persona de alto riesgo, pues era homosexual, y por ende, se le excluyó como donador. Agrega que el treinta de abril de los corrientes, se presentó como donador de sangre en el Hospital San Juan de Dios, oportunidad en que llenó un formulario y se consideró que su sangre era apta para donación. Considera  que  la  accionada  le  otorgó  un  trato  discriminatorio.  Esta Sala en la sentencia número 2008-017301 del 19 de noviembre de 2008, conoció de hechos similares a los aquí planteados por el petente, y consideró que no se acreditó que lo impugnado corresponde a políticas discriminatorias, sino a la aplicación de aspectos epidemiológicos y por lo tanto objetivos, -como lo son el establecimiento de "grupos de riesgo" como criterios de exclusión para fines de prevención general-, son prácticas conformes con el derecho de la Constitución. Se rechaza por el fondo el recurso. El Magistrado Jinesta pone nota, conforme lo indica en el último considerando de esta sentencia. RF
6000-12 PERSONA CON DISCAPACIDAD. ACCESIBILIDAD A SISTEMA DE GESTIÓN DEL PODER JUDICIAL. Alega el recurrente que las autoridades recurridas no garantizan el acceso de las personas  no videntes al Sistema de Gestión en Línea del Poder Judicial. En este caso, la Sala señala que no se observa agravio en lo alegado por el recurrente, toda vez que  la Comisión de Acceso  a la Justicia es una “Comisión Institucional”, entiéndase que  está conformada  por representantes  de todos  los ámbitos de este Poder  de la República y no únicamente de la Sala Constitucional, y que, en cuanto a la obstaculización para interponer el recurso que menciona el recurrente, se aclara que existen diversas vías para interponer el amparo, sea, fax, courier o personalmente, asunto que conoce el amparado puesto que ha interpuesto 132 asuntos ante el Tribunal Constitucional. ﻿Se declara sin lugar el recurso. SL

5329-12  INFRAESTRUCTURA. CENTRO DE ATENCIÓN INSTITUCIONAL LA LETICIA. Alega el recurrente que demandó la tutela del derecho a la igualdad de oportunidades de su madre, pues, en su criterio, el Centro de Atención Institucional La Leticia carece de la infraestructura necesaria para garantizar que la población discapacitada que visita el Penal, pueda desplazarse de manera independiente. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la Directora del Programa Institucional Pococí y al  Ministro de Justicia y Paz, o a quienes en su lugar ejerzan esos cargos, disponer lo pertinente para que de inmediato, se inicien las acciones necesarias para la construcción de las aceras que se echan de menos en el Centro de Atención de Pococí, lo que deberá concluirse en el año siguiente a la notificación de esta resolución. CL Parcial

5638-12 PERSONA CON DISCAPACIDAD. ACCESIBILIDAD EN SALAS DE JUICIO DEL PODER JUDICIAL.  Alega el recurrente que es una persona no vidente y que, las autoridades recurridas le han denegado la atención que la ley establece para personas de su condición, que le han hecho subir escaleras hasta un segundo piso sin tomar en cuenta su estado, además, le han denegado la tecnología necesaria para participar con igualdad de condiciones en el proceso judicial del que forma parte. En este caso, se tiene por acreditado que en la Sala de Juicio que el recurrente cita, se tienen tres computadoras con acceso al programa Jaws para que quien por su condición, así lo requiera. Asimismo, no consta que el recurrente haya realizado solicitud alguna para utilizar este o cualquier otro equipo –laptop-. Finalmente, en lo que atañe a las condiciones de infraestructura de las Salas de Juicio del Juzgado recurrido, deberá presentar su reclamo ante el Consejo Superior a efecto de solucionar la situación. Se declara sin lugar el recurso. SL
MUNICIPALIDAD
6803-12 PERMISOS. ACUSA QUE NO LE PERMITEN TOCAR SU MARIMBA PARA GANARSE LA VIDA. Alega el recurrente que es un adulto mayor y que, durante años ha llevado el sustento al hogar tocando su marimba en bulevares, aceras y parques; no obstante, actualmente las autoridades recurridas se lo prohíben pese a que nunca antes lo hicieron. En este caso, la Sala señala que ﻿ las actuaciones de la Administración tendentes a poner a derecho cualquier irregularidad que se dé en su ejercicio, no suponen  ningún tipo de restricción a derechos  como el de trabajo o el libre ejercicio del comercio, los que en todo caso, pueden ser objeto de reglamentación y aún de restricciones cuando se encuentran de por medio intereses superiores y que, el recurrente debe acudir a la vía de legalidad respectiva a efecto de encontrar solución a su problema. Se cita el artículo 9 de la Ley de Jurisdicción Constitucional.  ﻿Se rechaza por el fondo el recurso. RF

6513-12. ACERAS Y LOTES. SE ORDENA A MUNICIPALIDAD DE MONTES DE OCA LIMPIAR LOTES, CERCADO Y CONSTRUCCIÓN DE ACERAS. La pretensión de los recurrentes consiste en que la Sala ordene a la Municipalidad de Montes de Oca limpiar los lotes baldíos, la calle, la construcción de la calle, aceras y cordón de caño, en el sector ubicado frente al Hogar Calasanz y costado sur de la casa de los recurrentes, así como ordenar visitas de inspección y dar audiencia a los vecinos ante el Concejo Municipal; además, no cobrar los tributos por los servicios que no brinda y reintegrar lo pagado en años anteriores. Se declara parcialmente con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Alcalde Municipal de Oca, que dentro del término de seis meses, contados a partir de la notificación de esta sentencia, adopte las medidas necesarias a fin de que sea culminada la limpieza de los lotes baldíos, el cercado y la construcción de aceras, por parte de los propietarios o, en su caso, por la Municipalidad, en el sector ubicado frente al Hogar Calasanz y costado sur de la casa de los recurrentes y brindar el adecuado mantenimiento a la calle municipal. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
5640-12 PROPIEDAD. SE ORDENA A MUNICIPALIDAD DE TURRIALBA ARREGLAR PROBLEMAS EN PROPIEDAD PRIVADA, GENERADOS POR TRABAJOS MUNICIPALES. Alega el recurrente que las autoridades municipales no han atendido con la prontitud requerida la situación que se presenta en su terreno que colinda con el cementerio municipal, en donde por trabajos realizados por la Municipalidad, ha sido afectada su propiedad. En este caso, la Sala señala que  el amparo se debe acoger por la demora en que se ha incurrido y la falta de solución de la situación que acusan los recurrentes. No obstante, aclara que no le compete analizar o determinar, en quién recae la responsabilidad de la situación acontecida en la propiedad del recurrente, pero estando de por medio la integridad física y la seguridad de los recurrentes, tal y como lo manifiestan las autoridades recurridas, no es razonable que hayan transcurrido más ocho meses y la situación de riesgo todavía se mantenga.  Se declara con lugar el recurso. Se a la Alcaldesa del Cantón de Turrialba y a la Presidenta del Concejo Municipal, que en forma inmediata realicen las diligencias necesarias dentro de su ámbito de competencia, para que en el término improrrogable de DOS MESES, contado a partir de la notificación de esta resolución, se solucione el problema denunciado por los recurrentes. CL
5711-12 MURO DE CONTENCIÓN. MUNICIPALIDAD SUSPENDEN CONSTRUCCIÓN DE MURO DE CONTENCIÓN ORDENADO POR LA COMISIÓN NACIONAL DE EMERGENCIA. Alega la recurrente que a raíz de derrumbes provocados  por las constantes lluvias durante el mes de septiembre de dos mil ocho, la Comisión de Emergencias intervino y declaró emergencia en las propiedades  del Residencial Lomas de Cabeara, situado en Moravia, por lo que la Municipalidad comenzó la construcción de un muro de contención. No obstante, el Alcalde actual de la zona suspendió la misma argumentando que la Municipalidad carece de fondos que permitan continuar la obra, lo cual afirma no es cierto. En este caso ,la Sala señala que atención a lo dispuesto  por el artículo 169 de la Constitución Política las municipalidades  se  encuentran  en  la  obligación  de  garantizar  los  derechos fundamentales de los habitantes del cantón, sin que puedan alegarse motivos meramente presupuestarios, como justificación para faltar a dicha obligación. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde, y a la Presidenta del Concejo, ambos de la Municipalidad de Moravia, o a quienes ocupen su cargos, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que dentro del plazo de UN AÑO, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen las obras de contención necesarias en el Residencial Lomas de Cabeara. CL

PENSIONES ALIMENTARIAS

6802-12 APELACIÓN. IMPEDIMENTO DE SALIDA DEL PAÍS SE MANTIENE. Alega el recurrente que  el Juzgado recurrido restringe ilegítimamente su libertad de tránsito, al exigirle el pago de una cuota alimentaria que no está firme para autorizar su salida del país. En este caso la Sala señala que el hecho de que exista pendiente de resolver un recurso de apelación en contra de una resolución que fijó de manera definitiva el monto de la pensión alimentaria, no inhibe en modo alguno la obligación legal de depositar mensualmente el nuevo monto decretado, con lo cual, en el caso concreto, no lleva razón el recurrente respecto al agravio alegado, por cuanto la exigencia del pago de la obligación constituye una garantía de ley sin efectos suspensivos ante interposición de recursos. ﻿Se citan los artículos 51 y 52 de la Constitución Política. Se citan los votos 2794-96, 00198-00, 011579-08  y 14944-10. Se declara sin lugar el recurso. SL
6849-12 PRONTA RESOLUCIÓN. ACUSA DILACIÓN EN LA RESOLUCIÓN DE UN INCIDENTE DE EXONERACIÓN. Alega el recurrente que el Juzgado de Pensiones Alimentarias del II Circuito Judicial de San José no ha resuelto un incidente de exoneración, lo cual repercute en una violación a su libertad personal, toda vez que en su contra fue decretado apremio corporal . En este caso, la Sala señala que con su inercia, la autoridad recurrida colocó bajo amenaza la libertad personal del tutelado, sobre quien pesa orden de apremio corporal, por  adeudar  su  obligación alimentaria. Se analiza la dilación excesiva e injustificada. Se citan los artículos 15 y 16 de la Ley de Jurisdicción Constitucional y 41 de la Constitución Política. Se declara con lugar el recurso. CL

PODER EJECUTIVO
6007-12 CARRETERAS. FALTA DE MANTENIMIENTO A CALLE ENTRE PURISCAL, CIUDAD COLÓN Y SAN JOSÉ. Alega el recurrente que  desde noviembre de 2011 denunciaron al   Ministro de Obras Públicas y Transportes el abandono e incomunicación en que se encuentran los vecinos de San Antonio de Puriscal, debido a que la calle que les comunica con Puriscal, Ciudad Colón y San José se encuentra en muy mal estado,   lo cual se agrava en época lluviosa. En este caso la Sala señala que  lleva razón el recurrente por cuanto se observa una clara vulneración a los derechos constitucionales  de los amparados a la salud, el libre tránsito, y la libertad de comercio, agricultura e industria, cobijados en los artículos 21, 22 y 46 de la Constitución Política, respectivamente, así como el derecho constitucional al buen funcionamiento de los servicios públicos, que se deriva de la relación sistemática de varios preceptos constitucionales. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Obras Públicas y Transportes  y  Director Ejecutivo del Consejo Nacional de Vialidad, o a quienes en sus lugares ejerzan dichos cargos, que giren las órdenes y emitan las instrucciones respectivas para que la ruta nacional 136 que comunica  a San Antonio de Puriscal con Piedra Negras de Mora sea reparada dentro del plazo de tres meses contado a partir de la comunicación de la parte de dispositiva de esta sentencia. CL
PODER JUDICIAL
6697-12 ANTECEDENTES PENALES. CAMBIO DE CRITERIO EN CUANTO A LA INSCRIPCIÓN DE ANTECEDENTES, EN LOS CASOS EN QUE SE DA EL BENEFICIO DE EJECUCIÓN CONDICIONAL. Alega la recurrente que sus antecedentes penales permanecen en un asiento pese a que la pena impuesta la descontó hace diez años. En este caso, se indica que si bien la Sala ha venido considerando que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Registro Judicial y Archivos Judiciales, en los casos en que se otorga el beneficio de ejecución condicional de la pena, el plazo decenal para la cancelación de la anotación  corre a partir del cumplimiento del beneficio (Sentencia 8930-08), conforme se ha acreditado en el presente caso, el 8 de enero de 1999 se otorgó a la amparada el  beneficio  de  ejecución  condicional  de  la  pena  por  cinco  años,  que  se cumplieron, en principio, el 8 de enero de 2004, con lo cual, de acuerdo con la doctrina anteriormente sostenida por la Sala, no sería sino hasta el año 2014 que se cumplirían los diez previstos en el artículo 11 de la Ley de Registro Judicial y Archivos Judiciales. Sin embargo, este Tribunal ha estimado procedente modificar el criterio expresado en la sentencia número 2008-8930, pues la aplicación e interpretación de esa norma debe realizarse conforme al principio pro hómine y el otorgamiento del beneficio de ejecución condicional de la pena no puede resultar más gravoso  que el cumplimiento de la pena, a efectos de la aplicación de la prescripción decenal, pues no es posible que, para efectos del Registro Judicial y, sobre todo, para la persona sentenciada, el beneficio se torne en perjuicio, por el plazo en  que  se  perpetúe  su  condición  de  exdelincuente.  En el evento de que el beneficio de ejecución condicional de la pena fuera revocado, lo procedente es, en efecto, el cómputo a partir del cumplimiento efectivo de la condena, sin efectuarse nueva inscripción. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Jefa a.i. del Registro Judicial o a quien ejerza su cargo, que elimine el asiento existente con relación a la amparada, si no existe otra razón legal que lo impida. CL

7136-12 MORA JUDICIAL. ACUSA QUE SALA CONSTITUCIONAL DEMORÓ EN REDACTAR Y NOTIFICAR SENTENCIA. EJECUTORIEDAD DE LAS SENTENCIAS DE LA SALA. Alega la recurrente que con base en el fallo de la Sala Constitucional referente al monto de las multas realizadas por las cámaras, se aproximó al COSEVI a cancelar las infracciones pendientes y que, funcionarios de la institución le indicaron que no podía cancelar los montos, toda vez que el asunto estaba en conocimiento de la Sala y aún no habían sido notificados respecto a ese caso. En este caso, la Sala señala que las sentencias de esta jurisdicción son ejecutorias desde el momento  en que se dictan, no desde su notificación -salvo que la Sala disponga otra cosa-. Se citan los artículos 2, 4, 11, 14 y 31 de la Ley de Jurisdicción Constitucional y 35 de la Constitución Política.  Se citan los votos 1993-003562 de las nueve horas cincuenta y siete minutos del veintitrés de julio de mil novecientos noventa y tres, ﻿2007-008561 de las dieciséis horas y cero minutos del diecinueve de junio del dos mil siete. Se rechaza de plano el recurso. RP
5872-12 COMPETENCIA. SE DEFINE COMPETENCIA AL TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Alega el recurrente que existe una omisión de actuación del Instituto Mixto de Ayuda Social ante la gestión que presentó para el desalojo de presuntos ocupantes ilegítimos del área de parque de la Urbanización Brasilia, en Brasil de Alajuela, toda vez que acudieron  en amparo de legalidad ante el Tribunal Contencioso Administrativo  pero se les indicó que lo planteado  era competencia de la Sala Constitucional,  por lo que requieren que la jurisdicción constitucional conozca el asunto y ordene al Instituto pronunciarse sobre la gestión de desalojo. En este caso la Sala señala que cuando se trate de una vulneración al acceso a la información, se trata de un asunto que la propia Sala ha definido debe mantenerse bajo su única y exclusiva competencia, pero cuando se trate de peticiones y reclamaciones que involucren la actuación de la administración para solventar un caso concreto, se entra en el ámbito de lo que la Sala ha definido es objeto del «amparo de legalidad», proceso que es competencia  del Tribunal Contencioso Administrativo, sin que pueda ese órgano judicial, cuestionar,  rebatir o aducir incompetencia en razón de la materia, una vez que su competencia ha sido definida por la Sala Constitucional. ﻿Se rechaza de plano el recurso. Comuníquese esta resolución al Tribunal Contencioso Administrativo, para lo de su cargo. Notifíquese. RP

5929-12 MORA JUDICIAL. PROCESO LABORAL TARDA CUATRO AÑOS. Alega el recurrente el retardo injustificado en el trámite y resolución del proceso ordinario laboral incoado por el tutelado en contra del Estado, el que asegura tardó cuatro años, aproximadamente, para que finalizara. En este caso la Sala señala que analizando la conducta endoprocesal  de las partes, la complejidad de la pretensión deducida, el tipo de proceso y la conducta de las autoridades jurisdiccionales durante la sustanciación de éste, se verifica la existencia de un retardo indebido en el trámite y resolución del proceso laboral que interpuso el amparado en el 2008, lo cual sin duda constituye un quebranto al derecho fundamental de justicia pronta y cumplida. Se declara con lugar el recurso. CL
5563-12 MORA JUDICIAL. PRONTA RESOLUCIÓN. Alega el recurrente que en  el  marco  de  un  proceso  alimentario,  presentó  ante  el  Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Alajuelita, un recurso de revocatoria con apelación en subsidio en contra del auto mediante el cual se fijó la cuota provisional a su cargo y que no se le ha brindado la tramitación respectiva. En este caso la Sala señala que los alegatos de la autoridad recurrida no son de recibo, por cuanto, se debieron destinar los recursos necesarios,  tanto materiales como  humanos, para que el Juzgado pudiera hacer frente a sus crecientes obligaciones, de forma tal que no se perjudicara al justiciable y se brindara un servicio público eficiente y de calidad. Se declara con lugar el recurso. CL
PRIVADOS DE LIBERTAD
7085-12 ACOSO. SE ACUSA PERSECUCIÓN DE FUNCIONARIO EN CENTRO PENITENCIARIO CONTRA PRIVADO DE LIBERTAD. Alega el recurrente que  se encuentra recluido en el Centro de Atención Institucional  de San Rafael de Alajuela, en virtud de una condena de siete años que le fue impuesta por la autoridad Judicial competente y que,  dentro del centro hay un inspector de seguridad el cual, se presenta constantemente al módulo donde se encuentra privado de libertad y a manera de persecución policial, lo acosa de palabra y lo amenaza con trasladarlo a otro centro de mayor contención y peligrosidad. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso por lesión a los artículos 5.1. 7.1, 11.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José), artículo 1  de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y artículo 33 de la Constitución Política. De conformidad con lo dispuesto por los artículos 50 y 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se advierte a las autoridades del Centro de Atención Institucional San Rafael, que no deben incurrir a futuro en los actos u omisiones que dieron mérito a la acogida de este hábeas corpus.  Comuníquese. El Magistrado Rueda salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL

5310-12 CONDICIONES. CENTRO DE ATENCIÓN INSTITUCIONAL DE SAN JOSÉ. Alega el recurrente que se encuentra recluido en el CAI de San José, que es para personas indiciadas, por lo que carece de las condiciones técnicas que permiten acceder al Plan de Atención Técnica para el delito por el que fue sentenciado y que, la infraestructura es inadecuada y peligrosa en situaciones de emergencia. Señala la Sala que la comprobación de la existencia  de condiciones  infrahumanas  en  los  establecimientos  penitenciarios, cualesquiera que sean las causas, son una señal inequívoca de violación de los derechos humanos de los internos, que el Estado, encargado de sus custodias, está obligado a enmendar. Se declara con lugar el recurso únicamente por el hacinamiento de los privados de libertad en el Centro de Atención Institucional de San José. Se ordena al Ministro de Justicia y Paz y al Director del citado Centro Penal, o a quienes en sus lugares ejerzan esos cargos, que de FORMA INMEDIATA  a la notificación de esta sentencia tomar las medidas pertinentes para eliminar el hacinamiento en el Centro de Atención Institucional de San José, elaborar un plan de mitigación para eliminar la supracitada aglomeración y   en el plazo de UN MES, deberán de informar la fecha exacta en que dispondrán de los recursos para ejecutar las tareas necesarias para dar contenido a dicho plan, así como la data de inicio, y el cumplimiento periódico del citado plan de mitigación. CL
5381-12 CONDICIONES. HABITACIONES EN DONDE SE RECIBE LA VISITA CONYUGAL. Alegan los recurrentes que  las habitaciones donde reciben visita conyugal en el pabellón A-1 y A-2 del Ámbito F de La Reforma se encuentran en condiciones inhumanas e insalubres. En este caso, se indica que el Estado en general debe velar por la satisfacción de las necesidades básicas de los privados de libertad, dentro de las cuales se encuentran la salud, la seguridad, la integridad personal y una obligación agravada para los órganos encargados  de la administración de justicia de velar por estos derechos. Se declara con lugar el recurso. Se ordena  al Director General a.i. de Adaptación Social, y a la Directora a.i. del Centro de Atención Institucional La Reforma, o  a  quien  ocupe  los  cargos,  cumplir con  la  orden  sanitaria  no. 032-JRJ-2012 del 12 de abril de 2012, en el plazo estipulado en esta orden. CL
5682-12. HACINAMIENTO. CENTRO DE ATENCIÓN INSTITUCIONAL SAN RAFAEL. Alega el recurrente que  el hacinamiento que existe en el Pabellón C-1 del Centro de Atención Institucional San Rafael produce condiciones locativas inadecuadas para los privados de libertad, ya que deben dormir en el suelo y sólo existe un servicio sanitario en cada pabellón. En este caso la Sala estima que aquellos lugares o establecimientos, en que se ejecute la privación  de  libertad  de  tales personas,  deben  reunir condiciones  que  sean compatibles con su dignidad como seres humanos y que no se traduzcan o generen una infracción a sus derechos fundamentales. Se declara parcialmente con lugar el recurso,  únicamente, por violación al artículo 40 de la Constitución Política. En consecuencia se ordena al Director del Centro de Atención Institucional San Rafael, o a quien en su lugar ocupe ese cargo, que proceda a girar las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para que conforme al plan definido por el Ministerio de Justicia, se reduzca el hacinamiento crítico en el Pabellón C-1 del Centro de Atención Institucional San Rafael. De igual forma, se ordena al Ministro de Justicia y Gracia o a quien en su lugar ocupe el cargo, que informe a esta Sala sobre el cumplimiento periódico en el plan de mitigación que ha establecido para eliminar el hacinamiento carcelario.   CL Parcial 
SERVICIOS PUBLICOS
7213-12. TARIFAS. MODELO DE AJUSTE PARA EL SERVICIO DE BUSES. Alega el recurrente reclama la violación de sus derechos fundamentales, en particular, del derecho protegido en el artículo 9º de la Constitución Política, por cuanto se muestra disconforme con el trámite que ha seguido la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos en la aprobación y posterior  aplicación del “Modelo automático de ajuste para el servicio de transporte remunerado  de personas modalidad  autobuses”.  En este sentido, acusa, en primer lugar, que en la resolución en que se dispuso la aprobación del modelo aludido, No. RJD-168-2011 de las 14:30 hrs. de 21 de diciembre de 2011, se incluyó un transitorio en que se regula la aplicación de ese modelo por primera vez, que no fue sometido a la audiencia pública que se desarrolló el día 20 de julio de 2011, en el expediente No. OT-57-2011; en segundo lugar, reclama que en la aplicación de ese modelo (efectuada  en el expediente No. ET-37-2012) no se convocó a la audiencia pública de ley, sino al procedimiento de consulta pública, que se trata de un proceso  abreviado que disminuye significativamente las posibilidades  de  los  usuarios  de  los  servicios  de  transporte  de  intervenir, activamente, en la fijación de las tarifas. Finalmente, reclama la vulneración de las disposiciones de la Ley No. 7600, pues en la convocatoria a la consulta pública aludida no se establecieron mecanismos de participación para las personas con discapacidad. Según el promovente, lo anterior es ilegítimo y lesiona el Derecho de la Constitución. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se deja sin efecto la resolución No. RJD-168-2011 de las 14:30 hrs. de 21 de diciembre de 2011, adoptada por la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos. Se condena a la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos al pago de costas, daños y perjuicios, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

6447-12 AGUA POTABLE. FALTA EL SERVICIO CON COMUNIDAD INDÍGENA DE QUITIRRISÍ DE MORA. Alega el recurrente lesión a los derechos fundamentales de los habitantes de la Comunidad Indígena de Quitirrisí de Mora, toda vez que debido a negligencia de las autoridades recurridas no cuentan con el servicio de agua potable en la zona. En este caso la Sala señala que la Administración no puede excusar la inexistencia de un servicio eficiente de agua potable, por la falta de organización comunal o la mala gestión en la administración del acueducto rural por parte del órgano privado concesionado. ﻿Se analizan los principios constitucionales rectores de los servicios públicos. Se cita el artículo 11 de la Constitución Política. Se  declara  con lugar el recurso, únicamente en cuanto al Instituto Costarricense de Acueductos  y Alcantarillados. Se ordena a la Presidenta Ejecutiva, y la Subgerente de la Subgerencia de Gestión de Sistemas Comunales, ambas del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, o a quienes en su lugar ejerzan tales cargos, que de inmediato adopten las medidas necesarias para asumir de forma completa el sistema de acueducto de la comunidad indígena de Quitirrisí de Mora. CL
6509-12 AGUA POTABLE. PROBLEMAS CON ABASTECIMIENTO EN DESAMPARADOS. Alega el recurrente que ﻿la zona en la que está ubicada su residencia, ha tenido graves problemas con el volumen de abastecimiento de agua potable por parte del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, por lo que ha presentado diversas gestiones tendientes a que se brinde una solución a dicha situación; sin embargo, la problemática se mantiene. En este caso la Sala señala que  si bien se constata la existencia del problema antes mencionado, lo cierto es que éste no obedece a una actuación negligente por parte del Instituto Costarricense  de Acueductos  y Alcantarillados, sino a los problemas que se generan por el crecimiento poblacional de los sectores que debe abastecer la Planta Potabilizadora  de San Juan de Dios y el Tanque de Bello Horizonte, así como a la ubicación de la urbanización donde habita el tutelado, ya que ésta se localiza en los límites de la zona que abastece la planta. ﻿Se declara sin lugar el recurso. Tomen nota los recurridos de lo dicho en el considerando IV de esta sentencia. SL

6510-12 AGUA POTABLE. ACUSA QUE AYA NO SE HA HECHO RESPONSABLE DEL ACUEDUCTO LOS MANGOS II DE NICOYA. Alega el recurrente  que desde  junio de 2011 ha realizado  varias  gestiones  con  el  fin  de  que  el  Instituto  Costarricense  de Acueductos y Alcantarillados, asuma la dirección de los campos del Acueducto Rural Los Mangos Dos de San Joaquín de Nicoya, lo cual se ha aprobado por jerarcas de ese instituto; sin embargo, el Instituto recurrido aún no ha asumido el cargo. En este caso la Sala señala que ﻿el ICAA es el primer llamado a vigilar todo lo concerniente para proveer a los habitantes de la república de un servicio de agua potable, responsabilidad que puede delegar en una ASADA siempre y cuando esta responda brindando un servicio eficiente y eficaz. En este caso, ﻿se demostró que la  conducta  del  ICAA  ha  distado  mucho  del  papel  que  el ordenamiento jurídico le asigna como defensor activo y respetuoso de los derechos y necesidades  de los habitantes de la república. Se cita el artículo 44 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. ﻿Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta Ejecutiva del Instituto de Acueductos y Alcantarillados y Coordinadora  a.i. de la Oficina Regional de Atención de ASADAS, Guanacaste, o a quienes en sus lugares ejerzan los cargos realizar las acciones que se encuentran dentro del ámbito de sus competencias para que el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados asuma la administración del Acueducto Rural Los Mangos Dos de San Joaquín de Nicoya, lo anterior en el improrrogable plazo de TRES MESES contado a partir de la comunicación de esta sentencia. CL
6997-12 AUDIENCIA. SE ACUSA QUE NO SE CONVOCÓ A TODOS LOS INTERESADOS. En este caso, el recurrente cuestiona que la Municipalidad recurrida convocó a una audiencia pública para analizar propuesta tarifaria de los servicios de acueducto municipal y recolección de residuos sólidos,  pero dicha audiencia pública, iba dirigida a un sector de Ciudad Quesada, por lo que se lesiona no solo el principio de participación ciudadana de un sector importante de la población involucrada. Según los informes recibidos, consta a este Tribunal que la publicación de la audiencia iba dirigida solo a un sector de la población que sería afectado con las medidas y no por razones arbitrarias o antojadizas. En virtud de lo expuesto, no se observa que con la actuación reclamada, se quebrante el principio enunciado por lo que el recurso debe desestimarse. Se cita el artículo 33 de la Constitución Política. Se cita el voto ﻿ 1840-94 de las quince horas con treinta y tres minutos del veinte de abril de mil novecientos noventa y cuatro. ﻿Se declara sin lugar el recurso. SL 

6935-12 AGUA POTABLE. SUSPENSIÓN DEL RECURSO EN EL CAIMITO DE NICOYA. Alega el recurrente en el Barrio El Caimito, ubicado en Nicoya, Guanacaste, diariamente se suspende el suministro del agua potable, de las 07:00 hrs. a las 21:00 hrs, lo cual considera lesiona sus derechos fundamentales. En este caso, la Sala señala que lleva razón el recurrente, toda vez que se reconoce, como parte del Derecho de la Constitución,  un  derecho  fundamental  al  agua potable, derivado de los derechos fundamentales a la salud, la vida, al medio ambiente, a la alimentación y la vivienda digna,  entre otros, tal como ha sido reconocido también en instrumentos internacionales sobre Derechos Humanos aplicables en Costa Rica y que, en el caso objeto de estudio no se abastece a los lugareños por un periodo de catorce horas diarias, lo cual constituye una violación a sus derechos fundamentales. Se citan los votos ﻿ 2003-04654 y 2004-07779 y  2006-005606. Se analiza el derecho al agua potable. ﻿Se declara con lugar el recurso.  Se ordena al Jefe a.i. Cantonal de Nicoya del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, o a quien su lugar ocupe ese cargo, que, de manera inmediata, lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que se ejecuten las medidas alternativas y de emergencia pertinentes, con el fin de garantizar el acceso de la comunidad de El Caimito, Nicoya, Guanacaste al agua potable, en tanto se culminan los proyectos ejecutados por la entidad CL

5622-12. AGUA. SUJETO DE DERECHO PRIVADO SUSPENDE EL SERVICIO. Alega el recurrente que es arrienda de un apartamento y que, con base en diferencias tanto el arrendante como el administrador optaron por cerrar la llave de paso que le abastece de agua, por lo que considera lesionados sus derechos, señala además que la infraestructura del inmueble no se acopla a lo dispuesto en la Ley 7600. En este caso la Sala señala que  el agua es un bien esencial para el mantenimiento de la salud y la vida, razón por la cual no resulta legítimo denegar este servicio público que resulta imperioso para el consumo  humano. Se declara parcialmente CON LUGAR el recurso únicamente respecto de la propietaria del inmueble arrendado y del Administrador del Condominio aludido y por la lesión al derecho al servicio público al agua, en consecuencia, se ordena a la propietaria y al Administrador del Condominio, o a quien en su lugar ejerza ese cargo, que adopte y ejecute las medidas necesarias, a fin de que INMEDIATAMENTE, procedan a reconectar el servicio de agua potable  al inmueble arrendado  por la amparada y que se garantice el disfrute del servicio de agua potable, de lo que se deberá informar oportunamente a este Tribunal Constitucional. CL Parcial
5687-12. AGUA. ABASTECIMIENTO DE AGUA. Alega la recurrente que es una adulta mayor, usuaria  del  servicio  de  agua  que  brinda  la Asociación  Administradora  del Acueducto de Tarbaca -ello por medio de un contrato a nombre de su hermano-; sin embargo,  acusa que de forma intempestiva y sin comunicación previa, la Asociación recurrida le suspendió el servicio de agua  potable, sin que se haya podido llegar a un arreglo de pago para su reconexión. En este caso, la Sala señala que si se va a suspender  el suministro  regular, la Asociación Administradora del Acueducto debe colocar a disposición del interesado una fuente pública a corta distancia, de modo que los abonados puedan abastecerse del vital líquido.  Se declara con lugar el recurso, por infracción al derecho fundamental de acceso al agua potable. Se le ordena  al Presidente de la Asociación Administradora del Acueducto de Tarbaca, o a quien en su lugar ocupe  dicho cargo, que se abstenga de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron mérito para acoger el presente proceso. CL


















